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+ Por moción de los señores senadores Miche- 
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del diri trivias 452 
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09:30, a fin de hacer cesar el receso, informarse de los 
asuntos entrados y considerar el siguiente 


Orden del día 


1.) Discusión general y particular de un proyecto de 
ley por el que se prorroga el plazo de permanencia de los 


21 de diciembre de 2016 


efectivos pertenecientes a las Fuerzas Armadas nacionales 
en la Misión de Estabilización de las Naciones Unidas en 
la República de Haití (Minustah). 

Carp. n.? 720/2016 - rep. n.* 395/2016 


2.) Mensaje del Poder Ejecutivo por el que se solici- 
ta la venia correspondiente a los efectos de designar en 
el Directorio del Instituto Uruguayo de Meteorología, en 
calidad de vicepresidente al señor coronel (met.) Raúl Lá- 
zaro García Igorra. 

Carp. n.? 703/2016 - rep. n.* 368/2016 


Discusión general y particular de los siguientes pro- 
yectos de ley: 


3.) por el que se establecen modificaciones a la Ley 
n.? 19120, de 20 de agosto de 2013, sobre Faltas y Conser- 
vación y Cuidado de los Espacios Públicos; 

Carp. n.* 712/2016 - rep. n.? 393/2016 - rep. n.? 393/2016 
anexo l 


4.) por el que se incluye a la Policía Aérea nacional en 
las disposiciones del Código del Proceso Penal. 

Carp. n.? 729/2016 - rep. n.? 392/2016 - rep. n.? 392/2016 
anexo l 


5.) Informes de la Comisión de Asuntos Administra- 
tivos relacionados con las solicitudes de venia remitidas 
por el Poder Ejecutivo, a fin de designar: 


— en calidad de presidente en el Directorio de la Junta 
de Transparencia y Ética Pública, al contador público y 
licenciado en Administración Ricardo Gil Iribarne; 

Carp. n.* 657/2016 - rep. n.* 343/2016 


— en calidad de vicepresidente en el Directorio de la 
Junta de Transparencia y Ética Pública, al doctor Daniel 
Borrelli Uberti; 

Carp. n.? 659/2016 - rep. n.? 344/2016 


— en calidad de vocal en el Directorio de la Junta de 
Transparencia y Ética Pública, a la señora Matilde Rodrí- 
guez. 

Carp. n.? 658/2016 - rep. n.? 342/2016 


José Pedro Montero 
Secretario». 


Hebert Paguas 
Secretario 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Alonso, Amorín, 
Aviaga, Ayala, Bianchi, Bordaberry, Camy, Cardoso, 
Coutinho, De León, Delgado, García, Garín, Heber, 
Larrañaga, Lorier, Martínez Huelmo, Michelini, 
Mieres, Mujica, Otheguy, Passada, Paternain, Payssé, 
Pintado, Saravia, Topolansky, Tourné y Xavier; y 
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por licencia del titular, ingresa con posterioridad el señor 
senador Pardiñas. 


FALTAN: con licencia, los señores senadores 
Carámbula, Lacalle Pou y Moreira; y se retira con 
licencia la señora senadora Tourné. 


3) LEVANTAMIENTO DEL RECESO 
SEÑOR PRESIDENTE. Está abierto el acto. 
(Son las 09:36). 


— El Senado ha sido convocado a fin de levantar el re- 
ceso, dar cuenta de los asuntos entrados y considerar los 
asuntos que figuran en el orden del día. 


Se va a votar si se levanta el receso. 
(Se vota). 


20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


4) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Son las 09:36). 
—Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes). 


SEÑORA PROSECRETARIA (Silvana Charlone).- 
«El Poder Ejecutivo remite un mensaje comunicando la 
promulgación de un proyecto de ley por el que se designa 
con el nombre Martha Gularte la escuela rural n.* 22 de 
Paso de los Novillos, departamento de Tacuarembó, de- 
pendiente del Consejo de Educación Inicial y Primaria, 
Administración Nacional de Educación Pública. 

—AGRÉGUESE A SUS ANTECEDENTES Y AR- 
CHÍVESE. 


El Ministerio de Salud Pública remite un mensaje al 
que acompaña el Informe Anual de la Unidad Especializa- 
da de Evaluación y Monitoreo (UEEM), correspondiente 
al primer período de implementación de la Ley n.* 19172, 
de 20 de diciembre de 2013, referente al control y regula- 
ción por parte del Estado de la importación, producción, 
adquisición, almacenamiento, comercialización y distri- 
bución de la marihuana y sus derivados. 

—OPORTUNAMENTE FUE REMITIDO A LA CO- 
MISIÓN DE SALUD PÚBLICA. 


El Ministerio de Economía y Finanzas remite respuesta: 
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+ del Banco de la República Oriental del Uruguay a un 
pedido de informes solicitado por el señor senador Pedro 
Bordaberry, relacionado con un proyecto de estaciona- 
miento de 500 plazas debajo del Parque de las Esculturas 
que rodea el Edificio Libertad. 

—OPORTUNAMENTE FUE ENTREGADA AL SE- 
ÑOR SENADOR BORDABERRY. 


+ Aun pedido de informes solicitado por el señor se- 
nador Pablo Mieres relacionado con los informes presen- 
tados por la Administración Nacional de Combustibles, 
Alcohol y Pórtland al Poder Ejecutivo sobre la gestión de 
las sociedades privadas de las que era accionista en el pe- 
ríodo 2001-2015. 

—OPORTUNAMENTE FUE ENTREGADA AL SE- 
ÑOR SENADOR MIERES. 


El Ministerio de Industria, Energía y Minería remite 
respuesta a los siguientes pedidos de informes: 


» solicitado por el señor senador Pablo Mieres a la 
Administración Nacional de Combustibles, Alcohol y 
Pórtland, a la Administración Nacional de Usinas y Tras- 
misiones Eléctricas, a la Administración Nacional de Te- 
lecomunicaciones y a la Administración Nacional de Co- 
rreos, relacionada con los procedimientos de designación 
de los cargos gerenciales. 

—OPORTUNAMENTE FUE ENTREGADA AL SE- 
ÑOR SENADOR MIERES. 


* Solicitado por el señor senador Álvaro Delgado a 
la Administración Nacional de Combustibles, Alcohol y 
Pórtland, relacionada con obligaciones impagas del orga- 
nismo con la Dirección General Impositiva. 


El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente remite respuesta a los siguientes pedidos 
de informes: 


* solicitado por el señor senador Álvaro Delgado, re- 
lacionado con los préstamos y subsidios con destino a la 
refacción de viviendas afectadas por el tornado del 15 de 
abril en la ciudad de Dolores. 

—OPORTUNAMENTE FUERON ENTREGADAS 
AL SEÑOR SENADOR DELGADO. 


» Solicitado por el señor senador Pablo Mieres, rela- 
cionado con la situación del barrio Amanecer de la ciudad 
de Fray Bentos, departamento de Río Negro. 

—OPORTUNAMENTE FUE ENTREGADA AL SE- 
ÑOR SENADOR MIERES. 


La Cámara de Representantes remite aprobados los si- 
guientes proyectos de ley: 


+ por el que se sustituye el artículo 35 de la Ley 
n. 11029, de 12 de enero de 1948, en la redacción dada 
por el artículo 15 de la Ley n. 18187, de 2 de noviembre 
de 2007, y por el artículo 1.? de la Ley n.” 18756, de 26 de 
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mayo de 2011, relacionado con las enajenaciones de cam- 
pos de 500 hectáreas o más, de índice de productividad 
Coneat 100. 

-A LA COMISIÓN DE GANADERÍA, AGRICUL- 
TURA Y PESCA. 


+ Por el que se designa con el nombre Liceo Cabo de 
Santa María el liceo de la ciudad de La Paloma, departa- 
mento de Rocha, dependiente del Consejo de Educación 
Secundaria, Administración Nacional de Educación Pú- 
blica; 


+ porel que se designa con el nombre Solar del Charrúa 
la escuela n.? 49 de la ciudad capital del departamento de 
Colonia, dependiente del Consejo de Educación Inicial y 
Primaria, Administración Nacional de Educación Pública; 


+ por el que se designa con el nombre Maestra Ofe- 
lia Martínez de Patetta la escuela n.? 154 de Costa Azul, 
departamento de Canelones, dependiente del Consejo de 
Educación Inicial y Primaria, Administración Nacional de 
Educación Pública. 

—A LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA. 


+ Por el que se regula la seguridad privada. 
-A LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN Y LEGIS- 
LACIÓN. 


+ Por el que se declara de interés público la prevención 
del cáncer de próstata. 
-A LA COMISIÓN DE SALUD PÚBLICA. 


Asimismo, comunica que ha aprobado los siguientes 
proyectos de ley: 


* por el que se designa con el nombre Ángel Cantoni 
la escuela rural n.” 110 de Paraje Pamer, departamento de 
Soriano, dependiente del Consejo de Educación Inicial y 
Primaria, Administración Nacional de Educación Pública; 


* por el que se designa con el nombre José D'Elía la 
escuela taller n.* 380 - Discapacitado Intelectual del de- 
partamento de Montevideo, dependiente del Consejo de 
Educación Inicial y Primaria, Administración Nacional de 
Educación Pública; 


+ por el que se designa con el nombre David Manuel 
Hugo Rohrer la escuela técnica de la ciudad de Ecilda Pau- 
llier, departamento de San José, dependiente del Consejo 
de Educación Técnico-Profesional, Administración Na- 
cional de Educación Pública; 


+ por el que se declara el 2017 como año de la 
celebración del centenario del tango La cumparsita y se 
dispone la creación de la Comisión del Centenario de La 
Cumparsita; 


+ por el que se aprueba el Acuerdo marco de asocia- 
ción entre el Mercosur y la República de Surinam, sus- 
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crito en la ciudad de Brasilia, República Federativa del 
Brasil, el día 17 de julio de 2015. 


Además, comunica que aceptó las modificaciones in- 
troducidas por este Cuerpo al proyecto de ley por el que se 
crea el Sistema Nacional de Competitividad. 

—AGRÉGUENSE A SUS ANTECEDENTES Y AR- 
CHÍVENSE. 


La Comisión de Constitución y Legislación eleva in- 
formados los siguientes proyectos de ley: 


* por el que se establecen modificaciones a la Ley 
n.* 19120, de 20 de agosto de 2013, sobre Faltas, Conserva- 
ción y Cuidado de los Espacios Públicos; 


+ por el que se incluye a la Policía Aérea nacional en 
las disposiciones del Código del Proceso Penal. 


La Comisión de Defensa Nacional eleva informado un 
proyecto de ley por el que se prorroga el plazo de perma- 
nencia fuera del país del contingente militar desplegado en 
la República de Haití en la Misión de Estabilización de las 
Naciones Unidas en dicho país (Minustah). 

—HAN SIDO REPARTIDOS Y SE ENCUENTRAN 
INCLUIDOS EN EL ORDEN DEL DÍA DE LA SESIÓN 
DE HOY. 


El señor senador José Carlos Cardoso, de conformidad 
con lo establecido en el artículo 172 del Reglamento del 
Senado, solicita se curse una exposición escrita con desti- 
no al Ministerio de Economía y Finanzas y, por su inter- 
medio, a la Dirección General Impositiva, relacionada con 
los trámites de apertura y cierre de empresas. 
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El señor senador Carlos Camy, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 172 del Reglamento del Senado, 
solicita se curse una exposición escrita con destino al Con- 
sejo de Educación Inicial y Primaria y al Consejo Direc- 
tivo Central de la Administración Nacional de Educación 
Pública, relacionada con la situación de la escuela rural 
n.> 17 de Colonia Italia, en el departamento de San José. 

SE VAN A VOTAR UNA VEZ FINALIZADA LA 
LECTURA DE LOS ASUNTOS ENTRADOS. 


La Junta Departamental de Rocha remite copia de la 
versión taquigráfica de las palabras pronunciadas por el 
señor edil Sebastián Pintos, relacionadas con la situación 
de las estaciones de servicios. 

—OPORTUNAMENTE FUE ENTREGADA A 
LOS SEÑORES SENADORES LACALLE POU Y 
LARRAÑAGA». 


5) PEDIDOS DE INFORMES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un pedido de 
informes. 


(Se da del siguiente). 


SEÑORA PROSECRETARIA (Silvana Charlone).- 
«El señor senador Pedro Bordaberry presenta, de confor- 
midad con lo establecido en el artículo 118 de la Consti- 
tución de la república, un pedido de informes con destino 
al Ministerio de Relaciones Exteriores y al Ministerio del 
Interior, relacionado con el ingreso de ciudadanos cuba- 
nos a nuestro país en calidad de refugiados o que hayan 
solicitado asilo político durante el año 2015. 

—OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO». 
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(Texto del pedido de informes). 


Montevideo, 19 de diciembre de 2016 


Señor Presidente 

de la Cámara de Senadores. 
Raúl Sendic 
Presente.- 


De mi mayor consideración: 


De acuerdo a lo preceptuado en el artículo 118 de la Constitución de la 
República, y a lo consignado por la Ley N” 17.673, solicito se curse el presente 
Pedido de Informe, al Ministerio del Interior y al Ministerio de Relaciones 
Exteriores, solicitando se nos responda: 


1) ¿Cuántos ciudadanos cubanos ingresaron a nuestro país durante el año 
20157 


2) ¿Cuantos de los referidos ciudadanos, solicitaron asilo político o calidad de 
refugiados, en el referido año 2015? 


3) ¿Cuántos ciudadanos cubanos se presentaron en las oficinas de Cancillería 
pidiendo refugio o asilo, sin pasar por un puesto de control migratorio? 


4) ¿Cuántos tramitaron residencia en nuestro país? 

5) ¿Con que documentación ingresaron a nuestro país? 

6) ¿Por cuál punto de migración ingresaron? 

7) ¿Cuántos ingresaron sin pasar por un control migratorio? 


B) Cuanto aumentó en 2015 con relación al año anterior 2014, el pedido de asilo 
político y/o de refugio y/o de residencia de ciudadanos cubanos? 


9) ¿Cuántas visas de ingreso se han otorgado durante 2015 a ciudadanos 
cubanos? 
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10) ¿Qué demoras están implicando los trámites de asilo político o calidad de 
refugiados? 


11) ¿Cómo se explica el ingreso de personas a nuestro país sin pasar o 
eludiendo los controles migratorios del ministerio del Interior? 


12) ¿Qué medidas ha adoptado el ministerio del Interior para evitar el ingreso al 
país de personas sin pasar por los controles migratorios correspondientes? 


Le saluda a usted muy atentamente, 


Pedro Bordaberry 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de otro pedido con lo establecido en el artículo 118 de la Constitución 
de informes. de la república, un pedido de informes con destino al 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
(Se da del siguiente). Medio Ambiente, relacionado con la gestión y los re- 
sultados de la aplicación del Plan Juntos entre los años 

SEÑORA SECRETARIA (Silvana Charlone).- «El 2010 y 2015. 


señor senador Pablo Mieres presenta, de conformidad —OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO». 
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(Texto del pedido de informes). 


Montevideo, 16 de diciembre de 2016. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Raúl Sendic 

Presente. — 


Al amparo de lo establecido por el artículo 118 de la Constitución de la República, 
solicito se curse al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
[MVOTMA), un nuevo pedido de informes relacionado con la gestión y resultados de la 
aplicación del Plan Juntos entre 2010 y 2015. 


1, 


De acuerdo a la información suministrada en oportunidad de la respuesta a 
nuestro pedido de informes de fecha 27 de junio de 2016, el Plan Juntos había 
finalizado, entre 2010 y 2015, 1008 intervenciones en vivienda. De esas 
intervenciones, ¿cuántas corresponden a la modalidad de “generación de 
nueva oferta de lugar”, es decir construcción de vivienda nueva y cuántas 
corresponden a “mejoramiento de hábitat existente”, es decir refacciones de 
viviendas preexistentes o construcciones parciales tales como agregados de 
piezas o baños a una vivienda preexistente? 


. De acuerdo a la información suministrada en oportunidad de la respuesta a 


nuestro pedido de informes de fecha 27 de junio de 2016, el total de recursos 
financieros aplicados al Plan Juntos fue de $1.330.735.872,21 pesos. ¿Cómo se 
distribuyó el uso de estos recursos financieros? ¿Cuánto se asignó al 
funcionamiento de la estructura organizativa del Plan Juntos y cuánto se 
destinó directamente a las actividades constructivas relacionadas con los 
diferentes tipos de intervenciones en vivienda? 


. De los recursos destinados a las actividades constructivas, ¿cuánto se asignó a 


la modalidad de “generación de nueva oferta de lugar” y cuánto se asignó a la 
modalidad de “mejoramiento de hábitat existente”? 


. ¿Cómo se seleccionó el personal contratado para realizar las obras de 


construcción? ¿Se realizaron llamados públicos? 


. ¿Qué porcentaje de horas trabajadas sobre el total de horas dedicadas a las 


intervenciones en vivienda representan las 18.787 horas de trabajo voluntario 
llevadas adelante por los voluntarios de las organizaciones sociales? 


. ¿Qué porcentaje de horas trabajadas sobre el total de horas destinadas a las 


intervenciones en vivienda representan las 1.711.797 horas aportadas por los 
beneficiarios de las viviendas? 


. Se nos ha respondido que los beneficiarios fueron seleccionados en acuerdo 


con las Mesas Interinstitucionales coordinadas por el MIDES, ¿qué criterios 
objetivos adicionales se usaron para determinar a quienes se ayudaría, 
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teniendo en cuenta que con la aplicación de los criterios expresados estarian 
incluidas muchas más personas de las que fueron beneficiarias? 

8. ¿Cuál esel fundamento jurídico que sostiene que no corresponde al Tribunal de 
Cuentas la auditoría de los fondos del Plan Juntos, teniendo en cuenta que el 
80% de los fondos provienen de recursos presupuestales del Estado o de 
devoluciones de impuestos? 

9. ¿Qué empresa fue contratada para auditar los fondos administrados por la 
Corporación Nacional para el Desarrollo y cuáles fueron los resultados de los 
informes de auditoría externa contratados en el periodo 2010 a 2015? 


AL 


Senador 


Sin otro particular, lo saluda muy atentamente; 
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6) EXPOSICIONES ESCRITAS Se va a votar si se remiten a los destinos en ellas indi- 
cados las exposiciones escritas presentadas por los seño- 


res senadores Cardoso y Camy. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde poner a vota- 
E pe a l (Se vota). 
ción la remisión de las exposiciones escritas de las que se 


dio cuenta durante la lectura de los asuntos entrados. 25 en 26. Afirmativa. 
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(Texto de la exposición escrita presentada por el señor senador Cardoso). 


Montevideo, 14 de diciembre de 2016 


Señor Presidente de la Cámara de Senadores 
Lic. Raúl Sendic 
Presente. 


De acuerdo a las facultades que nos confiere el artículo 172 del Reglamento de la Cámara 
de Senadores, solicitamos tenga a bien cursar al Ministerio de Economía y Fianzas para 
su remisión a la Dirección General impositiva (DGI), la siguiente: 


Exposición Escrita 


El presente planteo refiere al procedimiento administrativo- de larga data- que se debe 
realizar ante la DGI cuando se debe abrir o cerrar una empresa. Efectivamente, la 
inscripción o la baja de la empresa deben hacerse en el mismo lugar donde se declara el 
domicilio legal. 


Comprendemos que esto fuera así antes de la cra de la informática. Era inevitable que los 
archivos en soporte papel, tuvieran asiento fisico en una sola sede. Pero ahora, con los 
avances de la tecnología, si la DGI generó capacidades para que el contribuyente pueda 
pagar sus obligaciones esté donde esté en cualquier parte del país, si también generó un 
sistema de ingeniería fiscal para “cruzar” información que le permita “detectar”a los 
"“eyasores”; bueno es que se vaya implementando al menos en el mediano plazo, un 
sistema interno que permita a quien quiera “cerrar o abrir” una empresa “apersonarse” a 
cualquier oficina del país y realizar el trámite correspondiente, Después de todo, 
suponemos que los servicios están en red, y que es lo mismo “operar” desde una terminal 
que está en Montevideo, que de otra que está en Rocha. Si así no estuviera implementado, 
no dudamos que técnicamente es posible. 


Tal vez no sea tan “cómodo” para la administración, pero creemos que de lo que se trata 
es de “facilitarle” las cosas al administrado. 


Hoy la movilidad de la población en busca de oportunidades laborales genera este tipo de 
demandas. Nuestro planteo, generaliza un caso que hemos conocido de una pareja joven 
que tenía una empresa en Montevideo y que por una circunstancia especial encontró la 
oportunidad de iniciar un emprendimiento con todas las “formas legales” en Rocha. 
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Sin embargo no pudo clausurar la empresa desde la DGI en Rocha por estas 
circunstancias, y se tuvieron que trasladar a Montevideo para realizar el trámite de 
clausura. 


El país necesita generar más emprendimientos que empleos, por lo tanto habiendo 
posibilidades técnicas- como sé que las hay- bueno es que la administración facilite todos 
los trámites burocráticos, eliminando obstáculos como el que venimos de señalar. 


Atentamente 


Ll 
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(Texto de la exposición escrita presentada por el señor senador Camy). 


Montevideo, 14 de diciembre de 2016 


Sr. Presidente de la Cámara de Senadores 
Raúl Sendic 
Presente.- 


De mi mayor consideración: 


De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 172 del reglamento de la Cámara de 
Senadores, solicito se curse trámite a la siguiente exposición escrita, con destino 
al Consejo de Educación Inicial y Primaria (CEIP) y al Consejo Directivo Central 
de la Administración Nacional de Educación Pública (ANEP) 


La presente exposición tiene como finalidad solicitar al Consejo de Educación 
Inicial y Primaria (CAIP), se considere con sentido de urgencia la situación que 
registra la Escuela Rural N” 17 de Colonia ltalia, en el departamento de San 
José. La misma es una Escuela que se encuentra en excelente estado de 
mantenimiento y se destaca el trabajo, el compromiso con la gestión y la 
adhesión al proyecto educativo del cuerpo docente y no docente de la misma 


Se encuentra ubicada en un amplio predio, y tiene la particularidad que fue la 
segunda Escuela Granja fundada en el país. Lleva el nombre de un gran docente, 
referente educativo, que fue Director de la misma, el Maestro ABNER MANUEL 
PRADA ROUSSE. Funciona en ella un MUSEO escolar, que es visitado durante 
el año por diferentes Escuelas, fundamentalmente urbanas, que pueden apreciar 
allí la evolución de la Escuela Rural. 
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Urge realizar una intervención en la infraestructura electiva de la misma. Lo 
señalamos por el riesgo que supone no hacerlo de manera rápida. 


En visita realizada por la zona, constatamos esta situación que ya ha sido 
planteada por la comunidad del lugar a las autoridades. 


Por lo expuesto solicitamos al Consejo de Educación Inicial y Primaria (CEIP) y 
al Consejo Directivo Central de la Administración Nacional de Educación Pública 
(ANEP), procedan a tomar los recaudos correspondientes. 


Saluda atentamente.- 
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7)  INASISTENCIAS ANTERIORES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dando cumplimiento a lo 
que establece el artículo 53 del Reglamento de la Cámara 
de Senadores, dese cuenta de las inasistencias a las ante- 
riores convocatorias. 


(Se da de las siguientes). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- En la 
sesión ordinaria del día 14 de diciembre no se registraron 
inasistencias. 


A la sesión de la Comisión de Constitución y Legis- 
lación del 14 de diciembre faltaron con aviso los señores 
senadores Mieres y Moreira. 


A la sesión de la Comisión de Defensa Nacional del 12 
de diciembre faltó con aviso el señor senador Lacalle Pou. 


A la sesión de la Comisión especial para el análisis del 
estado de situación de la trata de personas en el Uruguay 
y la generación del correspondiente marco normativo del 
12 de diciembre faltó con aviso la señora senadora Aviaga. 


A la sesión de la Comisión de Población, Desarrollo 
e Inclusión del 12 de diciembre faltaron con aviso los se- 
ñores senadores Alonso, Aviaga, Carámbula, Tourné y 
Xavier; y a la del 19 de diciembre faltaron con aviso los 
señores senadores Alonso, Aviaga, Cardoso y Coutinho. 


A la sesión de la Comisión de Vivienda y Ordenamien- 
to Territorial del 13 de diciembre faltó con aviso la señora 
senadora Topolansky. 


A la sesión de la Comisión especial con fines legis- 
lativos a partir de los llamados Papeles de Panamá y 
jurisdicciones similares, para la prevención del fraude 
financiero, la defraudación y elusión fiscal, el lavado de 
activos y la transparencia global del 14 de diciembre faltó 
con aviso el señor senador De León. 


A la sesión de la Comisión de Ganadería, Agricultura 
y Pesca del 15 de diciembre faltaron con aviso los señores 
senadores De León y Larrañaga. 


A la sesión de la Comisión de Hacienda del 20 de di- 
ciembre faltó con aviso el señor senador Delgado. 


8) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase una solicitud de li- 
cencia. 


(Se lee). 
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SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 20 de diciembre de 2016 


Señor presidente 
Raúl Sendic 


De mi mayor consideración: 


De acuerdo a lo establecido en la Ley 17827, de 14 de 
setiembre de 2004, solicito al Cuerpo que usted preside 
se sirva concederme el uso de licencia para el día 21 de 
diciembre de 2016, por motivos personales. 


Sin más, lo saludo muy atentamente. 
Luis Lacalle Pou. Senador». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota). 
—24 en 25. Afirmativa. 


Queda convocado el señor Jorge Saravia, a quien ya se 
ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 20 de diciembre de 2016 


Señor presidente de la 
Cámara de Senadores 
Raúl Sendic 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me conceda 
licencia al amparo del artículo 1.” de la Ley n.” 17827, de 
14 de setiembre de 2004, por motivos particulares, por el 
día 21 de diciembre. 


Sin otro particular, saludo al señor presidente muy 
atentamente. 


Daisy Tourné. Senadora». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota). 
—23 en 25. Afirmativa. 


Queda convocado el señor Yerú Pardiñas, a quien ya se 
ha tomado la promesa de estilo. 
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Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 21 de diciembre de 2016 


Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Sr. Raúl Sendic 


De mi mayor consideración: 


Por la presente, solicito licencia el día jueves 22 de di- 
ciembre de 2016, por motivos personales. 


Sin otro particular, saludo a usted muy atentamente. 
Constanza Moreira. Senadora». 


SEÑOR PRESIDENTE. Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


CÁMARA DE SENADORES 


319-C.S. 


(Se vota). 
—21 en 22. Afirmativa. 


Queda convocado el señor Rafael Paternain, a quien ya 
se ha tomado la promesa de estilo. 


9) MISIÓN DE ESTABILIZACIÓN DE LAS 
NACIONES UNIDAS EN LA REPÚBLICA DE 
HAITÍ (MINUSTAH) 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa al orden 
del día con la consideración del asunto que figura en pri- 
mer término: «Proyecto de ley por el que se prorroga el 
plazo de permanencia de los efectivos pertenecientes a 
las Fuerzas Armadas nacionales en la Misión de Estabi- 
lización de las Naciones Unidas en la República de Haití 
(Minustah). 

Carp. n.-* 720/2016 - rep. n.* 395/2016)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n. 9720/2016 - rep. n.* 395/2016 
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COMISIÓN DE 
DEFENSA NACIONAL 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1? - Prorrógase hasta el 15 de abril de 2017 la permanencia fuera del 
país del Contingente Militar desplegado en la República de Haití, autorizado por 
las Leyes Nos. 17.785 de 22 de junio de 2004, 17.860 de 28 de diciembre de 
2004, 17.926 de 15 de diciembre de 2005, 17.992 de 20 de julio de 2006, 18.163 
de 29 de julio de 2007, 18.225 de 22 de diciembre de 2007, 18.443 de 24 de 
diciembre de 2008, 18.555 de 9 de abril de 2010, 18.727 de 5 de enero de 2011, 
18.864 de 23 de diciembre de 2011, 19.053 de 27 de diciembre de 2012, 19.186 
de 30 de diciembre de 2013, 19.309 de 7 de enero de 2015 y 19.363 de 31 de 
diciembre 2015. 

Asimismo, con el fin de hacer efectivo el procedimiento de repliegue 
correspondiente y para la repatriación de los recursos materiales allí 
emplazados, se autoriza la permanencia del personal requerido a tales efectos, 
por el periodo adicional considerado minimamente necesario. 


Artículo 2? - Sin perjuicio de lo establecido en el articulo precedente, si la 
Organización de las Naciones Unidas resuelve la finalización de la Misión de 
Estabilización de las Naciones Unidas en la República de Haití (MINUSTAH) 
antes de la citada fecha, el Poder Ejecutivo procederá a retirar el personal 
desplegado, en las condiciones que se acuerden con la referida organización, 

No obstante lo señalado, el Poder Ejecutivo podrá en cualquier momento, 
dentro del plazo de la prórroga prevista y por decisión fundada, reducir en mayor 
número los efectivos desplegados e incluso proceder al retiro total de los 
mismos, comunicándolo a la Asamblea General. 


Sala de la Comisión, a 19 de diciembre de 2016. 


ONARD'DE L 
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PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL. - 

MINISTERIO DEL INTERIOR.- 

MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES. - 
Montevideo, 21YRKL. 

SEÑOR PRESIDENTE DE LA ASAMBLEA GENERAL. - 

El Poder Ejecutivo cumple en remitir el presente 
Proyecto de Ley a efectos que ese Cuerpo conceda la 
autorización establecida en el numeral 12 del artículo 85 
de la Constitución de la República, a fin de prorrogar el 
plazo de permanencia de los efectivos pertenecientes a las 
Fuerzas Armadas nacionales en la Misión de Estabilización 
de las Naciones Unidas en la República de Haiti 
MINUTA «e es 

La participación en la referida Misión se enmarca en 
la contribución con Contingentes para el Mantenimiento de 
la Paz de la Organización de las Naciones Unidas en dicha 
República que fuera autorizada por las Leyes 17.785 de 22 
de junio de 2004, 17.860 de 28 de diciembre de 2004, 17.926 
de 15 de diciembre de 2005, 17.992 de 20 de julio de 2006, 
18.163 de 29 de julio de 2007, 18.225 de 22 de diciembre de 
2007, 18.443 de 24 de diciembre de 2008, 18.655 de 9 de 
abril de 2010, 18.727 de 5 de enero de 2011, 18.864 de 23 
de diciembre de 2011, 19.053 de 27 de diciembre de 2012, 


322-C.S. CÁMARA DE SENADORES 21 de diciembre de 2016 


19.186 de 30 de diciembre de 2013, 19.309 de 7 de enero de 
2015 y 19.363 de 31 de diciembre de 2015.-=-================ 
Por la norma legal mencionada en último término se autorizó 
la permanencia de los efectivos nacionales en la referida 
Misión de Mantenimiento de la Paz hasta el 31 de diciembre 
de 2016. 
Atento a la preclusión del plazo, se solicita la 
extensión del mismo acorde a lo establecido por la 
Resolución del Consejo de Seguridad de la Organización de 
las Naciones Unidas Nro. 2313 (2016), aprobada en su 7790* 
sesión, celebrada el 13 de octubre de 2016, que dispuso la 
prórroga del mandato de la MINUSTAK hasta el 15 de abril 
de 2017, -=======nmamma mej ji ci 2 0 A 0 E o e 
En la citada Resolución, el Consejo de Seguridad 
afirma su intención, sobre la base del examen que realizará 
a más tardar el 15 de abril de 2017 de la capacidad general 
de Haití de garantizar la seguridad y la estabilidad y las 
condiciones de seguridad sobre el terreno, de considerar la 
posible retirada de la MINUSTAH y la transición hacia una 
presencia futura de las Naciones Unidas que comenzaría no 
antes de la fecha antes referida.--=-======================.. 
Asimismo, el citado Consejo por un lado exhorta a la 
MINUSTAH a que mantenga su capacidad de desplegar 
contingentes rápidamente en todo el país; y por otro lado, 
afirma su compromiso de tomar medidas en cualquier momento 
para adaptar el mandato y la dotación de la MINUSTAH, ante 
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un cambio en las condiciones en Haití, si fuere necesario 
para preservar los progresos hechos en materia de seguridad 
y estabilidad duraderas. ---===============nrnr 
De acuerdo con lo dispuesto por la Resolución del 
Consejo de Seguridad 2070 (2012) respecto a la reducción 
del personal, en la actual Resolución se decide que la 
dotación total máxima de la MINUSTAH sea de 2.370 efectivos 
militares y un componente de policía de hasta 2.601 
BÍO 
Uruguay tiene desplegados a la fecha, doscientos 
cuarenta y nueve (249) efectivos en el contingente militar. 
La mayoría de ellos se encuentran desplegados en la 
localidad de Morne Casse, mientras se mantiene una Célula 
Logistica en Puerto Principe.--—---======"=======nnnnnn=-- 
El Contingente nacional desplegado en la República de 
Haití se ha ido disminuyendo paulatinamente, según resulta 
de los siguientes datos: a diciembre del año 2010, 1130 
efectivos; a diciembre del año 2011, 959 efectivos; a 
diciembre del año 2014, 594 efectivos; octubre del año 
2015, 254 efectivos; agosto del año 2016, 249 efectivos.--- 
Esta disminución ha ido acompañando el proceso de 
reducción general del componente militar de la Misión en 
función del plan de consolidación de la MINUSTAli, el cual 
ha centrado las actividades de la Misión en un conjunto 


básico de tareas encomendadas, teniendo en cuenta la 
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reducción de su capacidad y conforme a lo acordado con el 
Gobierno de Haiti, ome me e encon ccoo amen econ 
Asimismo y de acuerdo a la última renovación del 
mandato a través de la Resolución 2313 (2016), se prevé que 
la MINUSTAH continúe en el camino de focalizarse en tareas 
básicas y continuará, en el semestre que comenzó cuando se 
aprobó dicha Resolución, preparándose para su transición, 
concretamente mediante da elaboración de un plan de 
RS 
Es en este contexto, que el Poder Ejecutivo acuerda el 
retiro de la totalidad de las tropas, una vez que expire la 
prórroga del mandato aprobada en la Resolución 2313 (2016), 
a la vez que se solicila la atención de ese Cuerpo al 
Proyecto de Ley que se acompaña y cuya aprobación se 
encarece a efectos de extender hasta el 15 de abril 2017 la 
presencia del actual contingente militar en atención a que, 
como lo expresa la Resolución de referencia, no están dadas 
actualmente las condiciones para retirar la totalidad del 
contingente. ------—————— 
Saludan a ustad arentamerte, ———————— == mw... 


CI. 


MINISTRÓ DEFENSA NACIONAL Q Lauco UY 
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PROYECTO DE LEY 
ARTICULO lro.- Prorrógase hasta el 15 de abril de 2017 la 
permanencia fuera del país del  Contingente Militar 
desplegado en la República de Haití, autorizado por las 
Leyes 17.785 de 22 de junio de 2004, 17.860 de 28 de 
diciembre de 2004, 17.926 de 15 de diciembre de 2005, 
17.992 de 20 de julio de 2006, 18.163 de 29 de julio de 
2007, 18.225 de 22 de diciembre de 2007, 18.443 de 24 de 
diciembre de 2008, 18.655 de 9 de abril de 2010, 18.727 de 
5 de enero de 2011, 18.864 de 23 de diciembre de 2011, 
19.053 de 27 de diciembre de 2012, 19.186 de 30 de 
diciembre de 2013, 19.309 de 7 de enero de 2015 y 19.363 
de 31 de diciembre 2015. --==========enssnseccenan mmm 
Asimismo, con el fin de efectivizar el procedimiento de 
repliegue correspondiente y para la repatriación de los 
recursos materiales alli emplazados, se autoriza la 
permanencia del personal requerido a tales efectos, por el 
periodo adicional considerado mínimamente necesario.------- 
ARTICULO 2do.- Sim perjuicio de lo establecido en el 
artículo precedente, si la Organización de las Naciones 
Unidas resuelve la  fimalización de la Misión de 
Estabilización de las Naciones Unidas en la República de 
Haití (MINUSTAH) antes de la citada fecha, el Poder 
Ejecutivo procederá a retirar el personal desplegado, en 
las condiciones que se acuerden con la referida 


organi Zación. rr mm mm 
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No obstante lo señalado, el Poder Ejecutivo podrá en 
cualquier momento, dentro del plazo de la prórroga prevista 
y por decisión fundada, reducir en mayor número los 
efectivos desplegados e incluso proceder al retiro total de 


los mismos, comunicándolo a la Asamblea General .----------- 


Ministro Defensa Nacional 


hu. 
- 
su Y 
=- 


» 
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Naciones Unidas 


Consejo de Seguridad 


13 de octubre de 2016 


Resolución 2313 (2016) 


Aprobada por el Consejo de Seguridad en su 7790* sesión, 
celebrada el 13 de octubre de 2016 


El Consejo de Seguridad, 


Reafirmando sus resoluciones anteriores sobre Haiti, en particular sus 
resoluciones 2243 (2015), 2180 (2014), 2119 (2013), 2070 (2012), 2012 (2011), 
1944 (2010), 1927 (2010), 1908 (2010), 1892 (2009), 1840 (2008), 1780 (2007), 
1743 (2007), 1702 (2006), 1658 (2006), 1608 (2005), 1576 (2008) y 1542 (2004), 


Reiterando su firme compromiso con la soberanía, la independencia, la 
integridad territorial y la unidad de Haiti, 


Tomando nota del informe del Secretario General (S/2016/753) de 31 de 
agosto de 2016, 


Observando el calendario electoral revisado en el que se fijó una primera 
fecha del 9 de octubre de 2016 para repetir Ins elecciones presidenciales de 2015 y 
repetir parcialmente las elecciones legislativas, junto con la primera ronda de 
elecciones para una tercera parte de los escaños del Senado cuyos titulares 
finalizarán su mandato en enero de 2017, y una segunda ronda electoral prevista 
para el 8 de enero, que incluiría, si fuera necesario, una segunda vuelta de las 
elecciones presidenciales y las elecciones al senado, así como las elecciones locales 
en ronda única, aunque hubo que aplazar la fecha del 9 de octubre a causa del 
huracán Matthew, 


Observando también que, según ese calendario, los resultados definitivos de 
las elecciones presidenciales se anunciarán el 30 de enero de 2017 y que la toma de 
posesión del Presidente electo tendrá lugar previsiblemente el 7 de febrero de 2017, 
de conformidad con la Constitución de Haiti, 


Recaleando la importancia del Gobierno de Haiti, el Consejo Electoral y los 
partidos políticos y todas las instancias políticas en la tarea de velar por que las 
próximas rondas de elecciones se celebren de manera libre, justa, inclusiva, 
pacífica, transparente, creíble y democrática, y de conformidad con la ley electoral, 


Reconociendo que la situación de seguridad durante el periodo que abarca el 
informe siguió siendo relativamente tranquila pero frágil, debido a la incertidumbre 
política reinante, 
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Reconociendo también el importante papel de la MINUSTAH para garantizar 
la estabilidad y la seguridad en Hait, encomiando a la MINUSTAH por la asistencia 
que sigue prestando al Gobierno de Haití para crear un entomo seguro y estable, 
expresando gratitud al personal de la MINUSTAH y a sus países y rindiendo 
homenaje a quienes han resultado heridos o muertos en acto de servicio, y 
encomiando también la gran variedad de iniciativas de reconstrucción emprendidas 
en Haitl y el éxito de la labor realizada por las unidades de ingeniería militar de la 
MINUSTAH, 


Reconociendo además la importencia de que las decisiones que se adopten con 
respecto al futuro de la MINUSTAH en materia de seguridad se basen en las 
condiciones existentes, y observando que se produjeron algunos incidentes de 
violencia durante el periodo que se examina, 


Reiterando el papel vital que desempeña la Policía Nacional de Haití en lo que 
respecta a la seguridad y estabilidad de Haití, y acogiendo con beneplácito la labor 
que se está realizando para fortalecerla, profesionalizarla y reformarla, 


Acogiendo con beneplácito el hecho de que la Policía Nacional de Haití ha 
seguido mejorando su capacidad y ha demostrado su determinación de garantizar la 
seguridad del pueblo haitiano, y observando que todavía no es independiente desde 
el punto de vista operacional, sino que sigue dependiendo del apoyo internacional, 
incluido el de la MINUSTAH, para cumplir su mandato constitucional, 


Recalcando la importancia de proporcionar fondos suficientes a la Policía 
Nacional de Haiti para mejorar su capacidad logística, administrativa y operacional, 
alentando al Gobierno de Haití a que aproveche el apoyo que presta la comunidad 
internacional para garantizar que el pueblo haitiano cuente con la debida seguridad, 
y exhortando a todos los asociados internacionales a que intensifiquen su 
coordinación a este respecto, 


Acogiendo con beneplácito los comtinuos esfuerzos de la Policia Nacional de 
Haití para patrullar e intensificar su presencia y su interacción directa con la 
población; reconociendo los continuos esfuerzos de la MINUSTAH, en estrecha 
coordinación con los comités de los campamentos, en el ámbito de la policía de 
proximidad en los emplazamientos de desplazados internos, y acogiendo con 
beneplácito su interacción con la población, 


Observando que la Policía Nacional de Haití siguió aplicando su Plan de 
Desarrollo 2012-2016, así como el apoyo prestado por la MINUSTAH al desarrollo 
del Plan Estratégico 2017-2021, 


Subrayondo la necesidad de seguir fortaleciendo los sistemas judicial y 
penitenciario de Haití, a fin de apoyar un sector haitiano de la seguridad más 
integrado y coherente, observando el lento progreso hacia la consolidación del 
estado de derecho y exhortando a las autoridades de Haití a que prosigan sus 
esfuerzos encaminados a fortalecer las instituciones del estado de derecho y poner 
fin a la impunidad, 


Recordando la resolución 2282 (2016) del Consejo de Seguridad y la 
resolución 70/262 de la Asamblea General, reafirmando el sentido de propiedad de 
Haitl de las estrategias de “sostenimiento de la paz", y, a este respecto, poniendo de 
relieve la importancia de su carácter inclusivo y el papel que puede desempeñar la 
sociedad civil para promover los procesos y objetivos nacionales de consolidación 
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de la paz a fin de asegurar que se tengan en cuenta las necesidades de todos los 
sectores de la sociedad, 


Reconociendo que los desaflos que enfrenta Haití están interconectados, 
reafirmando que los progresos sostenibles en materia de seguridad, estado de 
derecho y reforma institucional, reconciliación nacional y desarrollo sostenible, 
incluida la lucha contra el desempleo y la pobreza, se refuerzan entre sí, y 
acogiendo con beneplácito los esfuerzos que siguen desplegando el Gobierno de 
Haiti y la comunidad imernacional para encarar esos desaflos, en consonancia con 
las prioridades del Gobierno, 


Observando con preocupación que Haiti sigue sufriendo problemas 
humanitarios, subrayando la imporiancia y la urgencia del llamamiento del Plan de 
Respuesta Humanitaria puesto en marcha conjuntamente por el Gobierno de Haitl y 
las Naciones Unidas para atender las necesidades humanitarias esenciales de 1,3 
millones de personas, y reconociendo que, si bien se han realizado importantes 
progresos, Haití sigue enfrentando grandes problemas humanitarios, 


Observando que el regreso o la entrada continua de haitianos y descendientes 
de haitianos provenientes de la República Dominicana ha puesto a prueba la 
capacidad del Estado de prestar asistencia, 


Observando con preocupación que, como resultado de la actual sequía, 3,6 
millones de personas sufren inseguridad alimentaria y de ellas 1,5 millones sufren 
inseguridad alimentaria aguda, lo que podría afectar a la situación humanitaria y la 
estabilidad, 


Observando un aumento en los presuntos casos de cólera y las muertes 
relacionadas con el cólera, 


Acogiendo con beneplácito los esfuerzos que esté desplegando el Gobierno de 
Haití para controlar y erradicar la epidemia de cólera, así como la intensificación de 
los esfuerzos de la MINUSTAH y los organismos de las Naciones Unidas en apoyo 
de la aplicación del Plan Nacional para la Eliminación del Cólera, e instando al 
equipo de las Naciones Unidas en el país, en coordinación con otros agentes, a que 
siga apoyando al Gobierno de Haiti para hacer frente a las deficiencias estructurales, 
en particular en los sistemas de abastecimiento de agua y saneamiento, 


Recalcando la importancia de fortalecer las instituciones del sistema sanitario 
nacional de Haití, y reconociendo los esfuerzos de las Naciones Unidas para 
combatir el cólera, concretamente mediante la iniciativa del Secretario General de 
apoyo al Plan Nacional para la Eliminación del Cólera, 


Tomando nota de la intención del Secretario General de preparar un paquete de 
medidas para ofrecer apoyo y asistencia material a los haitianos directamente 
afectados por el cólera, 


Poniendo de relieve que para lograr una estabilidad duradera y sostenible es 
fundamental avanzar en la reconstrucción de Haití, así como en su desarrollo social 
y económico, incluso mediante una asistencia internacional para el desarrollo eficaz, 
coordinada y encomiable y un aumento de la capacidad institucional de Haití para 
beneficiarse de esa asistencia, y reiterando la necesidad de que la seguridad vaya 
acompañada del desarrollo económico y social, incluidas actividades de reducción 
de riesgos y preparación que tengan en cuenta la extrema vulnerabilidad del país a 
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los desastres naturales, actividades en las que el Gobierno de Haití desempeña un 
papel rector, 


Acogiendo con beneplácito el aumento de la programación conjunta del equipo 
de las Naciones Unidas en Haití en consonancia y coordinación con el Marco 
Estratégico Integrado respaldado por el Gobierno, y acogiendo con beneplácito 
también el compromiso de fomentar una mayor urmonización de lu asistencia 
internacional con las prioridades nacionales, aumentar la transparencia y fortalecer 
la rendición de cuentas mutua, así como la necesidad de una coordinación más 
intensa, 


instando a los donantes a que cumplan sus promesas a fin de ayudar, entre 
otras cosas, a promover el acceso de los más vulnerables a los servicios y al empleo, 
y subrayando la responsabilidad del Gobierno de Haití de proporcionar una 
orientación clara a los donantes sobre sus prioridades y facilitar el suministro de 
asistencia a quienes más la necesitan, 


Expresando preocupación por el hecho de que las desigualdades sociales 
siguen siendo muy visibles, que en el último año la inflación básica ha aumentado 
aproximadamente al 10%, y que la insuficiencia de las inversiones, necesarias para 
impulsar el crecimiento económico y generar empleo, junto con la incertidumbre 
política y la falta de sistemas de gobernanza iransparentes y eficaces, han seguido 
repercutiendo negativamente en el desarrollo y la aplicación del Plan Estratégico de 
Desarrollo de Haiti, 


Poniendo de relieve el papel de las mujeres y los jóvenes en la economía y la 
importancia de promover su empoderamiento económico, 


Poniendo de relieve también el papel de las organizaciones regionales en el 
actual proceso de estabilización y reconstrucción de Haití y exhortando a la 
MINUSTAH a que siga colaborando estrechamente con las instituciones financieras 
internacionales, las organizaciones regionales y subregionales y otras instancias, en 
particular la Organización de los Estados Americanos (OEA), la Unión de Naciones 
Suramericanis (UNASUR) y la Comunidad del Caribe (CARICOM), 


Expresondo seria preocupación porque la violencia sexual y por razón de 
género, especialmente la violencia contra las mujeres y los niños, sigue siendo un 
problema sustancial, particularmente en los distritos marginados de Puerto Principe, 
los emplazamientos de desplazados internos que aún existen y las zonas remotas del 
país, 


Observando con preocupación le lentitud con que se avanza hacia la 
consolidación del estado de derecho y exhortando al Gobierno de Haiti a que aborde 
las deficiencias de los sistemas judicial y penitenciario, la detención prolongada 
antes del juicio, el hacinamiento en las cárceles, la corrupción generalizada y la 
negación de los derechos humanos, incluidas las garantías de un juicio imparcial, 


Reconociendo que el fortalecimiento de las instituciones nacionales de 
derechos humanos, así como el respeto de los derechos humanos, incluidos los de 
los niños, y las debidas garamías procesales, la lucha contra la delincuencia y la 
violencia sexual y por razón de género, y las medidos para poner fin a la impunidad 
y asegurar la rendición de cuentas son esenciales para garantizar el estado de 
derecho y la seguridad en Haiti, incluido el acceso a la justicia, 
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Tomando nota de que el Gobierno de Haití no ha logrado asignar la cartera de 
derechos humanos a un ministerio especifico y que las autoridades judiciales no han 
hecho progresos significativos en la investigación y el enjuiciamiento, cuando 
corresponda, de delitos «que constituyen violaciones graves de los derechos 
humanos, 


Reafirmando la autoridad de la Representante Especial del Secretario General 
en la coordinación y ejecución de todas las actividades de los organismos, fondos y 
programas de las Naciones Unidas en Haití, y reofirmando también su apoyo al 
papel que desempeña la Representante Especial del Secretario General para asegurar 
una coordinación y colaboración óptimas entre la MINUSTAH y el equipo de las 
Naciones Unidas en el país en lo referente a los aspectos de sus respectivos 
mandatos que guardan relación entre sí, particularmente como parte del plan de 
consolidación de la MINUSTAH basado en las condiciones existentes, 


Teniendo presente su responsabilidad primordial de mantener la paz y la 
seguridad internacionales con arreglo a la Carta de los Naciones Unidas, 


Actuando en virtud del Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, de 
conformidad con lo dispuesto en la sección | del párrafo 7 de la resolución 1542 
(2004), 


1. Decide, en consonancia con el informe del Secretario General, prorrogar 
el mandato de la MINUSTAM, que figura en sus resoluciones 1542 (2004), 1608 
(2005). 1702 (2006), 1743 (2007), 1780 (2007), 1840 (2008), 1892 (2009), 1908 
(2010), 1927 (2010), 1944 (2010), 2012 (2011), 2070 (2012), 2119 (2013), 2180 
(2014) y 2243 (2015), hasta el 15 de abril de 2017; 


2. Decide que la dotación total máxima de la MINUSTAH sea de 2,370 
efectivos del componente militar y un componente de policía de hasta 2.601 
efectivos, según lo recomendado por el Secretario General; 


3. Solicita al Secretario General que lleve a cabo una misión de evaluación 
esiratégica de la situación en Haití antes de que concluya el mandato actual y 
preferiblemente después de la toma de posesión de un nuevo presidente electo y, 
sobre esta base, le presente en su próximo informe al Consejo de Seguridad sus 
recomendaciones sobre la futura presencia y el futuro papel de las Naciones Unidas 
en Haití; 


4. — Afirma su intención, sobre la base del examen que realizará a más tardar 
el 15 de abril de 2017 de la capacidad general de Haití de garantizar la seguridad y 
la estabilidad y de las condiciones de seguridad sobre el terreno, de considerar la 
posible retirada de la MINUSTAH y la transición hacia una futura presencia de las 
Naciones Unidas que comenzaría no antes del 15 de abril de 2017, con el fin de 
seguir ayudando al Gobierno de Haití a consolidar la paz, incluida la prestación de 
apoyo a la Policía Nacional de Haití; 


S. Afirma que los ajustes en la configuración de la fuerza deberán basarse 
en la situación sobre el terreno y ser compatibles con la capacidad de la 
MINUSTAH y la Policia Nacional de Haiti de mantener la seguridad en el contexto 
de los procesos electorales y políticos en curso, y habrán de tener en cuenta los 
resultados de la evaluación estratégica del Secretario General, la importancia de 
mountener un entorno seguro y estable y el impucto de la realidad social y política en 
la estabilidad y seguridad de Haiti, el desarrollo cada vez mayor de lo capacidad del 
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Estado haitiano, en particular la labor en curso para fortalecer la Policía Nacional de 
Haiti, y el mayor ejercicio por parte de las autoridades nacionales de la 
responsabilidad del Estado haitiano en el mantenimiento de la estabilidad y la 
seguridad del país; 


6. Exhorta a la MINUSTAH a que mantenga su capacidad de desplegar 
contingentes rápidamente en todo el país, incluidos activos aéreos adecuados; 


7. Afirma su compromiso de tomar medidas en cualquier momento para 
adaptar el mandato y la dotación de la MINUSTAH, ante un cambio en las 
condiciones en Haití, si ello fuera necesario para preservar los progresos que ha 
hecho Haiti hacia la seguridad y la estabilidad duraderas; 


$. Toma nota de la aplicación del plan de consolidación de la MINUSTAH 
basado en las condiciones existentes, que ha centrado las actividades de la Misión 
en un conjunto básico de tareas encomendadas, conforme u lo acordado con el 
Gobierno de Haití, y observa que, dada la reducción de su capacidad y con miras a 
asegurar progresos constantes a medida que la Misión avanza hacla el pertodo 
posterior a la consolidación, la MINUSTAH ha establecido prioridades entre las 
actividades de su mandmo y seguirá centrando sus recursos en las esferas 
prioritarias, al tiempo que se completa la retirada progresiva en otros ámbitos en 
coordinación con el Gobierno de Haitl y los asociados internacionales; 


9. Decide que la MINUSTAH seguirá preparándose para su transición, 
concretamente mediante la elaboración de un plan de transición y la ejecución 
rigurosa del Plan de Consolidación de la Misión, y toma nota de la labor 
preparatoria que la MINUSTAH y el equipo de las Naciones Unidas en el país 
vienen realizando para poner a punto un plan conjunto de transición encaminado a 
consolidar los logros de estabilización alcanzados con el apoyo de la Misión, de 
conformidad con su mandato; 


10. Reconoce la potestad y la responsabilidad primordial del Gobierno y el 
pueblo de Haiti en todos los aspectos de la estabilización del pais; alienta a la 
MINUSTAH a que intensifique sus esfuerzos para proporcionar especialización 
logística y técnica, con los medios disponibles y de conformidad con su mandato, y 
en coordinación, según proceda, con el equipo de lus Naciones Unidas en el país y 
otras entidades que participan en la labor de estabilización, y prestar asistencia, 
cuando lo solicite el Gobierno de Haití, a fin de continuar las actividades de 
descentralización y el fortalecimiento de la capacidad de sus instituciones en los 
planos nacional y local, con miras a aumentar aún más la capacidad del Gobierno 
para extender la autoridad del Estado a todo Haití y promover la buena gobernanza 
y el estado de derecho en todos los niveles; 


1.  /nsta encarecidamente a las instancias políticas de Haití a que cooperen 
entre sí por el bien del pueblo haitiano, aunando fuerzas para priorizar el regreso del 
país a la plena normalidad constitucional, lo que implica culminar el proceso 
electoral en curso y, sin más demoras, asegurar la celebración, con arreglo al 
calendario electoral establecido y de conformidad con la Constitución de Haiti y las 
obligaciones internacionales de Haitl, de elecciones presidenciales libres, justas, 
inclusivas y transparentes, así como la repetición parcial de las elecciones 
legislativas, junto con la primera ronda de elecciones u un tercio de los escaños del 
Senado cuyos titulares finalizarán su mandato en enero de 2017, de conformidad 
con la Constitución de Haitl, e insta también a las instancias políticas de Haiti a que 
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alienten entre los ciudadanos un mayor nivel de participación en las próximas 
rondas electorales; 


12. Acoge con beneplácito los esfuerzos de la Representante Especial del 
Secretario General para apoyar el proceso político en curso en Haitl; reafirma su 
llamamiento a la MINUSTAH para que siga prestando apoyo a este proceso; y 
exhorta a la MINUSTAH a que suministre y coordine, según proceda, la asistencia 
electoral internacional al Gobierno de Haltí, en cooperación con las instancias 
internacionales, incluidas la OEA, la UNASUR y la CARICOM, según corresponda; 


13. Reafirma que Haiti se encuentra en una importante encrucijada de la 
consolidación de la estabilidad y la democracia, y que es fundamental que sus 
dirigentes políticos y otras instancias practiquen el diálogo y se muestren flexibles 
para consolidar los avances logrados en los últimos años, a fin de que Haiti se 
encamine firmemente hacia la estabilidad duradera y el desarrollo económico y que 
los haitianos puedan asumir responsabilidades aún mayores en ese sentido; 


14. Recuerda sus resoluciones 1325 (2000), 1820 (2008), 1888 (2009), 1889 
(2009), 1960 (2010), 2106 (2013), 2242 (2015) y 2272 (2016), y alienta al Gobierno 
de Haití a que, con el apoyo de las instancias pertinentes, promueva una mayor 
participación política de las mujeres en el país, de conformidad con la Constitución 
de Haiti; 


13. Acoge con beneplácito el establecimiento de la Federación Nacional de 
Alcaldesas con apoyo del Ministerio del Interior y de Gobierno Local, el Ministerio 
de Asuntos y Derechos de la Mujer y la MINUSTAH; 


16. Reafirma que, en el marco de la mejora del estado de derecho en Haiti, es 
indispensable fortalecer la capacidad de la Policía Nacional de Haiti para que el 
Gobierno asuma plena y oportunamente la responsabilidad de las necesidades del 
país en materia de seguridad, lo cual es fundamenta! para la estabilidad general y el 
futuro desarrollo de Haiti; 


17, Reítera que la capacitación de la Policía Nacional de Haití sigue siendo 
una tarea de importancia decisiva para la MINUSTAH; solicita a la MINUSTAH 
que prosiga su labor encaminada a fortalecer la capacidad institucional y 
operacional de la Policía Nacional de Haiti, en particular mediante esfuerzos 
renovados de capacitación y orientación del personal de policía y penitenciario, 
incluido el personal de rango intermedio; y exhorta a la MINUSTAH a que ponga 
las aptitudes del personal de la policía de las Naciones Unidas al servicio de esos 
objetivos y proporcione instructores y asesores técnicos cualificados; 


18. Subraya la necesidad de asegurar el apoyo efectivo del Gobierno de Haiti 
y de sus asociados internacionales y regionales a la Policía Nacional de Haiti, a fin 
de cumplir los objetivos de lograr que como minimo haya 15.000 agentes de policía 
en activo plenamente operativos para la fecha revisada prevista del fin de 2017, así 
como suficiente capacidad logística y administrativa, rendición de cuentas y respeto 
de los derechos humanos y del estado de derecho, un proceso estricto de selección, 
mejores procesos de reclutamiento y capacitación, controles más estrictos en las 
fronteras terrestres y marítimas y una mejor prevención de la delincuencia 
organizada transnacional; 


19. Observe que ha comenzado la labor por parte de la policía nacional, con 
el apoyo de la MINUSTAH, y espera con interés el Plan Estratégico 2017-2021, 
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cuyo objetivo es determinar las metas y los indicadores de desempeño sobre la base 
de un análisis exhaustivo de las capacidades de la policía nacional, y observa 
además que las actividades no culminadas durante el período 2012-2016 también se 
incorporarán en el Plan; 


20. Destaca la necesidad de que haya unu estrecha coordinación entre la 
MINUSTAH, los donantes y el Gobierno de Haití para mejorar la eficacia y la 
sostenibilidad de las actividades de capacitación de la Policía Nacional de Haitt; 
solicita también a la MINUSTAH que facilite esta coordinación y continúe 
proporcionando orientación técnica a proyectos financiados por los donantes, según 
se solicite, para rehabilitar y construir instalaciones policiales y penitenciarias, así 
como a otros proyectos destinados a apoyar la capacidad institucional de la Policia 
Nacional de Haití según proceda; 


21. Alienta a la MINUSTAM a que, en cooperación con las instancias 
internacionales pertinentes, siga ayudando al Gobierno de Haiti a hacer frente de 
manera efectiva a la violencia de las bandas, la delincuencia organizada, el tráfico 
ilícito de armas, el tráfico de drogas y la trata de personas, especialmente de niños. 
así como 2 asegurar la adecuada gestión de las fronteras; 


22. Altenta a las autoridades de Haití a que continúen ejecutando el plan de 
reforma del sector de la justicia y adopten las medidas necesarias, incluso mediante 
la prestación de apoyo continuo al Consejo Superior del Poder Judicial, para 
asegurar la independencia y eficacia de las instituciones judiciales, y a que sigan 
haciendo frente a los problemas de la prisión provisional prolongada y las malas 
condiciones y el hacinamiento en las cárceles, especialmente en lo que respecta a las 
mujeres y los niños detenidos; 


23. Exhorta a los donantes y otros asociados, incluidas las Naciones Unidas 
y las instituciones financieras internacionales, a que sigan apoyando el desarrollo de 
Haiti a largo plazo, de conformidad con las prioridades establecidas por el Gobierno 
de Haiti, y exhorta a las autoridades de Haiti y los asociados internacionales a que 
adopten medidas transparentes para fortalecer la coordinación; 


24. Exhorta al Gobierno de Haitl y a los asociados para el desarrollo a que 
redoblen los esfuerzos para utilizar los mecanismos existentes de seguimiento de la 
asistencia con miras a aumentar la transparencia, la coordinación y la armonización 
con las prioridades de desarrollo de Haiti; 


25. Acoge con beneplácito la prolongación del marco estratégico integrado 
entre el equipo de las Naciones Unidas en el país y la Misión, que sirve para 
reforzar la cooperación entre los distintos elementos de la presencia de las Naciones 
Unidas en Haiti; 


26. Solicita al equipo de las Naciones Unidas en el país, y pide u todas las 
instancias, que complementen las operaciones de seguridad y desarrollo iniciadas 
por el Gobierno de Haití con el apoyo de la MINUSTAH con actividades de efecto a 
más largo plazo dirigidas a mejoras de manera efectiva las condiciones de vida de 
los grupos de población que requieren atención, en particular las mujeres y los 
niños; 

27. Solicita a la MINUSTAM que, en coordinación con el equipo de las 


Naciones Unidas en el país, siga ejecutando proyectos de efecto rápido que 
contribuyan a crear un entorno seguro y estable y aumenten la titularidad nacional y 
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la confianza de la población de Haití en la MINUSTAH, particularmente en los 
ámbitos prioriterios establecidos por los dirigentes de la Misión y en consonancia 
con las prioridades del Gobierno de Haitl, según corresponda; 


28. Condena enérgicamente los abusos y violaciones graves contra niños 
afectados especialmente por la violencia de las bandas de delincuentes, así como los 
numerosos casos de violación y otros abusos sexuales cometidos contra mujeres y 
niñas, exhorta al Gobierno de Haití a que, con el apoyo de la MINUSTAH y el 
equipo de las Naciones Unidas en el país, siga promoviendo y protegiendo los 
derechos de lus mujeres y los niños, como se establece en las resoluciones del 
Consejo de Seguridad 1325 (2000), 1612 (2005), 1820 (2008), 1882 (2009), 1888 
(2009), 1889 (2009), 2106 (2013), 2122 (2013) y 2242 (2015), y alienta a todos los 
agentes del Gobierno de Haití, la comunidad internacional y la sociedad civil a que 
renueven sus esfuerzos para acubar con la violencia sexual y por razón de género en 
Haití; y para mejorar la respuesta a las denuncias de violación y el acceso a la 
Justicia de las víctimas de violaciones y otros delitos sexuales; y allenta a las 
autoridades nacionales a que promuevan legislación nacional a este respecto; 


29. Solicita a la MINUSTAH que siga aplicando su enfoque de reducción de 
la violencia en las comunidades, en estrecha colaboración con el Gobierno de Hait!, 
con especial atención a los jóvenes en situación de riesgo, las mujeres, los 
desplazados y las personas que viven en barrios afectados por la violencia, y que 
asegure que esta actividad se coordina con el equipo de las Naciones Unidas en el 
país y apoya la labor que este realiza para fortalecer la capacidad local en este 
ámbito teniendo en cuenta las prioridades haitianas; 


30, Alienta a la MINUSTAH a que siga ayudando al Gobierno de Haití a 
proporcionar una protección adecuada a la población civil, prestando particular 
atención a las necesidades de los desplazados internos y otros grupos vulnerables, 
especialmente las mujeres y los niños, concretamente mediante servicios conjuntos 
de policía de proximidad en los campamentos, de conformidad con la resolución 
1894 (2009); 


31. Recuerda la resolución 2272 (2016) y solicita al Secretario General que 
siga adoptando las medidas necesarias para asegurar que todo el personal de la 
MINUSTAH cumpla plenamente la política de las Naciones Unidas de tolerancia 
cero frente a la explotación y los abusos sexuales, y que continúe manteniendo 
informado al Consejo, e insta a los países que aportan contingentes y fuerzas de 
policía a que intensifiquen sus esfuerzos para prevenir los casos de conducta 
indebida y aseguren que se investiguen y castiguen debidamente los actos de ese 
tipo que impliquen a su personal; 


32, Reafirma que el mandato de la MINUSTAH en materia de derechos 
humanos es un componente esencial de la Misión y reconoce que el respeto de los 
derechos humanos es un elemento esencial para la estabilidad de Haití, en particular 
la atención a la responsabilidad de las personas por infracciones graves cometidas 
durante gobiernos anteriores, insta al Gobierno a que, con el apoyo de la comunidad 
internacional, según proceda, garantice el respeto y la protección de los derechos 
humanos por parte de la Policia Nacional de Haiti y el poder judicial, y exhorta a la 
MINUSTAH a que proporcione supervisión y apoyo a este respecto; 


33. Alienta a la MINUSTAH a que, dentro de los límites de su mandato, 
continúe utilizando los medios y la capacidad de que dispone, incluidos sus 
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ingenieros, con miras a mejorar la estabilidad en Haiti, fomentando al mismo 
tiempo una mayor titularidad de Haití en el contexto de su plan de consolidación 
basado en las condiciones existentes; 


34, Solicita a la MINUSTAH que siga apoyando a las autoridades haitianos 
en sus esfuerzos por controlar la circulación de armas pequeñas, crear un registro de 
armas, revisar las leyes vigentes sobre importación y tenencia de armas, reformar el 
sistema de licencias de armas, y elaborar y aplicar una doctrina nacional sobre la 
policía de proximidad; 


33, Recalca la importancia de que los documentos de planificación de los 
componentes militar y policial de la MINUSTAH, como el concepto de operaciones 
y las normas de enfrentamiento e intervención, se actualicen periódicamente, según 
proceda, y se ajusten a lo dispuesto en todas sus resoluciones pertinentes, y solicita 
al Secretario General que lo informe exhaustiva y oportunamente al respecto, asi 
como a los países que aportan contingentes y fuerzas de policia; 


36. Solicita al Secretario General que lo mantenga al corriente y que lo 
informe sobre el cumplimiento del mandato de la MINUSTAH a más tardar 30 días 
antes de su vencimiento; 


37. Solicita al Secretario General que continúe incluyendo en sus informes 
una evaluación exhaustiva de la situación en Haití, con especial atención a las 
condiciones de seguridad sobre el terreno y haciendo especial hincapié en la 
capacidad de la Policia Nacional de Haiti, y que siga presentando un informe sobre 
la marcha del plan de consolidación como anexo de su próximo informe; 


38. Decide seguir ocupándose de la cuestión. 
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Disposiciones citadas 


Ley N* 17.785, 
de 22 de junio de 2004 


Artículo único.- Autorízase la salida del país de un Contingente Militar, 
conformado por un Batallón de Infantería de 44 (cuarenta y cuatro) Oficiales, 
494 (cuatrocientos noventa y cuatro) efectivos de Personal Subalterno y 4 
(cuatro) civiles, el cual se integrará con: 1 (un) Comando de Batalión y Estado 
Mayor de 15 (quince) Oficiales y 20 (veinte) efectivos de Personal Subalterno. 1 
(una) Célula Logística de 2 (dos) Oficiales y 2 (dos) efectivos de Personal 
Subalterno. 1 (una) Compañía Fusileros Mecanizada de 5 (cinco) Oficiales y 
146 (ciento cuarenta y seis) efectivos de Personal Subalterno. 2 (dos) 
Compañías Motorizadas de 5 (cinco) Oficiales y 112 (ciento doce) efectivos de 
Personal Subalterno por cada una. 1 (una) Compañía Logística de 8 (ocho) 
Oficiales y 94 (noventa y cuatro) efectivos de Personal Subalterno. Medios de 
Apoyo Sanitario de 4 (cuatro) Oficiales y 8 (ocho) efectivos de Personal 
Subalterno. Medios de Potabilización de agua de 4 (cuatro) integrantes de 
Obras Sanitarias del Estado. La salida de dicho Batallón se realiza a efectos 
de, participar en las Operaciones de Mantenimiento de la Paz de la 
Organización de las Naciones Unidas, en la República de Haití, a partir del 1% 
de junio de 2004, previéndose relevos totales o parciales en el lapso 
comprendido entre los 6 (seis) y 9 (nueve) meses. 
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Ley N* 17.860, 
de 28 de diciembre de 2004 


Artículo único.- Increméntase el número de efectivos integrantes del 
Contingente Militar autorizado a salir del territorio nacional por Ley N* 17.785, 
de 22 de junio de 2004, a efectos de participar en las Operaciones de 
Mantenimiento de la Paz de la Organización de Naciones Unidas en la 
República de Haití, conforme al siguiente detalle: 


Una Sub-Unidad de Infantería integrada por 5 (cinco) efectivos integrantes 
de Personal Superior y 151 (ciento cincuenta y uno) efectivos integrantes de 
Personal Subalterno. 


Medios de Apoyo Logístico y Sanitarios, integrados por 4 (cuatro) 
efectivos integrantes de Personal Superior y 40 (cuarenta) efectivos integrantes 
de Personal Subalterno. 
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Ley N* 17.926, 
de 15 de diciembre de 2005 


Artículo Único.- Se autorízase la salida del país con el fin de incrementar el 
Contingente Militar en Haití, conformado por una Compañía de Infantería, con 
capacidad operacional. 


La mencionada unidad estará integrada por: 


1 (una) Sub Unidad de Infantería, integrada por 13 (trece) Personal 
Superior y 178 (ciento setenta y ocho) Personal Subalterno. 


Medios de Apoyo Logístico y Sanitario, integrados por 6 (seis) Personal 
Superior y 46 (cuarenta y seis) Personal Subalterno. 


La salida de dicho Batallón se realiza a efectos de incrementar el número 
de efectivos que participan en las Operaciones de Mantenimiento de la Paz de 
la Organización de las Naciones Unidas, en la República de Haití, a partir del 1? 
de diciembre de 2005. 
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Ley N* 17.992, 
de 20 de julio de 2006 


Artículo 1?.- Autorízase la salida del país con el fin de incrementar el 
Contingente Militar en la República de Haití de 160 (ciento sesenta) efectivos 
del Ejército Nacional según el siguiente detalle: 


Un Comando de Batallón, integrado por 7 (siete) Personal Superior y 7 
(siete) Personal Subalterno. 


Una Sub Unidad de Infantería, integrada por 5 (cinco) Personal Superior y 91 
(noventa y uno) Personal Subalterno. 


Medios de Apoyo Logístico y Sanitarios, integrados por 6 (seis) Personal 
Superior y 44 (cuarenta y cuatro) Personal Subalterno. 


La salida del país, se realiza a efectos de incrementar el número de efectivos 
que participan en las Operaciones de Mantenimiento de la Paz de la 
Organización de las Naciones Unidas, en la República de Haití, desplegándose 
dichos medios entre los meses de junio - julio de 2006. 


Artículo 2?- El regreso a la República Oriental del Uruguay del contingente 
referido en el artículo 1*, se realizará dentro del término de un año a partir de la 
salida de! país. 
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Ley N” 18.163, 
de 29 de julio de 2007 


Artículo único.- Prorrógase por el término de ciento cincuenta días la 
permanencia fuera del País del Contingente Militar desplegado en la República 
de Haití, autorizado por la Ley N* 17,992, de 20 de julio de 2006, 
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Ley N* 18.225, 
de 22 de diciembre de 2007 


Artículo único. - Prorrógase hasta el 31 de diciembre de 2008, la permanencia 
fuera del país del Contingente Militar desplegado en la República de Haiti, 


autorizado por las Leyes Nos. 17.992, de 20 de julio de 2006 y 18.163, de 29 
de julio de 2007. 
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Ley N* 18.443, 
de 24 de diciembre de 2008 


Artículo único - Prorrógase hasta el 31 de diciembre de 2009 la permanencia 
fuera del país del Contingente Militar desplegado en la República de Haiti, 
autorizado por las Leyes Nos. 17.992, de 20 de julio de 2006, 18,163, de 29 de 
julio de 2007, y 18.225, de 22 de diciembre de 2007. 
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Ley N* 18.655, 
de 9 de abril de 2010 


Artículo único - Prorrógase hasta el 31 de diciembre de 2010 la permanencia 
fuera del país del Contingente Militar desplegado en la República de Haiti, 
autorizado por las Leyes Nos. 17.992, de 20 de julio de 2006, 18.163, de 29 de 
julio de 2007, 18.225, de 22 de diciembre de 2007, y 18,443, de 24 de 
diciembre de 2008. 
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Ley N* 18.727, 
de 5 de enero de 2011 


Artículo único - Prorrógase hasta el 31 de diciembre de 2011, la permanencia 
fuera del país del Contingente Militar desplegado en la República de Haiti, 
autorizado por las Leyes Nos. 17.785, de 22 de junio de 2004, 17,860, de 28 de 
diciembre de 2004, 17.926, de 15 de diciembre de 2005, 17.992, de 20 de julio 
de 2006, 18.163, de 29 de julio de 2007, 18.225, de 22 de diciembre de 2007, 
18.443, de 24 de diciembre de 2008, y 18.655, de 9 de abril de 2010. 
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Ley N* 18.864, 
de 23 de diciembre de 2011 


Artículo único - Prorrógase hasta el 31 de diciembre de 2012 la permanencia 
fuera del país del Contingente Militar desplegado en la República de Haiti, 
autorizado por las Leyes Nos. 17.785, de 22 de junio de 2004; 17,860, de 28 de 
diciembre de 2004; 17.926, de 15 de diciembre de 2005; 17.992, de 20 de julio 
de 2006; 18.163, de 29 de julio de 2007; 18.225, de 22 de diciembre de 2007; 
18.443, de 24 de diciembre de 2008; 18.655, de 9 de abril de 2010 y 18.727, de 
5 de enero de 2011. 
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Ley N* 19.053, 
de 27 de diciembre de 2012 


Artículo único.- Prorrógase hasta el 31 de diciembre de 2013, la permanencia 
fuera del país del Contingente Militar desplegado en la República de Haiti, 
autorizado por las Leyes N* 17.785, de 22 de junio de 2004; N* 17,850, de 28 
de diciembre de 2004; N* 17.926, de 15 de diciembre de 2005; N* 17.992, de 
20 de julio de 2006; N* 18.163, de 29 de julio de 2007; N* 18.225, de 22 de 
diciembre de 2007; N” 18,443, de 24 de diciembre de 2008; N* 18.655, de 9 de 
abril de 2010; N” 18.727, de 5 de enero de 2011, y N” 18.864, de 23 de 
diciembre de 2011. 
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Ley N* 19.186, 
de 30 de diciembre de 2013 


Artículo 1?.- Prorrógase hasta el 30 de abril de 2014, la permanencia fuera del 
país del Contingente Militar desplegado en la República de Haití, autorizado por 
las Leyes Nos. 17.785, de 22 de junio de 2004; 17.860, de 28 de diciembre de 
2004; 17.926, de 15 de diciembre de 2005; 17.992, de 20 de julio de 2006; 
18.163, de 29 de julio de 2007; 18.225, de 22 de diciembre de 2007; 18.443, de 
24 de diciembre de 2008; 18.655, de 9 de abril de 2010; 18.727, de 5 de enero 
de 2011; 18.864, de 23 de diciembre de 2011; y 19.053, de 4 de enero de 
2013. 

Artículo 2*.- Consolidada al 30 de abril de 2014 la reducción del 33% (treinta y 
tres por ciento) de los efectivos, prorrógase hasta el 31 de diciembre de 2014 la 
permanencia fuera del país de los restantes integrantes del Contingente Militar 
desplegado en la República de Haití de acuerdo a las normas referidas en el 
artículo anterior. 

Artículo _3*.- Sin perjuicio de lo establecido en los artículos precedentes, el 
Poder Ejecutivo podrá en cualquier momento, dentro de los plazos de las 
prórrogas previstas, por decisión fundada, reducir en mayor número los 
efectivos desplegados e incluso proceder al retiro total de los mismos, 
comunicándolo a la Asamblea General. 
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Ley N* 19.309, 
de 7 de enero de 2015 


Artículo 1*.- Prorrógase hasta el 28 de febrero de 2015 la permanencia fuera 
del país del 100% (cien por ciento) del Contingente Militar desplegado en la 
República de Haití, autorizado por las Leyes Nos 17.785, de 22 de junio de 
2004, 17.860, de 28 de diciembre de 2004, 17.926, de 15 de diciembre de 
2005, 17.992, de 20 de julio de 2006, 18.163, de 29 de julio de 2007, 18.225, 
de 22 de diciembre de 2007, 18.443, de 24 de diciembre de 2008, 18.655, de Y 
de abril de 2010, 18,727, de 5 de enero de 2011, 18.864, de 23 de diciembre 
de 2011, 19.053, de 4 de enero de 2013 y 19.186, de 30 de diciembre de 2013. 


Artículo 2*.- A partir del 28 de febrero de 2015 se reducirá la cantidad de 
efectivos militares desplegados, prorrogándose hasta el 31 de diciembre de 
2015 la permanencia fuera del país de doscientos cincuenta integrantes del 
Contingente Militar desplegado en la República de Haití de acuerdo a las 
normas referidas en el artículo anterior. 


Artículo 3*.- Sin perjuicio de lo establecido en los artículos precedentes, el 
Poder ejecutivo podrá en cualquier momento, dentro de los plazos de las 
prórrogas previstas y por decisión fundada, reducir en mayor número los 
efectivos desplegados e incluso proceder al retiro total de los mismos, 
comunicándolo a la Asamblea General. 
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Ley N* 19.363, 
de 31 de diciembre 2015 


Artículo 1*.- Prorrógase hasta el 31 de diciembre de 2016 la permanencia 
fuera del país del Contingente Militar desplegado en la República de Haiti, 
autorizado por las Leyes Nos. 17.785, de 22 de junio de 2004, 17,860, de 28 de 
diciembre de 2004, 17,926, de 15 de diciembre de 2005, 17.992, de 20 de julio 
de 2006, 18.163, de 29 de julio de 2007, 18.225, de 22 de diciembre de 2007, 
18.443, de 24 de diciembre de 2008, 18.665, de 9 de abril de 2010, 18.727, de 
5 de enero de 2011, 18.864, de 23 de diciembre de 2011, 19.053, de 4 de 
enero de 2013, 19.186, de 30 de diciembre de 2013, y 19.309, de 7 de enero 
de 2015. 


Artículo 2*.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo precedente, si las 
Naciones Unidas resuelven la finalización de la Misión de Estabilización de las 
Naciones Unidas en la República de Haití (MINUSTAH) antes de la citada 
fecha, el Poder Ejecutivo procederá a retirar el personal desplegado, en las 
condiciones que se acuerden con la referida organización. 


No obstante lo señalado, el Poder Ejecutivo podrá en cualquier 
momento, dentro del plazo de la prórroga prevista y por decisión fundada, 
reducir en mayor número los efectivos desplegados e incluso proceder al retiro 
total de los mismos, comunicándolo a la Asamblea General. 
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Naciones Unidas 
Consejo de Seguridad 


12 de octubre de 2012 


Resolución 2070 (2012) 


Aprobada por el Consejo de Seguridad en su 6845" sesión, 
celebrada el 12 de octubre de 2012 


El Consejo de Seguridad, 


Reafirmando sus resoluciones anteriores sobre Haití, en particular sus 
resoluciones 2012 (2011), 1944 (2010), 1927 (2010), 1908 (2010), 1892 (2009), 
1840 (2008), 1780 (2007), 1743 (2007), 1702 (2006), 1658 (2006), 1608 (2005), 
1576 (2004) y 1542 (2004), 


Reiterando su firme compromiso con la soberanía, la independencia, la 
integridad territorial y la unidad de Haití, 


Reconociendo que Haití ha seguido haciendo considerables avances desde el 
trágico terremoto que se produjo el 12 de enero de 2010 y el año pasado logró varios 
hitos en el ámbito político que ponen de manifiesto los progresos realizados en el 
proceso de estabilización, en particular la ratificación por el Parlamento de un nuevo 
Primer Ministro, la instauración del Consejo Superior del Poder Judicial y la 
publicación de enmiendas constitucionales, 


Observando la importancia clave de la celebración de las elecciones 
legislativas parciales, municipales y locales, y observando, a ese respecto, la 
importancia de la instauración en el país del Consejo Electoral Permanente, como se 
establece en las enmiendas constitucionales, 


Reconociendo que la situación general de la seguridad, aunque frágil, ha 
mejorado desde que se aprobaron las resoluciones del Consejo de Seguridad 1908, 
1927 y 1944 y se ha mantenido relativamente estable desde la aprobación de la 
resolución 2012 (2011), lo cual ha permitido que la MINUSTAH siga reduciendo la 
dotación de efectivos posterior al terremoto y adaptando su configuración sin 
socavar la seguridad y estabilidad de Haití, y reconociendo la importancia de que las 
decisiones que se adopten con respecto al futuro de la MINUSTAH se basen en las 
condiciones reinantes y en la situación de la seguridad, 


Observando con preocupación el aumento de los homicidios, especialmente en 
las principales zonas urbanas, y la persistencia de la amenaza de las bandas de 
delincuentes, 
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Reconociendo el papel crucial de la MINUSTAH para que haya estabilidad y 
seguridad en Haiti, encomiando a la MINUSTAH por la asistencia que sigue 
prestando al Gobierno de Haití para crear un entorno seguro y estable, expresando 
gratitud al personal de la MINUSTAH y a sus países, y rindiendo homenaje a 
quienes han resultado heridos o muertos en acto de servicio, 


Acogiendo con beneplácito que el Gobierno de Haití siga comprometido a 
fortalecer el estado de derecho y continuar avanzando en la reforma del sector de la 
seguridad, 


Acogiendo con beneplácito la elaboración del plan quinquenal de desarrollo de 
la Policía Nacional de Haití para 2012-2016, presentado por la MINUSTAH y la 
Policía Nacional de Haití, recalcando la necesidad de que el Gobierno de Haití, con 
la asistencia de la comunidad internacional, si así lo solicita, tome medidas a fin de 
que la Policía Nacional de Haití satisfaga los criterios de referencia para el 
fortalecimiento y la reforma de este cuerpo que figuran en el plan, y alentando al 
Gobierno a que, con el apoyo de la MINUSTAH, informe periódicamente al pueblo 
de Haití y a los principales interesados de los progresos en el cumplimiento de tales 
criterios de referencia, 


Subrayando, con la instauración del Consejo Superior del Poder Judicial, la 
necesidad de seguir fortaleciendo los sistemas judicial y penitenciario de Haitl, a fin 
de lograr un sector de la seguridad más integrado y cohesionado para cl país, con el 
apoyo del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, acogiendo con 
beneplácito la evaluación del desarrollo de la capacidad del Ministerio de Justicia y 
Seguridad Pública, que dio lugar a un plan de acción para su reforma institucional, y 
reconociendo que las preocupaciones conexas en materia de derechos humanos que 
todavía existen respecto del sistema penitenciario, tales como la excesiva duración 
de la prisión provisional, el hacinamiento en las cárceles, las condiciones sanitarias 
y el acceso a servicios de salud, incluida la higiene, plantean desafíos importantes 
para una reforma administrativa sostenible, 


Reconociendo que, si bien se han realizado importantes progresos, Haití sigue 
enfrentando importantes problemas humanitarios que hay que continuar resolviendo, 
como la existencia de más de 390.000 desplazados internos que aún dependen de la 
asistencia pura su supervivencia básica, la epidemia de cólera y las condiciones de 
vida en los campamentos, 


Encomiando la amplia gama de actividades de recuperación desarrolladas por 
el sistema de las Naciones Unidas en Haití tras el terremoto de enero de 2010, 
especialmente los programas de construcción de viviendas y remoción de escombros 
con apoyo de las Naciones Unidas y la eficaz utilización de las unidades de 
ingeniería militar de la MINUSTAH, 


Reconociendo ln extremada vulnerabilidad a los desastres naturales, 
destacando el papel primordial del Gobierno de Haití en el proceso de recuperación 
y reconstrucción después del terremoto, incluidas las actividades de reducción de 
riesgos y de preparación, y subrayando la necesidad de que haya una mayor 
coordinación y esfuerzos complementarios entre todas las entidades de las Naciones 
Unidas y otros interesados pertinentes para ayudar al Gobierno en esc sentido, así 
como en el apoyo general a la recuperación después del terremoto y al desarrollo 
económico y social de Haiti, 
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Pontendo de relieve que para lograr una estabilidad duradera y sostenible es 
fundamental avanzar en la recuperación y reconstrucción de Haití, así como en su 
desarrollo social y económico, en particular mediante una asistencia internacional 
para el desarrollo eficaz y un aumento de la capacidad institucional de Haitl para 
beneficiarse de csa asistencia, y reiterando la necesidad de que la seguridad vaya 
acompañada del desarrollo económico y social, 


Acogiendo con beneplácito el establecimiento del Mecanismo de Coordinación 
de la Ayuda, que toma el relevo de la Comisión Provisional para la Recuperación de 
Haití, y el apoyo constante del Fondo para la Reconstrucción de Haití, 


Acogiendo con beneplácito también que la MINUSTAH y el equipo de las 
Naciones Unidas en Haití, en estrecha consulta con el Gobierno del país, hayan 
ultimado el nuevo marco estratégico integrado para el período 2013-2016, en que se 
establecen las prioridades de las Naciones Unidas en forma acorde con el plan 
nacional de desarrollo estratégico del Gobierno de Haití y el futuro plan de 
consolidación de la MINUSTAH basado en las condiciones reinantes, 


Observando los esfuerzos que está realizando el Gobierno de Haití por 
controlar y erradicar la epidemia de cólera, instando a las entidades de las Naciones 
Unidas a que, en coordinación con otros agentes pertinentes, sigan apoyando al 
Gobierno de Haití para solventar las deficiencias estructurales, en particular en los 
sistemas de suministro de agua y saneamiento, recalcando la importancia de reforzar 
las instituciones nacionales haitianas de salud y reconociendo los esfuerzos de las 
Naciones Unidas por luchar contra el cólera, 


Instando a los donantes a que cumplan las promesas que formularon en la 
conferencia celcbrada en Nueva York en 2010 a fin de ayudar, entre otras cosas, a 
promover el acceso de los más vulnerables a los servicios y al empleo, y subrayando 
la responsabilidad nacional de proporcionar orientación clara sobre las prioridades, 


Pontendo de relieve el papel de las organizaciones regionales en el proceso de 
estabilización y reconstrucción de Haltí en marcha y exhortando a la MINUSTAH a 
que siga colaborando estrechamente con las instituciones financieras 
internacionales, las organizaciones regionales y subregionales y otros interesados, 
en particular la Organización de los Estados Americanos (OBA), la Unión de 
Naciones Suramericanas (UNASUR) y la Comunidad del Caribe (CARICOM), 


Reconociendo que los desafios que enfrenta Haití están interconectados, 
reafirmando que los progresos sostenibles en materia de seguridad, estado de 
derecho y reforma institucional, reconciliación nacional y desarrollo, incluida la 
lucha contra el desempleo y la pobreza, se refuerzan entre sí, y acogiendo con 
beneplácito los esfuerzos que siguen desplegando cl Gobierno de Haití y la 
comunidad internacional para encarar esos desafíos, 


Subrayando la necesidad de ejecutar proyectos de gran densidad de mano de 
obra, eficacia y visibilidad que ayuden a crear empleo y prestar servicios sociales 
básicos, 

Acogiendo con beneplácito los esfuerzos hechos por la Policía Nacional de 
Haití para aumentar las patrullas e intensificar su presencia y su interacción directa 


con la población, la cual puede haber contribuido a un aumento de las denuncias de 
delitos, 
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Reconociendo que la violencia sexual y por razón de género sigue siendo 
motivo de grave preocupación, especialmente en los distritos marginados de Puerto 
Príncipe, los campamentos de desplazados internos y las zonas remotas dol país, 


Reconociendo los esfuerzos constantes de la MINUSTAH, en estrecha 
coordinación con los comités de los campamentos, en el ámbito de la policía de 
proximidad en los campamentos de desplazados internos, y acogiendo con 
beneplácito su interacción con la población a fin de aumentar las denuncias de 
delitos, 


Reconociendo que el fortalecimiento de las instituciones nacionales de 
derechos humanos, así como el respeto de los derechos humanos y las debidas 
garantías procesales, la lucha contra la delincuencia y la violencia sexual y por 
razón de género, y las medidas para poner fin a la impunidad, son esenciales para 
garantizar el estado de derecho y la seguridad en Haiti, 


Keafirmando la autoridad del Representante Especial del Secretario General en 
la coordinación y ejecución de todas las actividades de los organismos, fondos y 


programas de las Naciones Unidas en Haiti, y reafirmando también su apoyo al 


papel que desempeña el Representante Especial del Secretario General para asegurar 
que haya una coordinación y una colaboración óptimas entre la MINUSTAH y el 
equipo de las Naciones Unidas en el país en lo referente a los aspectos de sus 
respectivos mandatos que guardan relación entre sí, particularmente como parte del 
plan de consolidación de la MINUSTAH basado en las condiciones reinantes, que 
actualmente se está elaborando, 


Recalcando la importancia de proporcionar fondos suficientes a la Policía 
Nacional de Haití para mejorar su capacidad logística y administrativa, alentando al 
Gobierno de Haití a que aproveche el apoyo que presta la comunidad internacional 
para garantizar que el pueblo haitiano cuente con la debida seguridad, y exhortando 
a todos los asociados internacionales a que intensifiquen su coordinación a este 
respecto, 


Acoglendo con beneplácito la continuidad institucional que supone el 
nombramiento de un nuevo Director General de la Policía Nacional de Haití y su 
confirmación, 


Acogiendo con beneplácito los esfuerzos del ex-Presidente de los Estados 
Unidos de América, William J, Clinton, en su calidad de Enviado Especial de las 
Naciones Unidas para Haití, por mejorar la respuesta de las Naciones Unidas al 
terremoto, tanto en las operaciones humanitarias y de desarrollo como en el 
seguimiento de las promesas de ayuda y el desembolso de fondos, manteniendo el 
enlace con las entidades de las Naciones Unidas y las instituciones financieras 
internacionales, para asegurar la coherencia de las operaciones de las Naciones 
Unidas en Haití, y observando la importancia de que se presenten informes 
periódicos sobre esas actividades, 


Destacando la importancia de que exista una estrecha coordinación entre la 
Oficina del Enviado Especial de las Naciones Unidas para Haití, las demás 
entidades de las Naciones Unidas y los Estados Miembros, y destacando también la 
necesidad de que haya coordinación entre todos los agentes internacionales sobre el 
terreno, 
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Acogiendo con beneplácito el informe del Secretario General publicado con la 
signatura S/2012/678, de 31 de agosto de 2012, 


Teniendo preseníe que, con arreglo a la Carta de las Naciones Unidas, le 
incumbe la responsabilidad primordial de mantener la paz y la seguridad 
internacionales, 


Actuando en virtud del Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, de 
conformidad con lo dispuesto en la sección 1 del párrafo 7 de la parte dispositiva de 
la resolución 1542 (2004), 


l. Decide prorrogar el mandato de la MINUSTAH, que figura en sus 
resoluciones 1542 (2004), 1608 (2005), 1702 (2006), 1743 (2007), 1780 (2007), 
1840 (2008), 1892 (2009), 1908 (2010), 1927 (2010), 1944 (2010) y 2012 (2011), 
hasta el 15 de octubre de 2013, con la intención de renovarlo posteriormente; 


2. Decide que la dotación general de la MINUSTAH sea de hasta 6.270 
efectivos de todas las graduaciones mediante la retirada equilibrada de efectivos de 
infantería e ingeniería, y un componente de policía de hasta 2.601 efectivos, en 
consonancia con lo indicado en el párrafo 50 del informe del Secretario General; 


3. Afirma que los futuros ajustes en la configuración de la dotación de la 
MINUSTAH deberán estar basados en la situación de la seguridad sobre el terreno, 
teniendo en cuenta el impacto de la realidad política y social en la estabilidad y 
seguridad de Haití, el desarrollo cada vez mayor de la capacidad estatal de Haití, en 
particular el fortalecimiento de la Policía Nacional de Haití que se está llevando a 
cabo, y el mayor ejercicio por parte de las autoridades nacionales de la 
responsabilidad estatal de Haití en el mantenimiento de la estabilidad y la seguridad 
del país; 


4. Toma nota del plan de consolidación de la MINUSTAH basado en las 
condiciones reinantes, que se está elaborando bajo el liderazgo del Representante 
Especial del Secretario General en colaboración con el equipo de las Naciones 
Unidas en el país y en consulta con el Gobierno de Haití y los asociados 
internacionales, y reconoce, de conformidad con los párrafos 47 y 48 del informe 
del Secretario General, la importancia de su objetivo de centrar las actividades de la 
Misión en un conjunto básico de tareas encomendadas que se puedan ejecutar en un 
plazo razonable y concertar con el Gobierno de Haití un pacto de transición que 
establezca un número limitado de parámetros que puedan servir de indicadores clave 
de los progresos realizados en el proceso de estabilización, recordando al mismo 
tiempo el carácter integrado de los factores que dificultan el logro de la estabilidad 
en Haití, como se refleja en el mandato de la Misión; 


5. Reconoce la implicación y la responsabilidad primordial del Gobierno y 
del pueblo de Haití en todo lo que respecta a la estabilización del país, acoge con 
beneplácito las medidas adoptadas por la MINUSTAH para suministrar al Gobierno 
de Haití, dentro de los medios disponibles, los conocimientos logísticos y técnicos 
que solicite, a fin de que pueda continuar las operaciones encaminadas a fortalecer 
la capacidad de las instituciones del estado de derecho en los planos nacional y local 
y acelerar la aplicación de la estrategia del Gobierno de reasentamiento de los 
desplazados, en el entendimiento de que tales medidas son temporales y se 
eliminarán a medida que aumente la capacidad de Haití, y exhorta a la Misión a que 
realice con prontitud las actividades conexas como recomendó el Secretario 
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General, en coordinación con el equipo de las Naciones Unidas en el país y otras 
entidades que participen en la labor de estabilización, según proceda; 


6.  Allenta a la MINUSTAH a que siga ayudando al Gobierno de Haití a 
proporcionar una protección adecuada a la población civil, prestando particular 
atención a las necesidades de los desplazados internos y demás grupos vulnerables, 
especialmente las mujeres y los niños, por medios como los servicios conjuntos de 
policía de proximidad en los campamentos, de conformidad con la resolución 1894 
(2009) del Consejo de Seguridad; 


7. Acoge con beneplácito los esfuerzos del Gobierno de Haití por crear 
capacidad institucional en materia de seguridad y estado de derecho a todos los 
niveles, incluso mediante actividades de descentralización, y exhorta a la 
MINUSTAH y demás agentes pertinentes a que, en consonancia con su mandato, 
continúen proporcionando apoyo a las prioridades del Gobierno en materia de 
descentralización a nivel central y departamental y fortaleciendo las instituciones 
estatales autosuficientes del sector de la seguridad, en particular fuera de Puerto 
Príncipe, con miras a aumentar aún más la copacidad del Gobierno de Haití para 
extender la autoridad del Estado a todo Haití, lograr una mayor presencia del Estado 
en todo el país y promover la buena gobernanza en el plano local; 


3. Reconoce que es crucial contar con un entorno político e institucional 
estable en aras de la estabilidad y el avance de las actividades de recuperación y 
reconstrucción, reafirma su llamamiento a la MINUSTAH para que preste apoyo al 
proceso político que se desarrolla en Haití, incluso mediante los oficios del 
Representante Especial del Secretario General, exhorta a todos los agentes políticos 
pertinentes de Haltí a que cooperen para instaurar el Consejo Electoral Permanente 
en el país, como se establece en las enmiendas constitucionales, y celebrar las 
elecciones legislativas parciales, municipales y locales, que ya deberían haberse 
celebrado, y alienta a la MINUSTAH a que continúe prestando apoyo a tal efecto y a 
que coordine la asistencia electoral internacional a Haití en cooperación con otras 
entidades internacionales interesadas, entro ellas la OEA, la UNASUR y la 
CARICOM, según proceda; 


9.  Reafirma que, en el marco de la mejora del estado de derecho en Haiti, es 
indispensable fortalecer la capacidad de la Policía Nacional para que el Gobierno 
asuma plena y oportunamente la responsabilidad de las necesidades del país en 
materia de seguridad, lo cual es fundamental para la estabilidad general y el futuro 
desarrollo de Haití; 


10. Reconoce que el desarrollo de la capacidad de la Policía Nacional de 
Haití es una tarea de importancia decisiva para la MINUSTAH, exhorta a los 
asociados internacionales y regionales de Haití a que intensifiquen la asistencia que 
prestan al Gobierno de Haití a tales efectos, de conformidad con las prioridades de 
este, incluso poniendo a su disposición instructores y asesores técnicos calificados, 
destacando al mismo tiempo la necesidad de estrechar la coordinación entre los 
donantes y el Gobierno de Haití a fin de aumentar la sostenibilidad de esas 
iniciativas, y alienta a la MINUSTAH a que localice a esos expertos de la manera 
más eficaz, con arreglo a sus conocimientos técnicos y sus ámbitos de 
especialización; 

11. Alienta 2 las autoridades de Haiti a que continúen ejecutando el plan de 
reforma del sector de la justicia mediante la adopción de las medidas necesarias, 
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incluida la prestación de apoyo continuo al Consejo Superior del Poder Judicial, que 
procurará asegurar la independencia y eficacia de las instituciones judiciales, y a 
que hagan frente a problemas como la excesiva duración de la prisión provisional y 
las malas condiciones y el hacinamiento en las cárceles, especialmente en lo que 
respecta a las mujeres y los niños detenidos; 


12. Apoya los objetivos y compromisos reflejados en la redacción conjunta 
del plan de desarrollo de la Policía Nacional de Haití para 2012-2016 y su 
ejecución, y subraya la necesidad de asegurar el debido apoyo presupuestario del 
Gobierno de Haití y los donantes a fin de lograr un mínimo de 15,000 agentes de 
policía en activo plenamente operativos para 2016, una capacidad logística y 
administrativa suficiente, la rendición de cuentas, el respeto de los derechos 
humanos y el estado de derecho, un proceso estricto de selección, mejores procesos 
de contratación y capacitación, con especial hincapié en las unidades especializadas, 
un control y una gestión de las fronteras reforzados, y prevenir la delincuencia 
organizada transnacional; 


13. Solicita a la MINUSTAH que prosiga su labor encaminada a fortalecer la 
capacidad institucional y operacional de la Policía Nacional de Haití, en particular 
mediante esfuerzos renovados de capacitación y orientación del personal de policía 
y penitenciario, exhorta a la MINUSTAH a que ajuste los conocimientos 
especializados del personal de la Policía de las Naciones Unidas para apoyar esos 
objetivos, y solicita a la MINUSTAH que facilite la coordinación entre las 
iniciativas bilaterales y multilaterales y continúe proporcionando orientación técnica 
a los proyectos financiados por donantes, según se solicite, para rehabilitar y 
construir instalaciones policiales y penitenciarias, así como a otros proyectos 
destinados a apoyar la capacidad institucional de la Policía Nacional de Haití, según 
proceda; 

14. Alienta a la MINUSTAH a que, en colaboración con los agentes 
internacionales pertinentes, preste ayuda al Gobierno para hacer frente con eficacia 
a la violencia de bandas, la delincuencia organizada, el tráfico de drogas y la trata 
de niños; 


15, Exhorta a todos los donantes y asociados, incluidas las organizaciones 
internacionales y no gubernamentales, a que coordinen mejor sus esfuerzos y 
colaboren estrechamente con el Gobierno de Haití por conducto del Mecanismo de 
Coordinación de la Ayuda, que tiene por objeto ayudar al Gobierno a aumentar la 
transparencia, la implicación nacional y la coordinación en la asistencia externa y 
fortalecer la capacidad del Gobierno para gestionar la asistencia externa; 


16. Solicita al equipo de las Naciones Unidas en el país a que complemente 
las operaciones de seguridad y desarrollo iniciadas por el Gobierno de Haití con el 
apoyo de la MINUSTAH con actividades dirigidas a mejorar efectivamente las 
condiciones de vida de la población afectada, en particular las mujeres y los niños, y 
exhorta a todos los agentes a hacer lo propio; 


17. Soltcita a la MINUSTAH que, en coordinación con el equipo de las 
Naciones Unidas en el país, siga ejecutando proyectos de efecto rápido que 
contribuyan a crear un entorno seguro y estable y aumentar la confianza de la 
población de Haití en la MINUSTAH, en particular en los ámbitos prioritarios 
determinados por los dirigentes de la Misión y teniendo presentes las prioridades del 
Gobierno de Haití, según proceda; 
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18. Condena enérgicamente las graves infracciones contra niños, afectados 
especialmente por la violencia de las bandas de delincuentes, así como los 
numerosos casos de violación y otros abusos sexuales cometidos contra mujeres y 
niñas, exhorta al Gobierno de Haití a que, con el apoyo de la MINUSTAH y el 
equipo de las Naciones Unidas en el país, siga promoviendo y protegiendo los 
derechos de las mujeres y los niños, como se establece en las resoluciones del 
Consejo de Seguridad 1325 (2000), 1612 (2005), 1820 (2008), 1882 (2009), 1888 
(2009) y 1389 (2009), y alienta a todos los agentes del Gobierno de Haití, la 
comunidad internacional y la sociedad civil a que renueven sus esfuerzos para 
eliminar la violencia sexual y por razón de género en Haití y para mejorar la 
respuesta a las denuncias de violación y el acceso a la justicia de las víctimas de 
violaciones y otros delitos sexuales; 


19. Solicita al Secretario General que siga adoptando las medidas necesarias 
para asegurar que todo el personal de la MINUSTAH cumpla plenamente la política 
de tolerancia cero de las Naciones Unidas frente a la explotación y los abusos 
sexuales, y que lo mantenga informado, e insta a los países que aportan contingentes 
y fuerzas de policía a asegurarse de que se investiguen y castiguen debidamente los 
actos de ese tipo en que esté involucrado su personal; 


20. Reafirma que el mandato de la MINUSTAH en materia de derechos 
humanos es un componente esencial de la Misión y reconoce que el respeto de los 
derechos humanos es un elemento esencial para la estabilidad de Haití, en particular 
la atención a la responsabilidad de las personas por infracciones graves ocurridas 
durante gobiernos anteriores, insta al Gobierno a que, con el apoyo de la comunidad 
internacional, según proceda, garantice el respeto y la protección de los derechos 
humanos por la Policía Nacional de Haití y las autoridades judiciales, y exhorta a la 
MINUSTAH a que proporcione supervisión y apoyo a este respecto; 


21. Alienta a la MINUSTAH a que, dentro de los límites de su mandato, 
continúe utilizando los medios y recursos de que dispone, incluidos sus ingenieros, 
con miras a mejorar la estabilidad en Haití, al tiempo que alienta a que haya una 
mayor implicación de Haití en el contexto de su plan de consolidación basado en las 
condiciones reinantes; 


22. Solicita a la MINUSTAH que mantenga su enfoque de reducción de la 
violencia en las comunidades, en estrecha colaboración con el Gobierno de Haiti, 
adaptando el programa a las necesidades cambiantes del contexto haitiano tras el 
terremoto, prestando especial atención a los jóvenes en situación de riesgo, las 
mujeres, los desplazados y las personas que viven en barrios afectados por la 
violencia, y que se asegure de que esta actividad se coordina con el equipo de las 
Naciones Unidas en el país y apoya la labor que este realiza para fortalecer la 
capacidad local en este ámbito; 


23. Solicita a la MINUSTAH que siga apoyando a las autoridades haltianas 
en sus esfuerzos por controlar el tráfico de armas pequeñas, la creación de un 
registro de armas, la revisión de las leyes vigentes sobre importación y tenencia de 
armas, la reforma del sistema de licencias de armas y la elaboración y aplicación de 
un concepto nacional sobre la policía de proximidad; 


24. Recalca la importancia de que los documentos de planificación de los 
componentes militar y policial de la MINUSTAH, como el concepto de operaciones 
y las normas de intervención, se actualicen periódicamente, según proceda, y se 
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ajusten a lo dispuesto en todas sus resoluciones pertinentes, y solicita al Secretario 
General que informe al respecto al Consejo de Seguridad y a los países que aporten 
contingentes y fuerzas de policía; 


25. Solicita al Secretario General que lo mantenga informado y que lo 
informe sobre el cumplimiento del mandato de la MINUSTAH cada seis meses y a 
más tardar cuarenta y cinco días antes del vencimiento de dicho mandato; 


26. Solicita al Secretario General que incluya en sus informes una evaluación 
exhaustiva de las amenazas para la seguridad existentes en Haití, que proponga, 
según convenga, opciones para reconfigurar el tamaño y la composición de la 
MINUSTAH, y que siga elaborando y evaluando el plan de consolidación que figura 
en la sección VI del informe del Secretario General publicado con la signatura 
S/2012/678 y que lo incluya como anexo en su siguiente informe; 


27. Decide seguir ocupándose de la cuestión. 
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Naciones Unidas 


Consejo de Seguridad 


14 de octubre de 2015 


Resolución 2243 (2015) 


Aprobada por el Consejo de Seguridad en su 7534" sesión, 
celebrada el 14 de octubre de 2015 


El Consejo de Seguridad, 


Reafirmando sus resoluciones anteriores sobre Haití, en particular sus 
resoluciones 2180 (2014), 2119 (2013), 2070 (2012), 2012 (2011), 1944 (2010), 
1927 (2010), 1908 (2010), 1892 (2009), 1840 (2008), 1780 (2007), 1743 (2007), 
1702 (2006), 1653 (2006), 1608 (2005), 1576 (2004) y 1542 (2004) 


Reiterando su firme compromiso con la soberanía, la independencia, la 
integridad territorial y la unidad de Haiti, 


Reconociendo que, en el último año, Haití ha adoptado importantes medidas en 
pro de la estabilización, que allanaron el camino para llevar a término las elecciones 
legislativas y para las elecciones presidenciales, municipales y locales que tendrán 
lugar en 2015, 


Acogiendo con beneplácito la organización de la primera ronda de las 
elecciones legislativas el 9 de agosto de 2015 en un clima relativamente pacífico, y 
reconociendo los pasos dados por las instituciones haitianas a fin de adoptar 
medidas correctivas para subsanar las irregularidades y mejorar las próximas rondas 
de elecciones, 


Observando la importancia del Gobierno de Haití, el Consejo Electoral y los 
partidos políticos para velar por que las próximas rondas de elecciones se celebren 
de manera libre, justa, pacífica y democrática, y de conformidad con la ley electoral, 


Reconociendo que la situación de la seguridad en su conjunto se mantuvo en 
general estable y mejoró en cierta medida desde la aprobación de la resolución 2180 
(2014), 


Reconociendo la importancia de que las decisiones que se adopten con respecto 
al futuro de la MINUSTAH en materia de seguridad se basen en las condiciones 
exisientes y observando que se produjeron casos de violencia esporádica durante la 
primera ronda de las elecciones, si bien el grado de inseguridad o de violencia no 
fue en aumento en los departamentos de los que se retiró el componente militar, 


Reconociendo el importante papel de la MINUSTAH para garantizar la 
estabilidad y la seguridad en Haití, encomiardo a la MINUSTAH por la asistencia 
que sigue prestando al Gobierno de Haití para crear un entorno seguro y estable, 
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expresando gratitud al personal de la MINUSTAH y a sus países, y rindiendo 
homenaje a quienes han resultado heridos o muertos en acto de servicio, 
encomiando también la gran variedad de iniciativas de reconstrucción emprendidas 
en Haití y el éxito de la labor realizada por las unidades de ingeniería militar de la 
MINUSTAH, 


Subrayando la necesidad de seguir fortaleciendo los sistemas judicial y 
penitenciario de Haití, a fin de apoyar un sector haitiano de la seguridad más 
integrado y cohesionado, observando el compromiso del Gobierno de Haití de 
fortalecer el estado de derecho y lograr mayores avances en la reforma del sector de 
la seguridad, y alentando a las autoridades haitianas a que prosigan sus esfuerzos al 
respecto, 


Reconociendo también que los desafios que enfrenta Haitl están 
interconectados, reafirmando que los progresos sostenibles en materia de seguridad, 
estado de derecho y reforma institucional, reconciliación nacional y desarrollo, 
incluida la lucha contra el desempleo y la pobreza, se refuerzan entre sí, y 
acogiendo con beneplácito los esfuerzos que siguen desplegando el Gobierno de 
Haití y la comunidad internacional para encarar esos desafíos, en consonancia con 
las prioridades del Gobierno, 


Reiterando el papel vital que desempeña la Policía Nacional de Haití en lo que 
respecta a la seguridad y estabilidad del país, acogiendo con beneplácito la labor 
que se está realizando para fortalecerla, profesionalizarla y reformarla, observando 
los avances parciales logrados en la aplicación del Plan Quinquenal de Desarrollo 
de la Policía Nacional de Haití para 2012-2016 y reiterando la importancia de 
seguir prestándole apoyo, especialmente en lo relativo al reclutamiento y la 
retención de personal, 


Recalcando la importancia de proporcionar fondos suficientes a la Policía 
Nacional de Haití pora mejorar su capacidad logística, administrativa y operacional, 
alentando al Gobierno de Haití a que aproveche el apoyo que presta la comunidad 
internacional para garantizar que el pueblo haitiano cuente con la debida seguridad, 
y exhortando a todos los esociados internacionales a que intensifiquen su 
coordinación a este respecto, 


Reconociendo las medidas adoptadas por el Consejo Superior del Poder 
Judicial, incluidos los importantes nombramientos realizados en 2015 que 
contribuyeron a reforzar su capacidad y la aprobación de su reglamento interno en 
junio de 2014, para ejecutar su mandato y promover el fortalecimiento de la 
independencia judicial, y expresando la necesidad de seguir tratando de resolver los 
problemas de derechos humanos que todavía existen en el sistema penitenciario, 
como la excesiva duración de la prisión provisional, el hacinamiento y las 
condiciones inhumanas en las cárceles, 


Observando con preocupación que la situación humanitaria en Haití se ha 
deteriorado considerablemente desde el informe del Secretario General sobre la 
MINUSTAH publicado en marzo de 2015 y observando también al mismo tiempo 
que la reducción de la financiación ha limitado la capacidad del sistema de las 
Naciones Unidas y sus asociados para dar una respuesta adecuada a las numerosas 
dificultades, 


Observando con preocupación que la inseguridad alimentaria, derivada de la 
sequía y de la consiguiente merma de la cosecha durante el período comprendido 
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entre marzo y junio, podría afectar a la situación y a la estabilidad en el ámbito 
humanitario, 


Reconociendo que, si bien se han realizado importantes progresos, Haití sigue 
enfrentando grandes problemas humanitarios, con alrededor de 60.801 desplazados 
internos cuyas condiciones de vida en los emplazamientos que aún existen, 
caracterizadas por la malnutrición y el acceso desigual al agua y al saneamiento y 
que afectan especialmente a las mujeres y los niños, hay que seguir tratando de 
mejorar, recalcando que ye no se dispone de financiación para ofrecer servicios 
básicos y subsidios de reubicación al resto de los desplazados internos, 


Acogiendo con beneplácito los esfuerzos del Gobierno de Haití por controlar y 
erradicar la epidemia de cólera, los progresos realizados en la reducción de la 
incidencia del cólera en Haití, instando al equipo de las Naciones Unidas en el país 


"a que, en coordinación con otras instancias, siga apoyando al Gobierno de Haití para 


solventar las deficiencias estructurales, particularmente en los sistemas de 
suministro de agua y saneamiento, recalcando la imporiancia de reforzar las 
instituciones nacionales heitianas de salud, reconociendo los esfuerzos de las 
Naciones Unidas por luchar contra el cólera, incluso mediante la iniciativa del 
Secretario General para apoyar el Plan Nacional para la Eliminación del Cólera, 
destacando la importancia de que se ofrezca un apoyo adecuado y sostenible 
prestando especial atención a las respuestas médicas rápidas y específicas contra los 
brotes de la enfermedad destinadas a reducir la amenaza, recordando la visita que 
realizó el Secreterio General a Haití en julio de 2014, y tomando nota de que, entre 
otras cosas, anunció junto al ex Primer Ministro la “Campaña de Sancamiento 
Total”, iniciativa clave contra el cólera, y la creación del Comité de Alto Nivel para 
la Eliminación del Cólera, 


Acogiendo con beneplácito la primera reunión del Comité de Alto Nivel para la 
Eliminación del Cólera desde el cambio de Gobierno en enero de 2015, presidida 
conjuntamente por el Primer Ministro, Evans Paul, y la Representante Especial del 
Secretario General, Sandra Honoré, y observando que el aumento de los casos de 
cólera registrado a finales de 2014 y en los primeros cuatro meses de 2015 comenzó 
a mostrar signos de remisión en mayo, a pesar de que la situación sigue siendo 
preocupante en los departamentos del Oeste, Centro, Artibonite y Norte, en los que 
se concentró más del 380% del número total de casos entre marzo y agosto de 2015, 


Poniendo de relieve que para lograr una estabilidad duradera y sostenible es 
fundamental avanzar en la reconstrucción de Haití, así como en su desarrollo social 
y económico, incluso mediante una asistencia internacional para el desarrollo eficaz, 
coordinada y encomiable y un aumento de la capacidad institucional de Haití para 
beneficiarse de esa asistencia, y reiterando la necesidad de que la seguridad vaya 
acompañada del desarrollo económico y social, incluidas actividades de reducción 
de riesgos y preparación que tengan en cuenta la extrema vulnerabilidad del país a 
los desastres naturales, actividades en las que el Gobierno de Haití desempeña un 
papel rector, 


Acogiendo con beneplácito que el Gobierno de Haití siga desarrollando el 
Marco para la Coordinación de la Ayuda Externa como su mecanismo preferido para 
la coordinación de los donantes y el apoyo a las prioridades de desarrollo del 
Gobierno de Haití, acogiendo con beneplácito también que el equipo de las 
Naciones Unidas en Haití haya aumentado la programación conjunta en consonancia 
y coordinación con el Marco Estratégico Integrado respaldado por el Gobierno, y 
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acogiendo con beneplácito además el compromiso de fomentar una mayor 
armonización de la asistencia internacional con las prioridades nacionales, aumentar 
la transparencia y fortalecer la rendición de cuentas mutua, así como la necesidad de 
una coordinación más intensa, 


Acogiendo con beneplácito el examen y la revisión del marco estratégico 
integrado entre el equipo de las Naciones Unidas en el país y la MINUSTAH, los 
cuales culminaron con la firma del marco revisado el 28 de mayo de 2015, que sirve 
para reforzar la cooperación entre los distintos elementos de la presencia de las 
Naciones Unidas en Haití y ha permitido a la MINUSTAH y al equipo de las 
Naciones Unidas en el país definir esferas concretos en las que aumentar la 
colaboración, a condición de que se disponga de recursos financieros adicionales, 


Instando a los donantes a que cumplan sus promesas a fin de ayudar, entre otras 
cosas, a promover el acceso de los más vulnerables a los servicios y al empleo, y 
subrayando la responsabilidad del Gobierno de Haití de proporcionar una 
orientación clara a los donantes sobre sus prioridades y de facilitar el suministro de 
asistencia a quienes más la necesitan, 


Poniendo de relieve el papel de las organizaciones regionales en el actual 
proceso de estabilización y reconstrucción de Haitl y exáortando a la MINUSTAH a 
que siga colaborando estrechamente con las instituciones financieras 
internacionales, las organizaciones regionales y subregionales y otros interesados, 
en particular la Organización de los Estados Americanos (OEA), la Unión de 
Naciones Suramericanos (UNASUR) y la Comunidad del Caribe (CARICOM), 


Acogiendo con beneplácito los continuos esfuerzos de la Policía Nacional de 
Haití para patrullar e intensificar su presencia y su interacción directa con la 
población, reconociendo la constante labor reulizada por la MINUSTAH, en 
estrecha coordinación con los comités de los campamentos, en el ámbito de la 


" policía de proximidad en los emplazamientos de desplazados internos, y acogiendo 


con beneplácito su interacción con la población, 


Expresando seria preocupación porque la violencia sexual y por razón de 
género, especialmente la violencia contra las mujeres y los niños, sigue siendo un 
problema sustancial, particularmente en los distritos marginados de Puerto Príncipe, 
los emplazamientos de desplazados internos que aún existen y las zonas remotas del 


país, 


Reconoclendo que el fortalecimiento de las instituciones nacionales de derechos - 


humanos, así como el respeto de los derechos humanos, incluidos los de los niños, y 
las debidas garantías procesales, la lucha contra la delincuencia y la violencia sexual 
y por razón de género, y las medidas para poner fin a la impunidad y asegurar la 
rendición de cuentas son esenciales para garantizar el estado de derecho y la 
seguridad en Haití, incluido el acceso a la justicia, 


Reafirmando la autoridad de la Representante Especial del Secretario General 
en la coordinación y ejecución de todas las actividades de los organismos, fondos y 
programas de las Naciones Unidas en Haití, y reafirmando también su apoyo al 
papel que desempeña la Representante Especial del Secretario General para asegurar 
una coordinación y colaboración óptimas entre la MINUSTAH y el equipo de las 
Naciones Unidas en el país en lo referente a los aspectos de sus respectivos 
mandatos que guardan relación entre sí, particularmente como parte del plan de 
consolidación de la MINUSTAH basado en las condiciones existentes, 


> 
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Tomando nota del informe del Secretario General (S/2015/667) de 31 de agosto 
de 2015, 


Teniendo presente su responsabilidad primordial de mantener la paz y la 
seguridad internacionales con arreglo a la Carta de las Naciones Unidas, 


Actuando en virtud del Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, de 
conformidad con lo dispuesto en la sección 1 del párrafo 7 de la resolución 1542 
(2004), 


lL Decide, en consonancia con el informe del Secretario General, prorrogar 
el mandato de la MINUSTAH, que figura en sus resoluciones 1542 (2004), 1608 
(2005), 1702 (2006), 1743 (2007), 1780 (2007), 1840 (2008), 1892 (2009), 1908 
(2010), 1927 (2010), 1944 (2010), 2012 (2011), 2070 (2012), 2119 (2013) y 2180 
(2014), hasta el 15 de octubre de 2016; 


2, Decide que la dotación total máxima de la MINUSTAH sea de 2.370 
efectivos y un componente de policía de hasta 2.601 efectivos, según lo 
recomendado por el Secretario General; 


SK Afirma su intención, sobre la base del examen que realizará a más tardar 
el 15 de octubre de 2016 de la capacidad general de Haití de garantizar la seguridad 
y la estabilidad y les condiciones de seguridad sobre el terreno, de considerar la 
posible retirada de la MINUSTAH y la transición hacia una presencia futura de las 
Naclones Unidas que comenzaría no antes del 15 de octubre de 2016, con el fin de 
seguir ayudando al Gobierno de Haití a consolidar la paz, incluida la prestación de 
asistencia a la Policía Nacional de Haiti; 


4. Solicita al Secretario General que envíe una misión de evaluación 
estratégica a Haití y, sobre esta base, le presente recomendaciones sobre la futura 
presencia y las funciones de las Naciones Unidas en Haití, preferentemente 90 días 
después de la toma de posesión del nuevo Presidente, e idealmente después de la 
formación de un nuevo gobierno; 


5. Afirma que los ajustes de la configuración de la fuerza deberán basarse 
en la situación sobre el terreno y ser compatibles con la capacidad de la 
MINUSTAH y de la Policia Nacional de Haití de mantener la seguridad en el 
contexto de los procesos electorales y políticos en curso, y habrán de tener en 
cuenta los resultados de la evaluación estratégica del Secretario General, la 
importancia de mantener un entorno seguro y estable y el impacto de la realidad 
social y política en la estabilidad y seguridad de Hait!, el desarrollo cada vez mayor 
de la capacidad estatal de Haití, en particular el fortalecimiento de la Policía 
Nacional de Haiti que se está Mevando a cabo, y el mayor ejercicio por parte de las 
autoridades nacionales de la responsabilidad estatal de Haití en el mantenimiento de 
la estabilidad y la seguridad del país; 


6. £xhorta 2 la MINUSTAH a que mantenga su capacidad de desplegar 
contingentes rápidamente en todo el país, incluidos activos aéreos adecuados; 


7. Afirma su compromiso de tomar medidas en cualquier momento para 
adaptar el mandato y la dotación de la MINUSTAH, ante un cambio en las 
condiciones en Haiti, si ello fuera necesario para preservar los progresos que ha 
hecho Haití hacia la seguridad y la estabilidad duraderas; 
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8. Toma nota de la aplicación del plan de consolidación de la MINUSTAH 
basado en las condiciones existentes, que ha centrado las actividades de la Misión 
en un conjunto básico de torcas encomendadas, conforme a lo acordado con el 
Gobierno de Haití, y observa que, dada la reducción de su capacidad y a fin de velar 
por que haya un progreso constante a medida que la Misión avanza hacia el período 
posterior a la consolidación, la MINUSTAH ha establecido prioridades entre las 
actividades de su mandato y seguirá centrando sus recursos en las esferas 
prioritarias, al tiempo que se completa la retirada progresiva en otros ámbitos en 
coordinación con el Gobierno de Haiti y los asociados internacionales; 


9. Reconoce la titularidad y la responsabilidad primordial del Gobierno y 
del pueblo de Haití en todos los aspectos de la estabilización del país; alienta a la 
MINUSTAH a que intensifique sus esfuerzos por proporcionar especialización 
logística y técnica, con los medios disponibles y de conformidad con su mandato y 
en coordinación, según proceda, con el equipo de las Naciones Unidas en el país y 
otras entidades que participen en la labor de estabilización, para prestar asistencia, 
cuando lo solicite el Gobierno de Haití, a fin de continuar las actividades de 
descentralización y el fortalecimiento de la capacidad de sus instituciones en los 
planos nacional y local, con miras a aumentar aún más la capacidad del Gobierno 
para extender la autoridad del Estado a todo Haití y promover la buena gobernanza 
y el estado de derecho en todos los niveles; 


10. Acoge con beneplácito la celebración de la primera ronda de las 
elecciones legislativas que tuvo lugar el 9 de agosto de 2015; 


M. Insta encarecidamente a las instancias políticas de Haití a que cooperen 
entre sí y sin más demora para asegurar la celebración de elecciones presidenciales, 
legislativas, parciales al Senado, municipales y locales libres, limpias, inclusivas y 
transparentes, incluidas las que deberían habers* llevado a cabo hace tiempo, de 
conformidad con la Constitución de Haití, a fin de restablecer el funcionamiento de 
la Asamblea Nacional y otros órganos electivos e insta también a las instancias 
políticas de Haiti a que alienten a los ciudadanos a participar en mayor medida en 
las próximas rondas electorales; 


12, Acoge con beneplácito los esfuerzos de la Representante Especial del 
Secretario General por apoyar el proceso político que se está llevando a cabo en 
Haití; reafirma su llamamiento a la MINUSTAH para que siga prestando apoyo a 
este proceso; y exhorta a la MINUSTAH a que suministre y coordine, según 
proceda, la asistencia electoral internacional al Gobierno de Haití, en cooperación 
con los interesados internacionales, incluidas la OEA, la UNASUR y la CARICOM, 
según corresponda; 


13.  Reafirma que Haití se encuentra en una importante encrucijada de la 
consolidación de la estabilidad y la democracia, y que el diálogo y el compromiso 
de sus dirigentes políticos y otras partes interesadas es fundamental para consolidar 
los avances logrados en los últimos años, a fin de que Haiti se sitúe firmemente en 
el camino hacia la estabilidad duradera y el desarrollo económico y hacer posible 
que los haitianos asuman responsabilidades aún mayores en ese sentido; 


14. Recuerda sus resoluciones 1325 (2000) y 2122 (2013) y alienta al 
Gobierno de Haiti a que, con el apoyo de las partes interesadas pertinentes, 
promueva una mayor participación política de la mujer en el país, de conformidad 
con la Constitución de Haitl; 
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15.  Reafirma que, en el marco de la mejora del estado de derecho en Haití, es 
indispensable fortalecer la capacidad de la Policía Nacional de Haití para que el 
Gobierno asuma plena y oportunamente la responsabilidad de las necesidades del 
país en materia de seguridad, lo cual es fundamental para la estabilidad general y el 
futuro desarrollo de Haiti; 


16. — Reítera que el desarrollo de la capacidad de la Policía Nacional de Haití 
sigue siendo una tarca de importancia decisiva para la MINUSTAH,; solicita a la 
MINUSTAH que prosiga su labor encaminada a fortalecer la capacidad institucional 
y operacional de la Policía Nacional de Haití, en particular redoblando los esfuerzos 
por capacitar y orientar al personal policial y penitenciario, incluido el personal de 
rango intermedio; y exhorta a la MINUSTAH a que ajuste los conocimientos 
especializados del personal de la Policía de las Naciones Unidos para apoyar esos 
objetivos y a que proporcione instructores y asesores técnicos calificados; 


17.  Subraya la necesidad de asegurar un apoyo eficaz del Gobierno de Haiti 
y de sus asociados internacionales y regionales al Plan de Desarrollo de la Policía 
Nacional de Haiti para 2012-2016, a fin de cumplir los objetivos de lograr que como 
mínimo haya 15.000 agentes de policía en activo plenamente operativos en 2016, así 
como suficiente capacidad logística y administrativa, rendición de cuentas y respeto 
de los derechos humanos y el estado de derecho, un proceso estricto de selección, 
mejores procesos de reclutamiento y capacitación, controles más estrictos en las 
fronteras terrestres y marítimas, y una mejor prevención de la delincuencia 
organizada transnacional; 


18. Destaca la necesidad de que haya una estrecha coordinsción entre la 
MINUSTAMH, los donantes y el Gobierno de Haití para incrementar la eficacia y la 
sostenibilidad de las medidas de desarrollo de la capacidad de la Policía Nacional de 
Haití; y solicita también a la MINUSTAH que facilite esta coordinación y continúe 
proporcionando orientación técnica a los proyectos financiados por los donantes, 
según se solicite, para rehabilitar y construir instalaciones policiales y 
penitenciarias, así como a otros proyectos destinados a apoyar la capacidad 
institucional de la Policía Nacional de Haití, según corresponda; 


19.  Alienta a la MINUSTAH a que, en cooperación con las instancias 
internacionales pertinentes, siga ayudando al Gobierno a hacer frente con eficacia a 
la violencia de las bandas, la delincuencia organizada, el tráfico ilícito de armas, el 
tráfico de drogas y la trata de personas, especialmente de niños, así como a asegurar 
la adecuada gestión de las fronteras; 


20.  Alienta alas autoridades haitianas a que continúen ejecutando el plan de 
reforma del sector de la justicia adoptando las medidas necesarias, incluso mediante 
la prestación de apoyo continuo al Consejo Superior del Poder Judicial, para 
escgurar la independencia y eficacia de las instituciones judiciales, y a que sigan 
haciendo frente 2 los problemas de la prisión provisional prolongada y las malas 
condiciones y el hacinamiento en las cárceles, especialmente en lo que respecta a las 
mujeres y los niños detenidos; 


21.  Exhoría a todos los donantes y asociados, incluidas las organizaciones 
internacionales y no gubernamentales y el equipo de las Naciones Unidas en el país, 
a que coordinen mejor sus esfuerzos y colaboren estrechamente con el Gobierno de 
Haití por conducto de su Marco pera la Coordinación de la Ayuda Externa, que tiene 
por objeto ayudar al Gobierno a aumentar la transparencia, la titularidad nacional y 
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la coordinación de la asistencia exterior y fortalecer la capacidad de! Gobierno para 
gestionar la asistencia externa; 


2. Acoge con beneplácito la revisión del marco estratégico integrado entre 
el equipo de las Naciones Unidas en el país y la Misión, que sirve para reforzar la 
cooperación entre los distintos elementos de la presencia de las Naciones Unidas en 
Haitf; 


23. Solicita al equipo de las Naciones Unidas en el país, y pide a todas las 
instancias, que complementen las operaciones de seguridad y desarrollo iniciadas 
por el Gobierno de Haití con el apoyo de la MINUSTAH con actividades de efecto a 
más largo plazo dirigidas a mejorar efectivamente las condiciones de vida de la 
población afectada, en particular las mujeres y los niños; 


24. Solicita a la MINUSTAH que, en coordinación con el equipo de las 
Naciones Unidas en el país, siga ejecutando proyectos de efecto rápido que 
contribuyan a crear un entorno seguro y estable y aumenten la titularidad nacional y 
la confianza de la población de Haití en la MINUSTAH, particularmente en los 
ámbitos prioritarios establecidos por los dirigentes de la Misión y teniendo 
presentes las prioridades del Gobierno de Haití, según corresponda; 


25. Condena enérgicamente las graves infracciones contra los niños 
afectados especialmente por la violencia de las bandas de delincuentes, así como los 
numerosos casos de violación y otros abusos sexuales cometidos contra mujeres y 
niñas, exhorta al Gobierno de Haití a que, con el apoyo de la MINUSTAH y el 
equipo de las Naciones Unidas en el país, siga promoviendo y protegiendo los 
derechos de las mujeres y los niños, como se dispone en las resoluciones 1325 
(2000), 1612 (2005), 1820 (2008), 1882 (2009), 1888 (2009), 1889 (2009), 2106 
(2013) y 2122 (2013), y alienta a todas las instancias del Gobierno de Haití, la 
comunidad internacional y la sociedad civil a que redoblen sus esfuerzos para 
eliminar la violencia sexual y por razón de género en Haití y para mejorar la 
respuesta a las denuncias de violación y el acceso a la justicia de las víctimas de 
violaciones y otros delitos sexuales, y eliente a los autoridades necioneles a que 
promuevan legislación nacional a este respecto; 


26. Solicita a la MINUSTAH que siga aplicando su enfoque de reducción de 
la violencia comunitaria, en estrecha colaboración con el Gobierno de Haiti, 
prestando especial atención a los jóvenes en situación de riesgo, las mujeres, los 
desplazados y las personas que viven en barrios afectados por la violencia, y que se 
asegure de que esta actividad se coordine con el equipo de las Naciones Unidas en 
el país y apoye la labor que este realiza para fortalecer la capacidad local en este 
ámbito teniendo en cuenta las prioridades haitianas; 


27. — Alienia a la MINUSTAH a que siga ayudando al Gobierno de Haití a 
proporcionar una protección adecuada a la población civil, prestando particular 
atención a las necesidades de los desplazados internos y otros grupos vulnerables, 
especialmente las mujeres y los niños, incluso mediante servicios conjuntos de 
policía de proximidad en los campamentos, de conformidad con la resolución 1894 
(2009); 


28. Solicita al Secretario General que siga adoptando las medidas necesarias 
para asegurar que todo el personal de la MINUSTAH cumpla plenamente la política 
de las Naciones Unidas de tolerancia cero frente a la explotación y los abusos 
sexuales, y que continúe manteniéndolo informado, e insta a los países que aportan 
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contingentes y fuerzas de policía a que intensifiquen sus esfuerzos para prevenir los 
casos de conducta indebida y asegurarse de que se investiguen y castiguen 
debidamente los actos de ese tipo en que esté involucrado su personal; 


29.  Reafirma que el mandato de la MINUSTAH en materia de derechos 
humanos es un componente esencial de la Misión y reconoce que el respeto de los 
derechos humanos es un elemento esencial para la estabilidad de Haití, en particular 
la atención a la responsabilidad de las personas por las infracciones graves ocurridas 
durante gobiernos anteriores, insta al Gobierno a que, con el apoyo de la comunidad 
internacional, según proceda, garantice el respeto y la protección de los derechos 
humanos por la Policia Nacional de Haiti y el poder judicial, y exhorta a la 
MINUSTAH a que proporcione supervisión y apoyo a este respecto; 


30. Aliento a la MINUSTAH a que, dentro de los límites de su mandato, 
continúe utilizando los medios y la capacidad de que dispone, incluidos sus 
ingenieros, con miras a mejorar la estabilidad en Haití, fomentando al mismo 
tiempo una mayor titularidad de Haití en el contexto de su plan de consolidación 
basado en las condiciones existentes; 


31. Solicita a la MINUSTAH que siga apoyando a las autoridades haitianas 
en sus esfuerzos por controlar la circulación de armas pequeñas, crear un registro de 
armas, revisar las leyes vigentes sobre importación y tenencia de armas, reformar el 
sistema de licencias de armas, y elaborar y aplicar una doctrina nacional sobre la 
policía de proximidad; 


32.  Recalca la importancia de que los documentos de planificación de los 
componentes militar y policial de la MINUSTAH, como el concepto de operaciones 
y las normas de intervención, se actualicen periódicamente, según proceda, y se 
ajusten a lo dispuesto en todas sus resoluciones pertinentes, y solicita al Secretario 
General que lo informe exhaustiva y oportunamente al respecto, así como a los 
países que aportan contingentes y fuerzas de policía; 

33. Solicita al Secretario General que lo mantenga al corriente y que jo 


informe sobre el cumplimiento del mandato de la MINUSTAH cada seis meses y a 
más tardar 45 días antes de su vencimiento; 


34. Solicita al Secretario General que continúe incluyendo en sus informes 
una evaluación exhaustiva de la situación en Haití, destacando las condiciones de 
seguridad sobre el terreno y haciendo especial hincapié en la capacidad de la Policía 
Nacional de Haití, y que siga presentando un informe sobre la marcha del plan de 
consolidación como anexo de su próximo informe; 


35. Decide seguir ocupándose de la cuestión. 
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SEÑOR PRESIDENTE. En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Martínez Huelmo. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Señor presidente: 
este asunto fue aprobado por unanimidad en la Comisión 
de Defensa Nacional del Senado y, como obra en su cono- 
cimiento y en el de los señores senadores, se trata de un 
proyecto de ley que prorroga hasta el 15 de abril del 2017 
la permanencia de las fuerzas de nuestro país afincadas 
en Haití, integrando la misión estabilizadora de Naciones 
Unidas, la Minustah. 


Antes de ingresar en el tratamiento de este proyecto de 
ley queremos manifestar que, al día de hoy, Uruguay tiene 
249 efectivos en ese contingente militar, todos pertene- 
cientes al Ejército y radicados en un punto de Haití: Mor- 
ne Casse. Este contingente desplegado en la República de 
Haití ha ido disminuyendo paulatinamente de acuerdo con 
cifras muy interesantes. Precisamente, a diciembre del año 
2010 nuestros efectivos llegaban a los 1130; a diciembre 
del 2011 sumaban 959; al mismo mes del año 2014 eran 
594; a octubre del año 2015 quedaban 254 y ahora, en este 
momento, la cifra de efectivos es de 249, 


Señor presidente: como ya dije, la prórroga está esta- 
blecida por medio del artículo 1.* del proyecto de ley, y es 
hasta el 15 de abril del año 2017, es decir, dentro de tres 
meses y medio, aproximadamente. Al mismo tiempo, el 
segundo inciso de este artículo 1.” está confirmando el fi- 
nal de nuestra presencia integrando la Minustah bajo estas 
circunstancias —que nacen allá por el año 2004-—, en virtud 
de un texto que no deja duda alguna porque dice: «Asimis- 
mo, con el fin de hacer efectivo el procedimiento de replie- 
gue correspondiente y para la repatriación de los recursos 
materiales allí emplazados, se autoriza la permanencia del 
personal requerido a tales efectos, por el período adicional 
considerado mínimamente necesario». 


Luego, el artículo 2.” establece que podría ser factible 
que si la ONU resolviera finalizar la misión de estabiliza- 
ción antes de la fecha mencionada al comienzo «el Poder 
Ejecutivo procederá a retirar el personal desplegado, en 
las condiciones que se acuerden con la referida organiza- 
ción». 


El segundo inciso de este artículo 2. mantiene el estilo 
de todo el mensaje en cuanto a confirmar una vigencia de- 
creciente de nuestra presencia en la Minustah. 


En un primer comentario debo atar este proyecto de 
ley a la tendencia de retiro y disminución del número 
de efectivos, cosa que viene sucediendo desde hace mu- 
chos años, como he dicho al comienzo. Además, está en 
estrecha relación con el programa de gobierno del Fren- 
te Amplio —que consideró esta situación, allá por el año 
2014-, y creo que es bueno reiterarlo, señor presidente, 
a todos los efectos. El programa de gobierno ha atendi- 
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do este particular problema en los principios de política 
exterior —obviamente, todos los partidos los tienen, y el 
nuestro también, pero es bueno reiterarlo—, que ratifican 
al Uruguay como Estado parte de la ONU. Por lo tanto, 
Uruguay debe sujetarse a los principios que inspiran la 
Carta de las Naciones Unidas. Sobre este punto, el progra- 
ma dice: «Reafirmamos, a nivel internacional, el rol de la 
ONU como la herramienta adecuada para la consideración 
y adopción de las decisiones referidas al mantenimiento 
de la paz, la seguridad internacional y el respeto de sus 
principios rectores». 


Más adelante, en ese programa que se elaboró en el 
año 2014, dedicamos un pasaje particular —como partido 
responsable respecto a la presencia internacional del Uru- 
guay— a la dimensión internacional de la paz. Es un capí- 
tulo que se abre en el tema internacional y que es bueno 
repasar. Dice así: «El sistema internacional, de acuerdo a 
la Carta de las Naciones Unidas, ha desarrollado mecanis- 
mos para tratar de asegurar la paz mundial. Esto implica 
un marco de seguridad colectiva, en que, más allá de los 
cambios que la realidad demanda respecto a la integración 
del Consejo de Seguridad, es el único mecanismo legiti- 
mado política y jurídicamente para asumir el objetivo de 
salvaguardar la paz. Fortalecer el esquema de seguridad 
colectiva de Naciones Unidas es una forma de adelantarse 
dice nuestro programa— a intervenciones de otra natura- 
leza». Como se puede observar —sobre todo para quienes 
puedan pensar que la Minustah es una intervención— el 
programa del Frente Amplio se encarga de decir, concre- 
tamente, que las misiones son «una forma de adelantarse a 
intervenciones de otra naturaleza que terminan generando 
caos e inmensos costos (en vidas humanas, disgregación 
social y desestructuración económica) en los países afec- 
tados por las mismas. Este punto debe ser central en el 
accionar de nuestro país en el seno de las Naciones Uni- 
das. En este marco, se debe analizar y decidir la partici- 
pación de nuestro país en misiones de paz de Naciones 
Unidas, realizándose el análisis caso por caso de todas las 
misiones tanto las presentes como las futuras, y revisan- 
do dicha participación ante los eventuales cambios que se 
puedan producir en el contexto de una misión en curso. La 
coordinación de nuestras fuerzas de paz con las demás de 
Sudamérica en aquellas misiones que se encaren conjun- 
tamente, debe ser funcional al compromiso con el multila- 
teralismo y el derecho internacional, objetivos relevantes 
de nuestra política exterior. En este terreno se insistirá —y 
así lo dice el programa que presentamos ante la ciudada- 
nía en el año 2014— en el retiro paulatino y total del com- 
ponente militar de la Minustah presente en Haití. Ello se 
acompasará con los acuerdos realizados en el marco de la 
Unasur, ámbito en el que se debe impulsar un cronograma 
de retiro que se pueda efectivizar plenamente en el próxi- 
mo lustro. Es preciso tener en cuenta que el actual período 
gubernamental haitiano culminará con la asunción de un 
nuevo presidente en el 2016, preparando el retiro siempre 
en coordinación con el Gobierno de dicho país y supedita- 
do a su voluntad soberana. Paralelamente se desarrollarán 
los aspectos centrados en la cooperación técnica para la 
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construcción y el fortalecimiento de capacidades estatales 
que posibiliten el desarrollo sustentable de Haití. En este 
sentido el Uruguay realizará todos los esfuerzos que estén 
a su alcance para que se cumplan los compromisos de la 
comunidad internacional en materia de cooperación para 
el desarrollo de Haití». 


Señor presidente, creo que es importante decir que 
si este aspecto de nuestro programa se hubiera incluido 
como antecedente o como prólogo del proyecto de ley, se 
cumpliría porque, en definitiva, estamos haciendo efectivo 
lo que el país y todo su espectro político ha ido prorrogan- 
do y aceptando, en virtud de nuestra ligazón con Naciones 
Unidas y, por supuesto, con la Minustah. 


Señor presidente: el Poder Ejecutivo no solamente en- 
vió el mensaje, sino que mediante fundamentación escrita 
y luego, por medio de la presencia de los ministros de De- 
fensa Nacional y de Relaciones Exteriores en nuestra co- 
misión, se dieron argumentos que enriquecieron, sin lugar 
a dudas, la decisión que se adoptó en aquel ámbito. 


Debemos decir que todo esto se basa en la Resolución 
n.> 2313, adoptada por el Consejo de Seguridad de las Na- 
ciones Unidas el 13 de octubre del año 2016, aprobada por 
consenso y que, obviamente, nuestro país toma dentro de 
lo que son sus potestades y, diría, sus constituciones so- 
beranas. 


Tal como estaba previsto desde tiempo atrás, nuestro 
país se habrá de retirar de la Minustah el 15 de abril, pero 
obviamente seguiremos observando el desarrollo de esta 
resolución de Naciones Unidas, que deja abiertas muchas 
posibilidades para nuevos enroques a efectos de seguir 
apoyando la transformación de Haití en un Estado que se 
buscó desde el comienzo. Creo que se ha colaborado mu- 
cho a efectos de lograr ese objetivo tan deseado de tener 
un país absolutamente independiente y autónomo, con po- 
sibilidades de orden interno y de crecimiento económico 
que redunden en una mayor felicidad de su población. 


Hace unos días el señor ministro de Defensa Nacio- 
nal nos dejó, junto al canciller Nin Novoa, algunos datos 
que corroboran que nuestra misión se hizo presente, no 
solamente para cuidar el orden y ayudar en los temas de 
seguridad interna de aquel Estado, sino que también dis- 
tribuye agua potable —que se obtiene de la UPA que OSE 
donó a Haití—, apoya un orfanato, ha construido una es- 
cuela en Bon Berger y también trabaja en otros aspectos 
que hacen a la vida cotidiana y pacífica de aquel país, a lo 
cual Uruguay ha abonado porque la intención que se tiene 
al cooperar con Naciones Unidas es mantener la paz y la 
seguridad en nuestro hemisferio. 


No tengo más que decir; voy a esperar que los señores 
senadores se expresen y luego brindaré otros argumentos, 
sobre todo basados en la resolución de Naciones Unidas, 
así como en algunos aspectos vinculados a la carta del or- 
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ganismo y también a los deberes que tiene nuestra repú- 
blica con él. 


SEÑOR GARCÍA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR GARCÍA.- Señor presidente: este es un tema 
muy sensible y debatido —si los hay— desde el año 2005 a la 
fecha, que ha generado circunstancias políticas que todos 
conocemos —renuncias al Parlamento, etcétera—, por una 
razón que está vinculada a la historia de la participación 
en esta misión de paz, en la Minustah. En un inicio, Uru- 
guay integró esta misión a partir de la decisión del Poder 
Ejecutivo de la época, cuya titularidad era del Partido Co- 
lorado, que fue respaldada por el Partido Nacional y que 
recibió la oposición del Frente Amplio. 


Como bien sabe, señor presidente, el Frente Amplio 
cambió radicalmente la posición con respecto a esta mi- 
sión de paz a partir del 1. de marzo de 2005, ya que de 
una postura negativa que tenía antes de esa fecha, pasó 
a respaldarla. Ahí fue que se dieron estas circunstancias 
públicas, de renuncias, que todos conocen. 


Esta misión de paz, señor presidente, tiene una 
particularidad: ha sido comandada por América Latina, 
porque es aquí en el barrio. Desde el punto de vista de la 
diplomacia se hizo mucho esfuerzo para que esta misión 
de paz estuviera bajo su comando. En ese sentido, Bra- 
sil tuvo una participación muy particular ya que se des- 
empeñó en la titularidad del comando de esta misión, y 
Uruguay en alguna circunstancia ejerció el segundo cargo 
en importancia en la Minustah. Como diputados, tuvimos 
oportunidad de ir en el año 2007 o 2008 —no recuerdo con 
exactitud—, visitamos a nuestro contingente y vivimos 
aquella realidad. La verdad es que la realidad del pueblo 
haitiano es desesperante. Su independencia data de 1810. 
Fue el primer país que se independizó en América Latina y 
tiene, desde el punto de vista social, político y económico, 
una situación desesperante, dramática. En buena medida, 
es un país cooptado por el narcotráfico. El producto bruto 
de Haití prácticamente está sostenido por las remesas que 
recibe el pueblo de sus familias que están en el exterior. 
Este país ha sido devastado —como decía— por el narco- 
tráfico, por el crimen. Uno sobrevuela —como lo hicimos 
en su momento— la isla La Española, que comparten Hai- 
tí y República Dominicana, y el nombre del río que hace 
de frontera ya deja a las claras la historia del país, pues 
se llama Masacre y estaba custodiado, justamente, por el 
contingente uruguayo. Basta sobrevolar la isla La Españo- 
la para ver a simple vista las diferencias entre una realidad 
y la otra, pues se podrá ver un país como Haití, que es 
un páramo yermo, y del otro lado, el verde de República 
Dominicana. La energía que utiliza el pueblo haitiano es el 
carbón, y así como nosotros en la ciudad tenemos carritos, 
por si queremos comer algún frankfúrter, en Haití está lle- 
no de venta ambulante de montoncitos de carbón, que es lo 
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que compra la gente para proveerse de energía. El clima es 
un gran aliado; yo siempre digo que sin el clima del caribe 
que tiene Haití sería muy difícil resistir las inclemencias 
y los dramas sociales que allí existen. La gente vive con 
un sustento alimentario mínimo, con algunas frutas. A su 
vez, respecto al agua hay una situación de falta de pota- 
bilidad que ha hecho que hasta el día de hoy en el último 
informe del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas se 
plantee una preocupación muy acentuada con respecto al 
cólera. 


Esta ha sido la historia más reciente de esta misión de 
paz en Haití, donde Uruguay tuvo una actuación muy des- 
tacada. Llegamos a tener un contingente en el entorno de 
los 1200 uruguayos, básicamente militar, aunque también 
se contaba con algún grupo de civiles vinculados a la OSE, 
ingenieros, policías, etcétera. Como decía, con el tiempo 
se logró construir, con nuestra participación en Haití, una 
política que suele llamarse de Estado, aunque a mí me gus- 
ta llamarla una política nacional en la materia. No es un 
tema de defensa nacional pues, obviamente, nuestra par- 
ticipación en Haití no es algo que haga a nuestra defensa 
sino a nuestra política exterior. Tan así es, que nos valió re- 
conocimientos importantes en el mundo. Justamente, ayer 
o anteayer un uruguayo, el general Loitey, pasó a ocupar 
la asesoría principal, en materia militar, del secretario ge- 
neral de Naciones Unidas, el actual y el futuro. El senador 
Camy me acota que esto es histórico. Y digo «el actual» 
porque estaba en vigencia el mandato del actual secretario 
general que cambia en unos pocos días, pero el general 
continuará en su cargo porque eso está consultado con el 
secretario Guterres. 


Entonces, todo esto que hemos logrado ha sido a partir 
de decisiones políticas que al principio no fueron de con- 
senso, pero que después, con el cambio del Frente Amplio, 
que nos reunieron a todos o, mejor dicho, a casi todos, por- 
que como bien me acota el senador Mieres, el Partido In- 
dependiente no la comparte. Así que anoto, corrijo y digo 
que esta política ha reunido a una gran cantidad o a una 
mayoría del sistema político uruguayo. Creo que así refle- 
jo bien la realidad objetiva, ya que estoy hablando del Par- 
tido Nacional, del Partido Colorado y del Frente Amplio. 


Lo llamativo es que logramos construir una política 
de Estado ampliamente mayoritaria para estar presentes 
en Haití, pero en las circunstancias actuales se anuncia 
su ruptura en forma unilateral. ¿Por qué? Porque el Go- 
bierno advierte —no sé si para salir del paso y cumplir con 
su advertencia; lo digo y dejo puntos suspensivos— que 
a partir del 15 de abril retirará el contingente uruguayo, 
constituido por aproximadamente 250 personas, en forma 
definitiva. Hay un notorio rompimiento de una política ex- 
terior ampliamente mayoritaria y pasa a ser una decisión 
unilateral que no mereció consulta alguna con todos los 
demás actores del sistema político que han participado en 
la construcción de esta política. Anteayer señalábamos 
esto al canciller Nin Novoa cuando vino a la Comisión de 
Defensa Nacional. 
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Quiero hacer hincapié en que en esta decisión hay dos 
Uruguay. Uno, que dice al Parlamento en el texto del pro- 
yecto de ley —que tiene sus bemoles porque hay alguna 
palabra que puede dar lugar a cuestionamientos y luego 
haré referencia a ello— que el 15 de abril se procederá al 
repliegue de las tropas. Esto es muy paradójico, pero ese 
sería el Uruguay nacional. Pero después hay un Uruguay 
que está en el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas 
—por lo menos, lo estará por unos días más, pero lo estu- 
vo cuando se tomó esta decisión— que dice que respalda 
lo que señala este organismo, con lo que se baja notoria- 
mente un par de cambios a la decisión inicial que se ha- 
bía tomado, que era retirarse. Ahora no está planteado en 
forma definitiva, ni nada que se le parezca, el cese de la 
misión de paz en Haití, de la Minustah, el 15 de abril. Lo 
que resolvió Uruguay en el exterior —no el Uruguay nacio- 
nal que nos dice que se va sino el Uruguay en el Consejo 
de Seguridad de Naciones Unidas, conjuntamente con el 
resto de los países que lo integran— es lo que se expresa 
en el numeral 4 de la decisión operativa de la Resolución 
n.> 2313. Allí el Consejo de Seguridad, con Uruguay aden- 
tro y respaldando esta decisión, establece «su intención, 
sobre la base del examen que realizará a más tardar el 15 
de abril de 2017 de la capacidad general de Haití de garan- 
tizar la seguridad y la estabilidad y de las condiciones de 
seguridad sobre el terreno, —escuchen esto— de considerar 
la posible retirada de la Minustah y la transición hacia una 
futura presencia de las Naciones Unidas que comenzaría 
no antes del 15 de abril de 2017...». Es decir que lo que era 
una retirada sí o sí, pasó a ser la consideración de una po- 
sible retirada, siempre y cuando se den las circunstancias 
de garantías de estabilidad, seguridad y otras, porque el 
mismo informe advierte de las violaciones a los derechos 
humanos vinculadas a problemas de falta de estabilidad 
en materia de justicia, irregularidades en los procesos ju- 
diciales, la no conciliación de la Policía, razones huma- 
nitarias vinculadas a la inseguridad alimentaria, etcétera. 
En realidad, lo que se plantea en el informe es que en un 
momento se pensó en la retirada, pero como la cosa está 
complicada, ahora se va a pedir una prórroga para evaluar 
qué se hace después. Uruguay dijo que eso es verdad, es 
decir, que está complicado el panorama y que se va a eva- 
luar qué se hace luego. Ese es el Uruguay internacional, 
pero el Uruguay de aquí dice: «Nos vamos». 


Señor presidente: hay una pregunta que ya formulé en 
la comisión y la reitero aquí. ¿Qué pasaría si el secretario 
general de Naciones Unidas, el señor Guterres, que va a 
asumir y a quien el Consejo de Seguridad le encargó una 
misión de evaluación en Haití antes del 15 de abril, evalúa 
y recomienda prorrogar la presencia de la Minustah? Uru- 
guay, que ha sido líder en misiones de paz, que hace 48 
horas logró —seguramente en una gestión diplomática muy 
eficaz, descontando el mérito personal del profesional— 
que el principal asesor en materia de paz del secretario 
general sea un militar uruguayo, ¿le va a decir a las Na- 
ciones Unidas: «No, mire, usted decida lo que quiera, pero 
nosotros nos vamos igual»? Se quiere integrar el Consejo 
de Seguridad de Naciones Unidas, se tiene al principal 
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asesor en materia de misiones de paz que, seguramente, 
será a quien eventualmente el secretario general de Na- 
ciones Unidas va a consultar para plantear la prórroga y el 
país que designó a ese general y que integró el Consejo de 
Seguridad dice: «Ah no, pero nosotros nos vamos». Noto- 
riamente, vamos a estar en un problema y tengo mis du- 
das —y lo vamos a saber en poco tiempo— de que Uruguay 
diga que va a abandonar la misión humanitaria —misión 
que hemos comandado, en la que nos han reconocido y a 
la que hemos brindado solidaridad, ayuda y protección en 
diferentes áreas— a pesar de que el Consejo de Seguridad 
plantee que es necesario continuar para garantizar la vida, 
la integridad y para ayudar al pueblo de Haiti. 


Además, hay un agregado. Advierto que si se cumplie- 
ra lo que el señor ministro de Defensa Nacional comunicó 
hace cuarenta y ocho horas, el Senado debe saber que se 
votará una nueva ley de prórroga, porque el responsable de 
la cartera, el doctor Menéndez, anunció anteayer en la Co- 
misión de Defensa Nacional —está la versión taquigráfica 
para aquellos que quieran consultarla, aunque en sala esta- 
mos presentes los integrantes de la comisión— que después 
del 15 de abril, aun retirándose la mayoría del contingente 
uruguayo, va a quedar un pequeño grupo de militares —no 
importa la cantidad, pero será menor que el actual— para 
«desarmar el campamento», por decirlo en términos sen- 
cillos. 


En lo personal, señalé al ministro que si eso sucedía —y 
no tengo por qué dudar porque lo está diciendo— que fuera 
sabiendo que iba a tener que enviar otra ley para autorizar 
la prórroga de la estadía de esos militares —aunque fuera 
uno solo a desarmar una carpa en Haití, porque el artículo 
85 de la Constitución en su numeral 11) es inequívoco al 
establecer que para que haya un militar fuera del país se 
requiere autorización de la Asamblea General, la que fija- 
rá el plazo de su salida y su retorno. Entonces, el Senado 
debe tener claro que, aunque se quede un solo militar por 
temas logísticos —creo que van a ser más—, se deberá apro- 
bar una ley que lo autorice. Por tanto, esta no va a ser la úl- 
tima ley y no tengo dudas de que el Gobierno va a cumplir 
con los preceptos constitucionales. No tenemos por qué 
pensar que no sea así. 


Sabemos, porque es público y notorio, que, aun siendo 
un cambio importante en materia de política exterior del 
Uruguay, el Poder Ejecutivo en esta decisión unilateral ac- 
tual de operar una retirada no ha consultado a los partidos 
que, al principio y en soledad, han llevado adelante esta 
política. Se nos ha ignorado en algo sustantivo porque la 
participación en las misiones de paz es algo distintivo de 
nuestra política exterior. El canciller anteayer señaló que 
alguna vez, en reuniones, habíamos hablado de estos te- 
mas y nosotros le contestamos que se habrá hablado, pero 
que no hubo una consulta. Este es un proyecto de ley muy 
diferente a todo lo previo porque plantea un rompimiento 
unilateral de esta participación. 
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Aun así, debe saberse que es una ley que seguramente 
va a ser aprobada porque los partidos de la oposición en la 
Cámara de Representantes vamos a permitir que el Poder 
Ejecutivo pueda plasmarla ya que, si fuera por la bancada 
oficialista, no alcanzarían los votos. Por tanto, podemos 
decir que ni el propio partido de gobierno respalda esta po- 
lítica en forma unánime. Es bueno que este tipo de asun- 
tos sean consultados por la cuestión de fondo que señalé 
antes, pero, además, por la realidad política que se conoce 
notoriamente. 


También quería señalar que, así como advertí que va 
a haber otra ley, porque hay que cumplir con la Consti- 
tución, este mismo proyecto de ley —lo dije al pasar hace 
unos minutos— también lo advierte. Si los señores sena- 
dores leen el artículo 1. —que sufrió una modificación en 
la comisión pues se cambió un término por inexistente, 
un supuesto verbo «efectivizar»—, verán que su segundo 
párrafo establece: «Asimismo, con el fin de hacer efectivo 
el procedimiento de repliegue correspondiente y para la 
repatriación de los recursos materiales allí emplazados, 
se autoriza la permanencia del personal requerido a tales 
efectos por el período adicional considerado mínimamen- 
te necesario». Quiere decir que el propio proyecto de ley 
advierte que esto contempla un periodo de estadía mini- 
mo. El Poder Ejecutivo considera que, dadas las circuns- 
tancias, el período que se solicita puede no alcanzar para 
cumplir con los objetivos planteados y, por lo tanto, si se 
excede el tiempo mínimo se va a requerir de una iniciativa 
que lo comprenda. Insisto, el mismo proyecto de ley des- 
miente en el acto lo que se expresó con respecto a que el 
15 de abril Uruguay se retira o se retira. 


El Partido Nacional va a acompañar este proyecto de 
ley, como hemos acompañado la participación de Uruguay 
en la misión de paz de la Minustah desde 2004 a la fecha. 
Lo vamos a aprobar de acuerdo a lo que remite el texto 
enviado por el Poder Ejecutivo, pero advirtiendo que para 
nosotros la participación en esta misión de paz es un dife- 
rencial en la política exterior del Uruguay, pues seguimos 
comulgando con una política exterior de amplio respaldo, 
plural, y no con una política exterior definida unilateral- 
mente, muchas veces por consideraciones político-parti- 
darias y no por los intereses del país. 


Esta solicitud de retiro de la misión de paz de Haití 
puede contemplar intereses político-partidarios de algu- 
nos sectores del sistema político, pero no contempla los 
del país. Para que así sea, la política se debe construir de 
forma plural y no unilateralmente. 


Por lo expuesto, adelantamos la posición favorable del 
Partido Nacional sobre el proyecto de ley en cuestión y 
advertimos que seguramente esta no sea la última vez que 
hablemos de este tema en sala y en el Parlamento. 


Gracias, señor presidente. 


SEÑOR MICHELINL- Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor presidente: no era mi in- 
tención intervenir porque mis compañeros de bancada que 
son especialistas en el asunto, son los que dan la opinión. 
Sin embargo, me llevan a hacerlo algunas de las afirma- 
ciones del senador preopinante pues alguno de los cues- 
tionamientos podría llevar a votar distinto a lo que se ha 
anunciado, es decir, a acompañar el proyecto de ley. Plan- 
teo esto porque razonamos de diferente manera y, en la 
medida en que el señor senador deja una serie de constan- 
cias arriba de la mesa, para que de la versión taquigráfica 
no se malinterprete que con nuestro silencio compartimos 
esas afirmaciones —en algún caso hasta se podría hablar de 
acusación—, vamos a dar nuestro punto de vista con tran- 
quilidad, mesura, pero con mucha firmeza. 


Se desliza que el Frente Amplio cambió su posición 
cuando llegó al Gobierno en el año 2005, pero ¿está mal 
cambiar en la vida? Por supuesto que es muy importante 
ser coherente con los principios, pero si nosotros creímos 
—convencidos— que no había que estar en Haití y, luego, 
cuando llegamos al Gobierno —ya estando allí—, nos pare- 
ció que salir no era conveniente y que se estaba haciendo 
un trabajo importante, ¿está mal cambiar? Yo creo que no, 
señor presidente. No quiero entrar en comparaciones, pero 
si los pacifistas norteamericanos no hubieran cambiado de 
opinión, ya entrada la Segunda Guerra Mundial —cuan- 
do Estados Unidos es atacado los pacifistas cambian y, 
sinceramente, yo me sentía muy identificado con ellos—, 
e inclinando la balanza para que Estados Unidos entrara 
en el conflicto, quizás todavía hoy tendríamos nazismo, 
señor presidente. Cambiar o no cambiar depende de las 
circunstancias y de los tiempos. Por lo tanto: «Sí, cambia- 
mos» ¿Y cuál es el problema, si es para mejor? ¡Pobres los 
que nunca cambian, los que dicen lo mismo siempre y en 
quienes la realidad no interactúa! En todo caso, me parece 
un proceder de personas que no están viendo la realidad. 


Señor presidente: parecería que nosotros estamos rom- 
piendo una política de Estado, lo que sería muy grave. Da 
la impresión de que la conducta política sobre algunos 
asuntos es de una manera pero, en otros, es de otra forma. 
Estuvimos cinco o seis meses trabajando en el tema de la 
seguridad, aprobando proyectos, dejamos de lado, en la 
Comisión de Constitución y Legislación, iniciativas como 
la de los seguros, que era y es prioridad para el Gobierno 
por el tema de la seguridad y, sin que se hubiera terminado 
de votar todo en el Parlamento, se realizó una interpela- 
ción y se pidió elecciones. Ese esfuerzo de diálogo se vino 
al suelo. Por tanto, cuando se habla de política de Estado 
hay que tener mucho cuidado de ver la paja en el ojo ajeno 
y no la viga en el propio. 


Con respecto a la política de Estado quiero decir que 
hemos vivido verdes y maduras. Hace un tiempo, siendo 
ya legisladores, se cortaron las relaciones con Cuba sin 
que se consultase a nadie. Algunos reclamamos la política 
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de Estado y, otros, aliados al Gobierno que no estaban de 
acuerdo con esa resolución —que tomó el fallecido expre- 
sidente Jorge Batlle—, no dijeron que se estaba rompiendo 
una política de Estado. 


¿Qué es lo que hay para comprender? Lo que hay es 
una autorización del Parlamento para que las tropas estén 
en Haití hasta el 31 de diciembre de este año. Eso es lo que 
acordó el Parlamento uruguayo, aunque el senador Gar- 
cía, a quien escuchamos con toda atención, no quiera oír. 
Hasta el 31 de diciembre es la autorización parlamentaria 
y no puede haber una política de Estado por encima de la 
Constitución y de la ley. O sea que, si la ley no se vota, lo 
correcto es que el 31 de diciembre las tropas tendrían que 
estar en Uruguay. Eso es lo que acordamos. Eso es lo que 
se votó. El Gobierno pide una autorización más y anuncia 
el retiro de las tropas para el 15 de abril. Lo hace, en el 
entendido de que la tarea de Uruguay, no la de Naciones 
Unidas, en este tema está finalizada. La ONU no le va a 
pedir a Uruguay que pase por encima de la Constitución 
y de la ley. Lo hace porque quiere hacer un retiro orde- 
nado conforme a la tradición, al respeto, a la jerarquía, 
al prestigio y a la propia reputación que nuestro país tie- 
ne en estas misiones, pero si Uruguay cree que su tarea 
está terminada en Haití, está terminada, señor presidente. 
Si el Poder Ejecutivo nos está anunciando que finalizó la 
misión, ¡bueno sería asumir una política de Estado obli- 
gándolo a realizar una tarea para la cual cree que ya no 
tiene mucho que aportar! Se nos contrapone la palabra de 
Uruguay en Naciones Unidas, pero Uruguay y Naciones 
Unidas pueden creer que al 15 de abril hay que hacer una 
evaluación; quizás se sienta que la contribución a la paz 
debe continuar, pero puede ocurrir, también, que se sienta 
que Uruguay ya no tiene aportes que hacer al respecto. 
No creo que el futuro secretario general de las Naciones 
Unidas esté en desacuerdo con que alguien diga que ya 
no puede aportar. De todos modos, Naciones Unidas no 
debería abandonar, por el momento, todas las tareas; par- 
cialmente podría seguir en alguna de ellas. 


No sé si el senador García habló con el secretario ge- 
neral de las Naciones Unidas, pero no creo que el futuro 
secretario general, António Guterres, tome a mal que Uru- 
guay, que tiene una reputación y un prestigio bien gana- 
dos, diga que en esto puede aportar, en aquello también, 
y en lo otro, pero que en esta oportunidad nuestra tarea 
ha finalizado, a pesar de que creemos que, por lo menos, 
por unos meses más Naciones Unidas no debería cesar su 
presencia. Realmente, no veo el inconveniente. 


No tengo la bola de cristal, pero si el futuro secretario 
general de Naciones Unidas entiende que la tarea no está 
terminada, busca otros países para que puedan cumplirla 
durante unos meses más, y si no los encuentra, de pronto, 
vuelve a golpear la puerta a Uruguay y, entonces, el se- 
nador García quizás nos diga: «¿Vieron?». ¿Qué vimos? 
Le dijimos al secretario general que nuestra tarea estaba 
terminada, que Naciones Unidas debía seguir y quiere se- 
guir, pero si António Guterres no encuentra ningún país y 
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recurre a Uruguay, se le dirá: «Haremos las consultas» o 
«No podemos». Yo, señor presidente, preferiría no seguir 
en Haití; preferiría que esa conversación de António Gu- 
terres no se diera con Uruguay; preferiría soplarle al oído 
que hay otros países que pueden aportar en esa tierra. El 
gran problema que tenemos, señor presidente, a diferencia 
de las otras misiones de paz, es que esta está cuestionada 
internamente por algunos sectores del Frente Amplio. Es 
así. ¿Para qué lo vamos a ocultar? Si ocurriera algo —espe- 
remos que no, pero, como dije, no tenemos la bola de cris- 
tal- podría empañar, no esta misión, sino todas las otras y 
el importante papel que Uruguay tiene en ellas. 


Uno siente —por lo menos así se habló con altos jerarcas 
de Naciones Unidas— que la tarea que hay que hacer en 
Haití es mucho más policial que militar y que, concluida la 
asunción del Gobierno, esa debería ser la ayuda que habría 
que brindar desde Naciones Unidas. Esa no es nuestra es- 
pecialidad, no estamos formados para eso y no es nuestra 
contribución a la paz en el resto de las misiones. Eso es lo 
que yo creo: la tarea es mucho más policial, tiene mucho 
más riesgo, y creo que Uruguay no está preparado para ello. 


De acuerdo con lo que establece el numeral 12) del 
artículo 85 de la Constitución, a la Asamblea General 
compete: «Negar o conceder la salida de fuerzas nacio- 
nales fuera de la República, señalando, para este caso, el 
tiempo de su regreso a ella». Es lo que estamos haciendo. 
Si no me equivoco, por el segundo inciso del artículo 1.2 
estamos autorizando el repliegue de los contingentes, si 
es que, en conjunto y en acuerdo con Naciones Unidas 
—como lo establece el inciso segundo del artículo 2.—, no 
se encuentran las condiciones para retirarlos antes del 15 
abril, que es a lo que yo aspiraría. Si se los retira antes —o, 
al menos, a una gran parte del contingente—, quizás al 15 
de abril no tengamos un solo soldado en Haiti. A la vez, si 
al 15 de abril no hemos logrado retirar la totalidad de los 
contingentes, habrá que hacerlo en las semanas posterio- 
res, pero ya no como tropas. 


Alguien podría interpretar que si ello sucediera se es- 
taría violando la Constitución. A primera vista parecería 
que eso no es así, pero lo estudiaremos y seremos muy 
cuidadosos —siempre lo somos— de la Constitución y de la 
ley, a tal punto que estamos promoviendo la aprobación de 
este proyecto de ley para no violentar nuestra carta magna. 
Si el Parlamento uruguayo no lo votara, el 31 de diciem- 
bre habrá que retirar todo el contingente —es natural y de 
sentido común— y seguramente ese repliegue insumirá al- 
gunas semanas. Naturalmente, y por sentido común, dicho 
repliegue está dispuesto por el inciso segundo del artículo 
1.2 del proyecto de ley a estudio. 


Estas constancias son para dar otra visión, por si algún 
estudioso, en alguna oportunidad, hace un análisis de los 
reiterados envíos de tropas a Haití, de las distintas leyes 
y discusiones parlamentarias, así como de los diferentes 
puntos de vista. A esos efectos, queremos agregar nuestro 
punto de vista sobre algunos temas. 
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Salvo que el señor senador García tenga información 
del máximo jerarca de Naciones Unidas o de su futuro 
secretario general, António Guterres, que no haya puesto 
en conocimiento de este Senado, nuestros puntos de vista, 
con la información que tenemos de primera mano, son es- 
tos. Nosotros queremos que la tarea de Uruguay en Haití 
finalice. Creemos que podemos hablar de política de Esta- 
do cuando estamos todos de acuerdo; de lo contrario, no 
debemos estar presentes en otro país. 


Nuestra fuerza política tiene algunas observaciones 
importantes que deben entenderse y comprenderse por los 
otros partidos, porque el día de mañana algún otro partido 
político puede tener observaciones sobre alguna otra mi- 
sión de paz. Creemos que cuando el país en su conjunto no 
está de acuerdo, es mejor no estar presente. 


Naciones Unidas valora lo que hace Uruguay; valo- 
ra su voz en el Consejo de Seguridad y es una referencia 
permanente. Inclusive, personal uruguayo asume ahora en 
responsabilidades todavía más importantes en la ONU, y 
no hablará solo por Uruguay, sino que hará una gestión o 
tendrá una visión general sobre lo que es la ONU. 


En función de todo lo expresado, creemos que el 
proyecto de ley debe ser aprobado por las dos cámaras. 
Asimismo, reitero que para los estudiosos del tema es im- 
portante tener los diferentes puntos de vista, aunque los 
nuestros puedan estar equivocados. 


Era todo lo que tenía para decir. 


SEÑOR GARCÍA.- Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR GARCÍA.- Gracias, señor presidente. En rea- 
lidad, voy a contestar varias alusiones, pero adelanto que 
seré breve. 


Antes que nada, quiero decir que, pese a la facilidad 
que existe hoy en día para comunicarse, no hace falta ha- 
blar con el secretario general, sino que alcanza con leer 
los documentos que están en todos lados. Los documentos 
son de una claridad prístina y advierten lo que va a su- 
ceder. Simplemente voy a leer algunos pasajes de lo que 
dice la Resolución n.* 2313, de 13 de octubre de 2016, que 
Uruguay respaldó en el Consejo de Seguridad de Nacio- 
nes Unidas: «Reconociendo que la situación de seguridad 
durante el período que abarca el informe» —es decir, el 
último año— «siguió siendo relativamente tranquila pero 
frágil, debido a la incertidumbre política reinante, [...]. 
Observando con preocupación que, como resultado de la 
actual sequía, 3,6 millones de personas sufren inseguridad 
alimentaria y de ellas 1,5 millones sufren inseguridad ali- 
mentaria aguda, lo que podría afectar a la situación huma- 
nitaria y la estabilidad [...]. Observando con preocupación 
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la lentitud con que se avanza hacia la consolidación del 
estado de derecho y exhortando al Gobierno de Haití a 
que aborde las deficiencias de los sistemas judicial y peni- 
tenciario, la detención prolongada antes del juicio, el haci- 
namiento en las cárceles, la corrupción generalizada y la 
negación de los derechos humanos, incluidas las garantías 
de un juicio imparcial [...)». 


Luego concluye con lo que leímos anteriormente, es 
decir, que va a evaluar —baja dos cambios— y exhorta a la 
Minustah a estar pronta para desplegar contingentes rápi- 
damente. 


Lo otro que quiero señalar —y finalizo por aquí-, es 
que yo había planteado que había dos Uruguay, ¡y el señor 
senador Michelini confirma que hay dos Uruguay!, lo que 
para mí es insólito. Podrá haber dos Uruguay, pero hay un 
solo Gobierno. Sin embargo, el Gobierno que remite este 
proyecto de ley al Parlamento parece ser uno, y el Gobier- 
no que da órdenes a nuestro representante en el Consejo 
de Seguridad de Naciones Unidas parece ser otro. ¡Pero 
el Gobierno es el mismo! Le dice al embajador Rosselli: 
«Vaya y comparta el informe que dice que “vamos a ver 
qué pasa en Haití” y que seguramente no estarán dadas las 
condiciones para retirarse». Eso le dice la Cancillería al 
embajador en el Consejo de Seguridad de Naciones Uni- 
das. Y después el mismo canciller nos dice a los señores 
senadores: «Mire, nos vamos». Tenemos una misma Can- 
cillería con dos posiciones. 


La verdad es que a esta altura uno ya no se sorpren- 
de mucho, pero coincidamos en que es algo relativamente 
gracioso, por no decir preocupante y paradójico, que se 
confirme lo de los dos Uruguay. 


Advierto que el señor senador Michelini acaba de dejar 
planteado en el debate que, por lo menos él y seguramente 
otra parte del partido de gobierno, van a evaluar la posibi- 
lidad de continuar en la Minustah si el secretario general, 
finalizada su misión de evaluación antes de abril de 2017, 
golpea la puerta a Uruguay —utilizando el elemento gráfi- 
co que utilizó el señor senador Michelini— pidiéndole que 
se quede. Va a ser difícil que Uruguay diga que no cuando 
tiene el principal asesor militar en materia de misiones de 
paz que es, entre otros, el que le va a soplar al oído —utili- 
zando también la misma figura gráfica— al secretario gene- 
ral diciéndole que en Haití la cosa no está resuelta. 


Va a ser difícil que Uruguay dé un portazo y diga: «A 
pesar de integrar el Consejo de Seguridad de Naciones 
Unidas hasta hace pocos días y de tener el principal ase- 
sor militar en materia de misiones de paz, nosotros nos 
vamos». 


Dejo planteado que me parece difícil que así vaya a 
suceder. 


Muchas gracias. 
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10) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase una solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 21 de diciembre de 2016 


Señor presidente de la 
Cámara de Senadores 
Raúl Sendic 


De mi mayor consideración: 


Por la presente solicito licencia, por motivos persona- 
les, por el día 28 de diciembre del corriente año. 


Sin otro particular, saludo a usted muy atentamente. 
Javier García. Senador». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota). 
—29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunica que los señores Sebastián da Silva y 
Martín Laventure han presentado nota de desistimiento, 
informando que por esta vez no aceptan la convocatoria a 
integrar el Cuerpo, por lo que queda convocada la señora 
Cristina Reyes, a quien ya se ha tomado la promesa de 
estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 21 de diciembre de 2016 


Señor presidente de la 
Cámara de Senadores 
Raúl Sendic 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me conce- 
da licencia al amparo del artículo 1.* de la Ley n.* 17827, 
por motivos particulares, los días 28 y 29 de diciembre 
de 2016. 


Sin otro particular, saludo al señor presidente muy 
atentamente. 
Leonardo de León. Senador». 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota). 
—27 en 29. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Julio Calzada, Beatriz 
Ramírez, Felipe Carballo, Cristina Lustemberg y Saúl 
Aristimuño han presentado nota de desistimiento, infor- 
mando que por esta vez no aceptan la convocatoria a inte- 
grar el Cuerpo, por lo que se solicitará a la Corte Electoral 
la proclamación de quien corresponda. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 21 de diciembre de 2016 


Señor presidente de la 
Cámara de Senadores 
Raúl Sendic 


De mi mayor consideración: 

De acuerdo a lo establecido en la Ley n.* 17827, de 14 
de setiembre de 2004, solicito al Cuerpo que usted preside 
se sirva concederme el uso de licencia para los días 28 y 
29 de diciembre de 2016, por motivos personales. 

Sin más, lo saludo muy atentamente. 


Luis Lacalle Pou. Senador». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota). 

226 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Queda convocado el señor senador Saravia, a quien ya 
se ha tomado la promesa de estilo. 
11) SESIÓN EXTRAORDINARIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase la moción llegada a 
la Mesa. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mo- 
cionamos para que el Senado se reúna en sesión extraordi- 
naria el próximo miércoles 28 de diciembre a la hora 17 a 
fin de dar cuenta de asuntos entrados». (Firman los seño- 
res senadores Michelini, Delgado, Bordaberry y Mieres). 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción pre- 
sentada. 


(Se vota). 


26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


12) MISIÓN DE ESTABILIZACIÓN DE LAS 
NACIONES UNIDAS EN LA REPÚBLICA DE 
HAITÍ (MINUSTAH) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa la consideración 
del primer punto del orden del día. 


SENOR LORIER - Pido la palabra. 


SENOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR LORIER - Señor presidente: tenemos la nece- 
sidad de decir unas breves palabras sobre un tema que nos 
preocupó, nos motivó y nos movilizó ya desde la época del 
Gobierno de Jorge Batlle, cuando entregamos una nota al 
entonces ministro de Relaciones Exteriores, doctor Didier 
Opertti, manifestándole nuestra posición y oposición al 
envío de tropas a Haití. 


Ahora queremos seguir en la línea que venía plantean- 
do el señor senador Michelini al hacer una reflexión con 
la que coincidimos personal y partidariamente, y que tam- 
bién queremos trasladar a este ámbito. 


Pensamos que el tema es cómo apoyar a Haití —o a 
otros países que estén en la situación crítica en que está 
Haití— y no cómo apoyarnos nosotros en determinadas 
misiones. 


¿Qué vemos en ese sentido? Que todos los problemas 
haitianos están interconectados, que no son solamente mi- 
litares, policiales, sanitarios, educativos o administrativo- 
institucionales. Es una totalidad, una realidad compleja. 
Esos problemas se pueden separar para analizarlos, pero 
en la vida concreta y práctica están todos unidos y, repito, 
se potencian e influencian mutuamente. 


Desde ese punto de vista nos parece importante ver 
algo así como una especie de modelo uruguayo de apo- 
yo a países en esas condiciones. Es importante analizar 
y estudiar la posibilidad de tener algo que refleje creati- 
vamente cómo puede apoyar Uruguay —y no solo militar- 
mente— este tipo de situaciones problemáticas que viven 
países hermanos. 


Creemos que estaría bueno lo que señalaba el señor 
senador Michelini en cuanto a enfocar el tema hacia lo 
policial como la principal ayuda que debería proporcio- 
nársele al hermano país, pero a nadie escapa lo que dice el 
documento aprobado por el Consejo de Seguridad de Na- 
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ciones Unidas: «Observando con preocupación que Haití 
sigue sufriendo problemas humanitarios, subrayando la 
importancia y la urgencia del llamamiento del Plan de 
Respuesta Humanitaria puesto en marcha conjuntamen- 
te por el Gobierno de Haití y las Naciones Unidas para 
atender las necesidades humanitarias esenciales de 1,3 
millones de personas, y reconociendo que, si bien se han 
realizado importantes progresos, Haití sigue enfrentando 
graves problemas humanitarios, 


Observando que el regreso o la entrada continua de 
haitianos y descendientes de haitianos provenientes de la 
República Dominicana ha puesto a prueba la capacidad 
del Estado de prestar asistencia, 


Observando con preocupación que, como resultado de 
la actual sequía, 3,6 millones de personas sufren inseguri- 
dad alimentaria y de ellas 1,5 millones sufren inseguridad 
alimentaria aguda, lo que podría afectar la situación hu- 
manitaria y la estabilidad, 


Observando un aumento en los presuntos casos de có- 
lera y las muertes relacionadas con el cólera [...)». 


Sobre esta base, nosotros decimos que hay problemas 
militares, policiales y en el sistema jurídico-administrati- 
vo, pero también hay problemas sociales tremendamente 
importantes. 


En algún momento estuvo la idea, por ejemplo, de que 
una brigada de trabajadores de la construcción fuera a 
Haití a apoyar la construcción de viviendas. ¿Qué se dijo? 
Y debo reconocer que con razón, porque del intercambio 
colectivo surgen, diríamos, las mejores soluciones y en 
realidad había motivos. Se dijo que si fueran trabajado- 
res de la construcción a Haití y allí no hubiera un apoyo 
militar, una seguridad importante para su trabajo, po- 
drían sufrir ataques y tener, diríamos, bajas importantes. 
Sucedería lo mismo si pensáramos en enviar profesores, 
maestros, doctores en Medicina u otro tipo de apoyo que 
pensáramos brindar. 


Nos parece que así como los problemas están interco- 
nectados, también debería estarlo la ayuda. Por tanto, si 
fuera una brigada de trabajadores de la construcción, no 
solo debería tener apoyo de seguridad de quienes están 
especializados en el tema, sino que ellos mismos debe- 
rían tener capacidades autodefensivas proporcionadas por 
el mismo Ejército nacional a quienes concurran a realizar 
esas tareas, que son realmente sentidas y necesarias —aun- 
que sean un parche, lo sabemos, porque hay causas mucho 
más estructurales que explican en profundidad lo de Hai- 
tí—, porque todo lo que se pueda hacer es poco. 


Desde ese punto de vista, nos parece que lo expre- 
sado también vale para otras capas de la población que 
puedan querer ayudar o que podamos enviar: deben tener 
una protección militar o policial y, al mismo tiempo, una 
capacidad que les permita una autodefensa que, repito, las 
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fuerzas especializadas en Uruguay pueden brindar perfec- 
tamente. 


Desde un primer momento estuvimos atentos —quizás 
no lo explicitamos adecuadamente, o no pudimos desa- 
rrollar estas cosas in totum-— a los resultados que estamos 
reseñando, después de tantos años de haber mandado tro- 
pas a Haití. 


Recordamos siempre una consulta que le hicimos en 
su momento al general Licandro —que para nosotros era 
una persona de referencia en estos temas—, quien muy 
claramente nos dijo que las Fuerzas Armadas uruguayas, 
de acuerdo con las normas constitucionales, no pueden 
realizar operaciones policiales en Uruguay, pero tampo- 
co lo pueden hacer afuera. En ese sentido hemos estado 
bordeando la legalidad constitucional, porque aquí es muy 
difícil discernir entre lo militar y lo policial. 


Nosotros trabajamos con determinados principios y 
después seguimos pensando de acuerdo con esos prin- 
cipios, lo que no quiere decir que seamos dogmáticos o 
tengamos la incapacidad de adecuarnos a la vida práctica 
concreta y modificar en cada ocasión lo que correspon- 
da, teniendo en cuenta los cambios de la realidad. En ese 
marco, decimos que nos pareció correcto lo que nos dijera 
el general Licandro en forma de asesoramiento, porque 
se lo pedimos nosotros, es decir, surgió de nuestra volun- 
tad ir a conversar con él para ver cómo podíamos abordar 
este tema. 


Creemos que la vida y las realidades nos fueron dan- 
do cierto grado de razón, porque después de tantos años 
estamos a fojas cero en estos temas, y la seguridad, nos 
retiremos o no, va a seguir siendo un problema, al igual 
que la educación, la salud, etcétera. 


Me parece que esto amerita que todo el sistema, no 
solo el político, sino el conjunto de la sociedad uruguaya, 
analice este tipo de temas. Hay que buscar, en primer 
lugar, causas más profundas —porque a veces nos 
quedamos en la superficie—, y además, si queremos ser 
solidarios —como creemos que corresponde— con países 
en problemas, deberíamos pensar nuevos mecanismos, 
diríamos que multiformes, en los que estén presentes los 
aspectos militares —¿por qué no?— y los policiales, pero 
también otras cuestiones que el Uruguay puede aportar, 
porque tiene elementos humanos, capacidades creadas, 
acumuladas, para hacerlo. 


Esta es la reflexión que queríamos volcar hoy, no solo 
a este Cuerpo, sino también al conjunto de la sociedad, 
esperando —y lo decimos con total claridad y firmeza— que 
esta sea la última vez que se apruebe una prórroga de esta 
misión concreta, porque hemos ido de prórroga en pró- 
rroga y todo tiene un límite. Vamos a votar este proyecto 
de ley, pero el tema se discutió en nuestra Mesa Política y 
hay un acuerdo expreso, claro y preciso con nuestro Go- 
bierno en el sentido de que esta será la última vez que se 
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va a disponer una prórroga de este tipo, porque creemos 
que la unilateralización de la ayuda, tal como la hemos 
percibido, no ha dejado más que estos resultados que muy 
por arriba y brevemente reseñaba recién, basándome en 
un documento del Consejo de Seguridad de las Naciones 
Unidas. 


Era todo lo que tenía para decir, señor presidente. 
Muchas gracias. 
SEÑOR SARAVIA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR SARAVIA.- Señor presidente: quisiera hacer 
algunas puntualizaciones y reflexiones sobre este tema 
—que es de larga data, porque hace quizás más de una 
década que venimos discutiendo en el Parlamento sobre 
las misiones de paz y especialmente sobre la Minustah—, 
luego de escuchar con atención algunas reflexiones que 
hacían los señores senadores del partido de gobierno. 


Uruguay tiene una larga historia, una larga trayecto- 
ria, un largo prestigio internacional por su participación 
en misiones de paz, reconocido por todos los países que 
han participado con nosotros, y también, ni que hablar, por 
Naciones Unidas. Desde la Segunda Guerra Mundial y aun 
anteriormente, Uruguay ha participado con observadores 
militares en distintas zonas, pero también con misiones en 
los distintos capítulos que marca Naciones Unidas, tanto 
el capítulo VI, de mantenimiento de la paz, como el ca- 
pítulo VIL de imposición de la paz. De manera que esta 
ha sido una política de Estado histórica del Uruguay, en 
todos los tiempos. Incluso, el propio Frente Amplio, que se 
oponía terminantemente a cualquier tipo de misión de este 
tipo, cambió su posición y comenzó a apoyar. Por lo tanto, 
se avino a una línea que al Uruguay le dio prestigio en sus 
relaciones internacionales. 


Hemos participado en Eritrea, Sierra Leona, Croacia, 
Serbia. En el caso de Congo, hace muchos años que esta- 
mos en una misión de imposición de la paz que le ha cos- 
tado muchísimo al Uruguay, porque estamos permanente- 
mente en capítulo VII y con situaciones muy complejas. 


Por otra parte, no tiene que pasar desapercibido cómo 
se generó el tema de la Minustah porque, en definitiva, la 
decisión de que América en general, y América del Sur 
en particular, participe en la misión en Haití no escapa a 
una decisión estratégica del continente y a un liderazgo de 
Brasil en este tema. 


La situación que hoy vive Haití no es diferente a la 
vivida en las últimas décadas; ha sido siempre compleja, 
y no solo en el tema político, porque es un lugar donde 
funciona el narcotráfico pero donde, además, hay intere- 
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ses estratégicos del imperio o, como decía Herrera, de los 
rubios del norte. 


(Murmullos en sala). 


—Me gustaría que los señores senadores escucharan, en 
vez de conversar tanto. 


SEÑOR PRESIDENTE. Pido silencio, por favor, se- 
ñores senadores. 


SEÑOR SARAVIA.- Tampoco quiero dejar pasar el 
tema de las operaciones policiales de las Fuerzas Arma- 
das, pero me referiré a este aspecto más adelante. 


En el año 2006, Brasil modifica su política de defensa 
nacional e incluye cuatro artículos nuevos a la ley de de- 
fensa, a instancias de Itamaraty y del Comando General de 
las Fuerzas Armadas, que deciden que ese país vaya por 
sus intereses en el exterior. ¿Cuál es la principal amenaza 
que toma en cuenta Brasil en esas decisiones del comando 
de las Fuerzas Armadas y de Itamaraty? En concreto, bus- 
ca proteger los intereses estratégicos del continente con 
respecto a los recursos naturales, porque una de las prin- 
cipales amenazas es que los imperios vengan por el Ama- 
zonas, por el agua dulce, por la comida. Esa es la verdad 
de la discusión sobre Haití. ¿Por qué Brasil lidera? Porque 
ya se sabía del interés de otras naciones, sobre todo de los 
imperios, de instalar un portaaviones, nada más ni nada 
menos que en una de las arterias principales de penetra- 
ción al continente. Si hay arterias importantes en el con- 
tinente para llegar a los recursos estratégicos, son los ríos 
Uruguay, Paraná, Paraguay, Orinoco y Amazonas. Ahí 
estaba la cabecera de puente para el ingreso al continente, 
y Brasil evaluó el tema estratégicamente, como siempre 
lo ha hecho, porque sin importar si los Gobiernos son de 
derecha, de izquierda, dictaduras o no dictaduras, Brasil 
tiene una política estratégica de defensa de determinados 
recursos, sobre todo en relación con lo que ha estado en 
discusión en las últimas décadas, que es la toma del Ama- 
zonas y los recursos del acuífero Guaraní. Brasil decide 
estar para cortarle el camino a quien tenía interés de me- 
terse, y Uruguay acompaña esa decisión, que lógicamente 
es estratégica, más allá de las diferencias que podamos 
tener en el continente central en ese sentido. Es por eso 
que estamos ahí. No es algo circunstancial. Por supuesto, 
sí fuimos a colaborar y a ayudar en la situación política 
que se vivía en ese momento, y todos sabemos de qué ve- 
níamos cuando ingresamos en las misiones de paz, pero en 
realidad hubo una discusión de fondo sobre el tema. 


Ahora bien, después de todo este tiempo cabe la pre- 
gunta de si es necesario que Uruguay y otros países del 
continente sigan apoyando a Haití como lo hicieron cuan- 
do se produjo el terremoto, con misiones sanitarias, con las 
UPA, en tareas policiales y de mantenimiento de la paz, en 
el combate a la epidemia de cólera, etcétera. Naturalmen- 
te, si es necesario seguir apoyando en situaciones como 
esas, lo haremos. Pero también hay que discutir otro tema. 
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¿Qué dicen los compañeros con relación a irnos de Haití 
y dejar libre el territorio para que otros entren? Me refiero 
a los que quedaron en poner la plata para ayudar a Haití y 
hasta el día de hoy no la han puesto. ¿Cuál es el problema 
de Haití? Es que hay países ricos, del primer mundo, que 
quedaron en entregar determinadas partidas para ayudar 
a Haití y hasta el día de hoy no aparecieron. Esa es otra 
de las verdades que debe estar arriba de la mesa para la 
discusión. 


No se trata simplemente de decidir si nos quedamos 
o no; es una decisión estratégica, que tiene que ver con la 
defensa del continente y de sus recursos naturales. Haití es 
clave en la boca de entrada de las arterias del continente. 
Esa es la primera discusión que hay que dar, antes de ver 
si estamos a favor o en contra, ideológicamente, de que- 
darnos en Haití. 


Insisto: la decisión tiene que ver con la defensa estra- 
tégica del continente, y no veo que esa discusión se haya 
dado en estos últimos tiempos. Solamente se dio al prin- 
cipio, cuando se consideró el tema de Haití en 2004, 2005, 
2006 y 2007. 


En definitiva, creo que deberíamos debatir en profun- 
didad si Uruguay les va a hacer los favores a los imperios 
o va a mantener la estrategia de ayudar a un país que está 
muy debilitado. 


Es verdad que hay contradicciones. En el período pa- 
sado recibimos a senadores haitianos que quieren que se 
retiren las misiones de su país, y en parte tienen razón, 
porque intervención es intervención y a muchos no les 
gusta que dentro de su país estén otros que parece que 
están ocupando. Pero también hay que hacerles entender 
que tienen una debilidad muy importante ante los intere- 
ses que existen a nivel planetario sobre los recursos natu- 
rales, la comida y el agua dulce. Es por ahí que van a pasar 
las crisis planetarias y también las guerras del planeta; ya 
empezaron por la energía y van a seguir por la comida y 
el agua dulce. 


También se mencionó aquí otro tema que me parece 
que es de discusión menor. El capítulo VI marca clara- 
mente tareas policiales. Las Fuerzas Armadas uruguayas 
están amparadas por la Ley Orgánica Militar para hacer 
tareas policiales en sus misiones en el exterior. ¡No es con- 
tradictorio! No es así. Las misiones de Naciones Unidas 
a través del capítulo VI están amparadas por la Constitu- 
ción y la Ley Orgánica Militar. Son tareas policiales que el 
Uruguay ha realizado con eficacia y con profesionalismo 
reconocido a nivel mundial. Nunca, durante todas estas 
décadas, se ha violado la Constitución ni los preceptos de 
la Ley Orgánica Militar. 


En el caso del capítulo VII, de imposición de la paz, sí 
hay una tarea militar, pero también tiene incluida tareas 
policiales de control y pacificación de aldeas y zonas de 
riesgo. 
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Por lo tanto, las Fuerzas Armadas están amparadas en 
la Constitución y en la Ley Orgánica Militar y han cumpli- 
do con los capítulos internacionales que les han marcado 
Naciones Unidas. 


Es cuanto quería manifestar. 
SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Señor presidente: 
lamento tener que extender la discusión de este asunto 
más de lo debido, pero quiero señalar lo siguiente. 


Es cierto que el segundo inciso del artículo 1.” puede 
tener alguna falla, en virtud de que no especifica el nú- 
mero de efectivos que se van a quedar para desmontar el 
campamento en Haití. Pero lo primero es aprobar la ley, 
señor presidente. Posiblemente venga un nuevo proyecto 
de ley en su momento, porque al día de hoy el Poder Eje- 
cutivo no tiene un acuerdo con la ONU sobre cómo se va 
a desmontar el campamento ni sobre la disponibilidad lo- 
gística, o sea, el flete. Lo que sí está claro es que regresan 
el 15 de abril y que los efectivos que pudieran quedar no 
tendrán carácter de contingente ni de fuerza como tal, sino 
una función de repatriación logística, para lo que estarán 
habilitados por la propia ley que vamos a aprobar. Eso está 
muy claro en ese segundo inciso. 


En definitiva, no tengo la confirmación del Poder Eje- 
cutivo, pero es posible que venga un proyecto de ley que 
habilite a 10, 15 o 20 efectivos a quedarse con los fines que 
establece ese inciso segundo. No es que se van a quedar 
para cumplir la función específica de la Minustah. 


También quiero decir que en este tema tenemos que ser 
muy humildes. Aquí se ha hablado de la visión estratégi- 
ca del continente, y está bien. Nosotros no tenemos todo 
el conocimiento en el tema de la defensa nacional, pero 
alcanza con las versiones de nuestras Fuerzas Armadas 
=sobre las que ya hemos abundado-— acerca del comporta- 
miento que podemos tener en el marco de estas misiones 
de estabilización. Y hablando claramente de la Minustah 
y de nuestro programa de gobierno —que es por lo que me 
guío—, digo que hay que ser humildes, porque esto no lo 
podemos pensar solamente como que fuéramos servido- 
res de los imperios. No es así, señor presidente. Fuimos a 
cooperar en una misión pacificadora y de rehabilitación. 


La propia Resolución n.* 2313 de Naciones Unidas es 
muy realista, porque marca logros, pero también profun- 
das deficiencias. Y veo que en esa resolución de Naciones 
Unidas se habla mucho de la policía. Por ejemplo, el nu- 
meral 28 establece: «Condena enérgicamente los abusos y 
violaciones graves contra niños afectados especialmente 
por la violencia de las bandas de delincuentes». Por lo tan- 
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to, que haya alguien que pueda dar seguridad a la pobla- 
ción más débil es fundamental. 


Yo no pienso, como senador de la república, que Uru- 
guay haya ido a militarizar nada. Hemos ido a hacer lo que 
implica el sistema de Naciones Unidas, con todas las dudas 
y fallas que tiene. Como bien dijo en Naciones Unidas el 
expresidente Mujica: «La ONU languidece y se burocra- 
tiza por falta de poder y de autonomía, de reconocimiento 
de democracia hacia el mundo débil que es la mayoría». 
Hoy quisiéramos ver a la ONU en Siria, pero no se puede. 
«A título de ejemplo —decía el expresidente Mujica— los 
uruguayos participamos con 13 a 15 % de nuestras FF. 
AA. en las misiones de Paz». Uruguay ha colaborado sin- 
ceramente con el sistema internacional de cooperación y 
de paz; no ha colaborado sirviendo a los imperios. Y decía 
Mujica, en una crítica dura: «Llevamos años y años, siem- 
pre estamos en los lugares que nos asignan; sin embargo, 
donde se decide y reparten los recursos no existimos ni 
para servir el café». 


Por supuesto que ha habido un cambio. Uruguay inte- 
gra el Consejo de Seguridad. Y no se tienen dos discursos, 
señor presidente. Una cosa es lo que Uruguay delibera y 
aprueba en el seno de un club de amigos de Haití y otra 
cosa es lo que decidimos acá en Uruguay, soberanamente. 
Son dos cosas diferentes. 


Por otra parte, quiero decir que en Haití hubo eleccio- 
nes. Hace tres o cuatro años nos entrevistamos con el se- 
nador haitiano Jean-Charles Moise y él cuestionaba la fal- 
ta de renovación del Parlamento. Ahora hubo elecciones. 
La propia Cancillería nos mandó un mensaje muy intere- 
sante que decía: «En relación al proceso político y electo- 
ral de Haití cabe informar que el pasado 20 de noviembre 
de 2016 se celebraron las elecciones presidenciales en la 
República de Haití, habiendo sido considerada de esencial 
relevancia la presencia de la Minustah en su apoyo a la 
Policía Nacional Haitiana —-PNH-— durante el proceso elec- 
toral, el cual en términos generales se desarrolló en forma 
pacífica y sin contratiempos». 


Jovenel Moise obtuvo el 55,67 % de los votos, aunque 
los resultados definitivos se darán a conocer el próximo 29 
de diciembre. Además, señor presidente, en esta elección 
se renovó parcialmente el Parlamento —no voy a decir las 
cifras, pero está en la versión taquigráfica de la última se- 
sión de la Comisión de Defensa Nacional—; me refiero a los 
senadores y a los diputados, amén del cargo presidencial. 
Creo que esto es positivo, ya que hace tres años se cues- 
tionaba la presencia de la Minustah en el lugar porque no 
había elecciones. 


Se nos decía, casi, que estábamos garantizando una 
dictadura; eso era lo que se decía acá, en el Senado, y, sin- 
ceramente, no tolero que nadie diga que mi país banca una 
dictadura, esté donde esté. Nosotros fuimos allí y junto a 
la Minustah conseguimos esto, que es un logro. Hay que 
leer bien las 38 observaciones que nos manda Naciones 
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Unidas; como senador del Frente Amplio, yo estoy muy 
tranquilo respecto a eso. 


Señor presidente: la historia del Uruguay es una his- 
toria de cambios. No voy a mencionar nombres propios, 
pero me pregunto: ¿los actores políticos de 1905 piensan 
lo mismo de las Fuerzas Armadas —que tienen una larga 
vida en el Uruguay— que los de 2016? Los actores políticos 
que discutieron el voto secreto en los años 1913, 1914 y 
1915, que participaron de la constituyente del 30 de julio, 
¿piensan lo mismo sobre ese tema? Hubo un encontrona- 
zo formidable y está todo en las actas de la constituyente. 
Entonces, ¿podemos decir que alguien que cambió de opi- 
nión permanece radicado en el pasado? ¿Está prohibido 
eso? La democracia consiste en eso: en cambiar, en mover 
la cabeza, porque eso es el progreso del ser humano. 


Por eso no me resigno a que se diga que hay uno, dos o 
tres legisladores del Frente Amplio que piensan de manera 
diferente. ¡Enhorabuena que piensan diferente, porque so- 
mos un partido democrático! 

SEÑOR AMORÍN.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR AMORÍN.- Voy a hacer una brevísima in- 
terrupción para referirme a los cambios en la manera de 
pensar. 


Es cierto que en 120 años los partidos políticos pueden 
cambiar de posición en algún tema; pero de lo que acá se 
habla es de las personas que cambian de opinión depen- 
diendo de si están en el Gobierno o en la oposición. Es 
obvio que hay gente que cuando está en el Gobierno piensa 
y se expresa de una manera, y cuando está en la oposición 
lo hace de otra. Me parece que se ha hecho referencia a eso 
y no a que las personas no puedan evolucionar en su forma 
de pensar. ¡Por supuesto que todos podemos evolucionar! 
Obviamente, sobre muchos temas yo no pienso lo mismo 
que hace veinte años. 


SEÑOR MICHELINI.- ¡Eso no es evolucionar! 


SEÑOR PRESIDENTE.- No puede interrumpir ni des- 
ordenar, señor senador. 


SEÑOR AMORÍN.- También quiero decir que cuando 
uno no estuvo nunca en el Gobierno y pasa a estarlo, pue- 
de ver las cosas de forma diferente. Eso no es inmoral ni 
está mal; todo lo contrario, está bien. Cuando uno se pone 
del otro lado del mostrador puede ver las cosas de forma 
diferente, y es razonable. 


Es cuanto quería manifestar. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor se- 
nador Martínez Huelmo. 


SENOR MUJICA.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor senador? 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor 
senador Mujica. 


SEÑOR MUJICA.- Muy corto, señor presidente. 


Como dice el señor senador Amorín, puede cambiar 
la visión que se tiene de la realidad, pero también puede 
cambiar por la presión de la ley de la necesidad o puede 
cambiar por el grado de confianza. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor se- 
nador Martínez Huelmo. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- He terminado, se- 
ñor presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pala- 
bra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 
28 en 29. Afirmativa. 
SEÑOR MIERES.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR MIERES.- Señor presidente: hemos vota- 
do negativamente esta propuesta, como lo hemos hecho 
desde el comienzo cada vez que se planteó la misión en 
Haití, no porque estemos en contra de las misiones de paz 
todo lo contrario, pues el Partido Independiente tiene una 
postura favorable a esa política que el país ha impulsado 
desde hace tantos años— y tampoco porque tengamos una 
postura crítica de las Naciones Unidas —tenemos una opi- 
nión favorable de ese organismo que tanto ha aportado a 
la convivencia y a la paz mundial, aunque también tiene 
sus puntos débiles—, sino porque en este caso en particular 
entendimos desde el comienzo que no era correcta la par- 
ticipación de Uruguay en una misión que no iba a tener el 
resultado positivo esperado. Pienso que lo que más hace 
todo el debate que se ha dado acá es probar que el Uruguay 
terminará retirándose a la brevedad, mientras la situación 
en Haití sigue siendo la misma o peor que antes. 


Yo creo que hay misiones y misiones. Hay algunas en 
las que realmente se puede aportar, y el Uruguay lo ha 
hecho en muchas de ellas —diría que prácticamente en to- 
das—, alcanzando resultados positivos. No es el caso de 
Haití, donde tenemos una situación de una gravedad insti- 
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tucional, humanitaria, etcétera, que sigue siendo un golpe 
duro en la geografía de nuestro continente y, lamentable- 
mente, nuestra participación en esa misión no ha tenido 
resultado positivo. Así que, señor presidente, mantenemos 
nuestra posición. Ojalá nos hubiéramos equivocado, pero 
la verdad es que los hechos nos ratifican en esta postura. 


SEÑOR PRESIDENTE. Léase el artículo 1., 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- 
«Artículo 1.”.- Prorrógase hasta el 15 de abril de 2017 la 
permanencia fuera del país del Contingente Militar des- 
plegado en la República de Haití, autorizado por las Le- 
yes Nos. 17.785 de 22 de junio de 2004, 17.860 de 28 de 
diciembre de 2004, 17.926 de 15 de diciembre de 2005, 
17.992 de 20 de julio de 2006, 18.163 de 29 de julio de 
2007, 18.225 de 22 de diciembre de 2007, 18.443 de 24 de 
diciembre de 2008, 18.655 de 9 de abril de 2010, 18.727 
de 5 de enero de 2011, 18.864 de 23 de diciembre de 2011, 
19.053 de 27 de diciembre de 2012, 19.186 de 30 de diciem- 
bre de 2013, 19.309 de 7 de enero de 2015 y 19.363 de 31 
de diciembre de 2015. 


Asimismo, con el fin de hacer efectivo el procedimien- 
to de repliegue correspondiente y para la repatriación de 
los recursos materiales allí emplazados, se autoriza la 
permanencia del personal requerido a tales efectos, por el 
período adicional considerado minimamente necesario». 


SEÑOR PRESIDENTE. En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

—27 en 28. Afirmativa. 

Léase el artículo 2.” 

(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- 
«Artículo 2.”.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 
precedente, si la Organización de las Naciones Unidas re- 
suelve la finalización de la Misión de Estabilización de las 
Naciones Unidas en la República de Haití (MINUSTAH) 
antes de la citada fecha, el Poder Ejecutivo procederá a 
retirar el personal desplegado, en las condiciones que se 
acuerden con la referida organización. 


No obstante lo señalado, el Poder Ejecutivo podrá en 
cualquier momento, dentro del plazo de la prórroga pre- 
vista y por decisión fundada, reducir en mayor número los 
efectivos desplegados e incluso proceder al retiro total de 
los mismos, comunicándolo a la Asamblea General». 


SEÑOR PRESIDENTE. En consideración. 
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Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 
28 en 29. Afirmativa. 


Ha quedado aprobado el proyecto de ley, que se comu- 
nicará a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, 
por ser igual al considerado). 
13) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 
SEÑOR PRESIDENTE.- Léase una solicitud de licencia. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 21 de diciembre de 2016 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Raúl Sendic 
De mi consideración: 

Por la presente solicito a usted de acuerdo a la Ley 
n.> 17827, me conceda licencia los días 28 y 29 del corrien- 
te, por motivos personales. 


Sin otro particular, saludo a usted atentamente. 


Carol Aviaga. Senadora». 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 


licencia solicitada. 
(Se vota). 


—26 en 27. Afirmativa. 


Se comunica que el señor José Luis Falero ha presen- 
tado nota de desistimiento informando que por esta vez 
no acepta la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que 
queda convocada la señora Carmen Asiaín, a quien ya se 


ha tomado la promesa de estilo. 


14) CORONEL (MET.) RAÚL LÁZARO GARCÍA 
IGORRA. DESIGNACIÓN COMO INTEGRANTE 
DEL DIRECTORIO DEL INUMET 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en segundo término del orden del 
día: «Mensaje del Poder Ejecutivo por el que se solicita 
la venia correspondiente a los efectos de designar en 
el Directorio del Instituto Uruguayo de Meteorología, 
en calidad de vicepresidente, al señor coronel (met.) 
Raúl Lázaro García Igorra. (Carp. n. 703/2016 - rep. 
n.* 368/2016)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.? 703/2016 - rep. n.? 368/2016 
PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DEL INTERIOR 

MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA , 
MINISTERIO DE TRANSPORTE Y OBRAS PUBLICAS 
MINISTERIO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA 
MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 
MINISTERIO DE SALUD PUBLICA 

MINISTERIO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA 
MINISTERIO DE TURISMO 

MINISTERIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y 
MEDIO AMBIENTE 

MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL 


Montevideo, 7 NOV 2016 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 


El Poder Ejecutivo, actuando en Consejo de Ministros, tiene el 
honor de dirigirse a ese Cuerpo, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 187 de la Constitución de la República y artículo 6% de la Ley NO 
19.158 de fecha 25 de octubre de 2013, a los efectos de solicitar la venia 
para designar en el Directorio del Instituto Uruguayo de Meteorología, en 
calidad de Vicepresidente al señor Coronel (Met.) Raúl Lázaro García 
Igorra. 

Los antecedentes con las condiciones personales, funcionales 
y técnicas de la persona propuesta se adjuntan al presente Mensaje. 


El Poder Ejecutivo saluda a ese Cuerpo con su Mayol 
consideración.- 


l:yÉsidenio de la Reníntca 
Pertodo 2015 - 2020 


384-C.S. CÁMARA DE SENADORES 21 de diciembre de 2016 


21 de diciembre de 2016 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor sena- 
dor Garín. 


SEÑOR GARÍN.- Señor presidente: vamos a informar 
los temas incluidos en la carpeta n. 703/2016, que tiene 
por objeto dar trámite a una solicitud del Poder Ejecuti- 
vo. Atendiendo a lo establecido en el artículo 187 de la 
Constitución de la república y en el artículo 6.* de la Ley 
n.? 19158 —por la que se creó el Inumet-, el Poder Ejecutivo 
solicita la venia para designar al coronel Raúl Lázaro Gar- 
cía Igorra como vicepresidente del Directorio del Instituto 
Uruguayo de Meteorología. Para eso nos parece relevante 
presentar al Cuerpo algunos antecedentes que aparecen en 
la carpeta y que refieren a su formación, desempeño pro- 
fesional e, incluso, gestión institucional. 


El coronel García Igorra tiene formación de alférez de 
la Fuerza Aérea; es técnico en meteorología, con título 
emitido por la Escuela de Meteorología en Uruguay, y se 
recibió de meteorólogo en una escuela de meteorología de 
España. Además, tiene una formación adicional que refie- 
re a su carrera militar, a la meteorología y a la informática. 
Como consecuencia de ello ha desarrollado importantes 
tareas en su desempeño profesional especialmente en el 
ámbito de la Fuerza Aérea. 


En su currículo se detallan con precisión cada una de 
las actividades que ha desempeñado, pero nos pareció im- 
portante remarcar que el coronel García Igorra fue predic- 
tor meteorológico en la Dirección Nacional de Meteorolo- 
gía en el Aeropuerto Internacional de Carrasco entre los 
años 1983 y 1992. Asimismo, estuvo al frente de estacio- 
nes meteorológicas en diferentes partes del país. 


En cuanto a su capacitación en Informática, entre 
1986 y 1992 estuvo a cargo del Centro de Cómputos de la 
Dirección Nacional de Meteorología. Luego, desde 1996 
hasta 2000, fue jefe de la División Informática de la Fuer- 
za Aérea. 


En lo que refiere a ejercicio profesional y gestión ins- 
titucional, a partir de 2001 y hasta 2010 fue director del 
Servicio Meteorológico de la Fuerza Aérea. En ese mis- 
mo período cumplió funciones de asesoramiento en varios 
ámbitos dentro de la Fuerza Aérea. Así pues, podríamos 
destacar su asesoramiento en Meteorología Aeronáutica 
de la Dirección Nacional de Aviación Civil e Infraestruc- 
tura Aeronáutica. 


Finalmente, podríamos remarcar como un hecho des- 
tacado en su desempeño profesional al frente de la gestión 
institucional que fue el vicepresidente del Inumet desde 
el año 2014 hasta hace unos meses, cuando fue cesado el 
penúltimo directorio. 


Por otra parte, vale destacar que el coronel García 
Igorra, como parte de la evolución de su formación, ha 
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realizado diferentes tareas docentes dentro de escuelas 
e institutos que forman parte de la institución militar de 
nuestro país. En su currículo están detalladas las diferen- 
tes funciones que ha cumplido. 


De acuerdo con estos antecedentes, a nuestro entender 
queda muy claro que el coronel García Igorra tiene una 
formación muy sólida y ha tenido un desempeño profe- 
sional a lo largo de su vida activa en todo lo que refiere a 
gestión del pronóstico meteorológico y asesoramiento en 
temas meteorológicos para la actividad aeronáutica. 


Por estas razones creemos que la propuesta de de- 
signación del coronel García Igorra como vicepresidente 
del Directorio del Instituto Uruguayo de Meteorología 
contribuirá a hacer un aporte significativo —que ya viene 
realizando— en el desempeño de las tareas que ya tiene 
asignadas este organismo. Entre ellas debemos destacar 
la de ser la autoridad competente en Meteorología y en 
Meteorología Aeronáutica. 


Consideramos importante que el Inumet —institución 
que está realizando una transición hacia la órbita civil, 
después de que la Dirección Nacional de Meteorología es- 
tuviera, durante muchos años, en el ámbito de las Fuerzas 
Armadas— aproveche los conocimientos que tiene nuestra 
gente. En particular, creemos que el coronel García Igorra 
podrá seguir realizando una contribución importante en lo 
que refiere a la instalación y el fortalecimiento del Inumet, 
que fue creado en el año 2013 y que comenzó a operar 
efectivamente en 2014. 


Por lo expuesto, nos parece conveniente que el Cuerpo 
apruebe la venia de designación del coronel meteorólogo 
Raúl Lázaro García Igorra en calidad de vicepresidente 
del Instituto Uruguayo de Meteorología. 


Es cuanto quería informar, señor presidente. 
Muchas gracias. 
SEÑOR PATERNAIN- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR PATERNAIN.- Señor presidente: nosotros 
vamos a acompañar la solicitud de venia remitida por el 
Poder Ejecutivo. 


Quisiera hacer dos consideraciones breves y comple- 
mentarias a lo señalado recientemente por el señor sena- 
dor Garín. 


En primer lugar, como se sabe, los servicios meteoro- 
lógicos son herramientas estratégicas para el desarrollo de 
los países. Hay allí una convergencia casi paradigmática 
entre la lógica de la ciencia, la tecnología y las exigencias 
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de la aplicación del conocimiento que suponen, funda- 
mentalmente, formatos institucionales nuevos. 


El país efectivamente se ha dado, desde hace muy po- 
cos años, un diseño que pasa de una vieja lógica de ges- 
tión a un formato nuevo, a un diseño institucional distinto 
acorde a los requerimientos de estas tareas. 


Se ha discutido mucho si, efectivamente, un organismo 
técnico como este debía ser un servicio descentralizado. 
Eso correrá por cuenta de las evaluaciones institucionales 
que haya que hacer allí. 


Sin duda, estamos ante una transición orgánica y 
funcional. Nosotros consideramos que esa transición 
debía ser completa y abarcar el nivel de la gestión, el de 
la conducción y el del liderazgo de gestión técnico de es- 
tos procesos. Quiero señalar esto también para remarcar 
la dimensión de la transformación organizativa institu- 
cional que seguiremos apoyando en una herramienta es- 
tratégica, sobre todo, de un servicio meteorológico que 
brinda insumos ni más ni menos que para la gestión de 
los riesgos. 


En segundo lugar, quiero poner en foco, a partir de este 
nuevo esquema de organización de conducción del institu- 
to, algunos problemas sobre los cuales tenemos que estar 
advertidos para la evaluación de la gestión y que nos pre- 
ocupan. Ellos están vinculados a algunos déficits o fallas 
en ciertos procedimientos o protocolos que el país tiene, 
sobre todo, en algunos resortes relacionados con la me- 
teorología aeronáutica y con las dificultades que el país 
ha tenido para acompasar algunas observaciones inter- 
nacionales a la hora de aplicar determinados protocolos. 
Algunas de estas demandas son viejas y en el último tiem- 
po se han registrado avances, pero en el contexto de esta 
designación nos parece importante estar advertidos sobre 
la necesidad de controlar, fiscalizar y profundizar algunas 
de estas cuestiones directamente relacionadas con los re- 
sultados de gestión. 


La idea, entonces, es apuntar a una transformación or- 
ganizativa e institucional, llevar adelante una transición 
en profundidad para un organismo estratégico y estar 
advertidos sobre algunos resultados de gestión que son 
cruciales para el funcionamiento del instituto. Considero 
importantes estos dos señalamientos complementarios, de 
cara a esta nueva etapa de gestión del Instituto Uruguayo 
de Meteorología. 


Era cuanto quería manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto de resolu- 
ción. 


(Se lee). 
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SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- 
«Artículo único.- Concédese al Poder Ejecutivo la venia 
solicitada para designar en el Directorio del Instituto Uru- 
guayo de Meteorología, en calidad de vicepresidente, al 
coronel (met.) Raúl Lázaro García Igorra». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pala- 
bra, se va a votar. 


(Se vota). 
—28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunicará al Poder Ejecutivo. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SENOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Señor presidente: queremos 
expresar que desde nuestro sector parlamentario estamos 
convencidos de que el Poder Ejecutivo, cuando remite 
la venia para la designación de un nuevo integrante del 
Directorio del Inumet —al que se incorporan dos nuevos 
miembros— y solicita mantener la integración de quien 
hoy estamos votando, ha evaluado la situación, por lo que 
entendemos compartible respaldar esta solicitud. Sin du- 
das, la implantación de esta nueva institucionalidad, que 
no ha sido fácil de concretar, requiere de un nuevo tiempo 
que hoy el Senado le está dando al aprobar esta solicitud 
de venia. 


Por otro lado, deseamos manifestar que en el anterior 
período legislativo trabajamos mucho por la generación 
de esta nueva institucionalidad, el Inumet, y siempre 
fuimos receptivos al aporte, al análisis y a las inquie- 
tudes que el sindicato de trabajadores de meteorología 
nos hizo llegar. Esto formó parte de los elementos que 
nos dieron la convicción de que era necesario tener una 
nueva institucionalidad que profesionalizara la tarea 
de la meteorología en el Uruguay. Nos consta que, en 
esta etapa, esa propia organización sindical y gremial 
ha sido cuestionadora del proceso de implantación y, en 
particular, ha manifestado preocupación en torno a esta 
solicitud de venia. 


No desconocemos los problemas que han existido ni el 
posicionamiento que al respecto tienen, pero creemos que 
la institucionalidad se construye a partir de los diferentes 
análisis de circunstancias y de opiniones. En este caso 
en particular hay un componente técnico-profesional 
muy elevado en el coronel García Igorra, que nos da el 
aliciente para seguir apostando a la generación de un 
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Inumet profesional y competente, que dé al Uruguay, cada 
vez más, mayores elementos en cuanto al manejo de la 
meteorología, con el claro sentido estratégico que debe 


tener en nuestro país. 


Muchas gracias. 


SEÑOR DELGADO.- Pido la palabra para fundar 


el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor se- 


nador. 


SEÑOR DELGADO.- Señor presidente: el Partido Na- 
cional acompañó con su voto esta solicitud de venia en 
el entendido de que, al remitirla, el Poder Ejecutivo tomó 
todos los recaudos correspondientes en función de la pro- 
fesionalidad del coronel Raúl García Igorra como vicepre- 
sidente del Inumet. Fue en ese sentido que acompañamos 
la solicitud de venia, tal como quedó de manifiesto en la 


votación. 


Muchas gracias. 


15) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE - Léase una solicitud de licencia. 


(Se lee). 
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SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 21 de diciembre de 2016 


Señor presidente del Senado 
Raúl Sendic 


De mi mayor consideración: 


Por la presente solicito al Cuerpo, por motivos perso- 
nales, se me otorgue el 28 de diciembre un día de licencia. 


Sin otro particular, lo saludo muy atentamente. 
Jorge Larrañaga. Senador». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota). 
—23 en 24. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Eber Da Rosa, Jorge Gan- 
dini, Ana Lía Piñeyrúa, Omar Lafluf, Adriana Peña y Da- 
niel Peña han presentado nota de desistimiento informando 
que por esta vez no aceptan la convocatoria a integrar el 
Cuerpo, por lo que queda convocado el señor Daniel Ló- 
pez Villalba, a quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


16) FALTAS, CONSERVACIÓN Y CUIDADO DE 
LOS ESPACIOS PÚBLICOS 


SEÑOR PRESIDENTE. Se pasa a considerar el asun- 
to que figura en tercer término del orden del día: «Pro- 
yecto de ley por el que se establecen modificaciones a 
la Ley n” 19120, de 20 de agosto de 2013, sobre Faltas, 
Conservación y Cuidado de los Espacios Públicos. (Carp. 
n.- 712/2016 - rep. n.* 393/2016 - rep. n.* 393/2016 anexo 1)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.* 712/2016 - rep. n.* 393/2016 


CÁMARA DE SENADORES 


COMISIÓN DE 
CONSTITUCIÓN Y LEGISLACIÓN 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1%. Sustitúyese el texto del artículo 18 de la Ley 
N* 19,120, de 20 de agosto de 2013, el que tendrá la siguiente 
redacción: 


"ARTÍCULO 18. (Procedencia).- El proceso en audiencia se rige 
por las normas siguientes". 


Artículo 2". Sustitúyese el texto del inciso segundo del artículo 
21 de la Ley N” 19,120, de 20 de agosto de 2013, el que tendrá la 
siguiente redacción: 


"La sentencia admitirá los recursos de aclaración y ampliación, que 
deberán ser deducidos y resueltos en la propia audiencia. Así como el 
recurso de apelación, el que será sustanciado ante el Juez Letrado de 
Primera Instancia con competencia en materia penal de turno. El 
referido recurso deberá anunciarse en audiencia y fundamentarse 
dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, bajo pena de tenerlo 
por no presentado. Del mismo se dará traslado al Ministerio Público y 
Fiscal por cuarenta y ocho horas. Evacuado el traslado o vencido el 
plazo, se elevará la actuación en un plazo no mayor a cinco días. 
Recibido, el superior dictará sentencia definitiva dentro de los quince 
días siguientes”. 


Sala de la Comisión, en Montevideo, el 14 de diciembre de 2016. 


PEDRO BORDABERRY 
Miembro Informante 


PATRICIA AYALA CARLOS CAMY 


LUIS ALBERTO HEBER RUBEN MARTÍNEZ HUELMO 


RAFAEL MICHELINI DANIELA PAYSSÉ 
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PROYECTO DE LEY 


Artículo 1?. Sustitúyese el texto del artículo 18 de la Ley 19120, de 20 de agosto 
de 2013, el que tendrá la siguiente redacción: "Artículo 18. (Procedencia).- El 
proceso en audiencia se rige por las normas siguientes”. 


Artículo 2”. Sustitúyese el texto del inciso 2* del artículo 21 de la Ley 19120, de 
20 de agosto de 2013, el que tendrá la siguiente redacción. "La sentencia 
admitirá los recursos de aclaración y ampliación y de apelación por ante el 
Juzgado Letrado con jurisdicción en materia penal, que corresponda” 


Artículo 3”. Declárase, como principio, que toda sentencia definitiva, dictada por 
los Tribunales unipersonales que integran el Poder Judicial, será susceptible del 
recurso de apelación, por ante el superior correspondiente. 


Deróganse las normas que establezcan la instancia Única. 


Montevideo, 14 de noviembre de 2016 


, 
An Lo e 
y « il Y a 


Pedro Bordaberry 
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Exposición de Motivos. 


Siendo el proceso por faltas un procedimiento penal, corresponde considerar 
como un derecho inherente a la personalidad humana y derivado de nuestro 
sistema de gobierno, el doble examen que permite evitar que el juicio sobre la 
responsabilidad de las personas, dependa del criterio de un solo magistrado, sin 
habilitar la ulterior controversia. 


La sentencia 32/2106 de la Suprema Corte de Justicia, que constituye el caso 
líder consagratorio de la actual jurisprudencia, cita disposiciones de los 
instrumentos internacionales sobre derechos humanos ratificados por la 
República, que consagran el derecho a que "el fallo condenatorio y la pena .... 
sean sometidos a un tribunal superior, conforme a lo prescrito por la Ley”. (Cf. 
artículo 14 numeral 5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 
artículo 8* nral.2 de la Convención Americana de Derechos Humanos) 


Entre otras consideraciones, la sentencia referida expresa: "El "debido proceso 
legal” abarca las condiciones que deben cumplirse para asegurar la adecuada 
defensa de aquellos cuyos derechos u obligaciones están bajo consideración 
judicial. Un aspecto esencial derivado del debido proceso es el derecho a que un 
tribunal superior examine o reexamine la legalidad de toda sentencia 
jurisdiccional que resulte en un gravamen irreparable a una persona, o cuando 
ese gravamen afecte los derechos o libertades fundamentales, como es la 
libertad personal. El debido proceso legal carecería de eficacia sin el derecho a 
la defensa en juicio y la oportunidad de defenderse contra una sentencia 
adversa (cf. Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe No. 55/97, 
caso 11.137, Juan Carlos Abella, Argentina, 18 de noviembre de 1997, párrafos 
250 y 252)". 


La iniciativa que se somete a la Cámara, además de proponer la eliminación de 


la instancia única en materia de faltas, extiende tal garantía a la generalidad de 
los procedimientos sometidos a la consideración de tribunales unipersonales. 


Mo deo, 14 de noviembre de 2016 


Pedro Bordaberry * 


21 de diciembre de 2016 CÁMARA DE SENADORES 


Disposiciones citadas 


Ley N* 19.120, 
de 20 de agosto de 2013 


CAPÍTULO | 
MODIFICACIONES AL LIBRO lll, TÍTULO | DELAS FALTAS 


Artículo 1? - Sustitúyese el artículo 360 del Código Penal, en la redacción dada por 
el artículo 216 de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987 y con las 
modificaciones introducidas por los artículos 9”, 10 y 11 de la Ley N* 17.951, de 8 de 
enero de 2006, y por el artículo Único de la Ley N* 18.103, de 12 de marzo de 2007, 
por el siguiente: 


"ARTÍCULO 360 - Será castigado con pena de 7 (siete) a 30 (treinta) días de 
prestación de trabajo comunitario: 


1% (Provocación o participación en desorden en un espectáculo público).- El que, 
en un espectáculo público de cualquier naturaleza, al ingresar, durante el 
desarrollo del mismo o al retirarse, provocare desorden o participare de 
cualquier manera en él y siempre que el mismo no constituyere riña u otro delito. 


2% (Agravio u omisión de asistencia a la autoridad).- El que agraviare a la autoridad 
legítimamente investida o no le prestare el auxilio que esta reclame, en caso de 
incendio, naufragio, inundación u otra calamidad pública. 


3 (Venta o comercialización no autorizada de entradas para espectáculos 
públicos).- El que, con motivo o en ocasión de un espectáculo público, 
independientemente de su naturaleza, vendiere o comercializare de cualquier 
forma entradas para los mismos sin la autorización otorgada en forma fehaciente 
por su organizador, con la intención de obtener un provecho para sí o para un 
tercero. 


En todos los casos se procederá a la incautación de las entradas aún no 
comercializadas y que se encontraren en poder del autor. 


La misma será llevada a cabo por la autoridad competente. 


Constituye circunstancia agravante el hecho de que el agente fuere personal 
dependiente del organizador de la comercialización de dichas entradas". 


Artículo 2” - Agrégase como artículo 360 bis al Código Penal, el siguiente: 


"ARTÍCULO 360 bis.- Si las faltas previstas en el numeral 1% del artículo 360 se 
cometieren en ocasión o con motivo de la disputa de un evento deportivo de 
cualquier naturaleza, se aplicará como medida cautelar la prohibición de concurrir a 
los eventos deportivos que el Juez considere pertinentes, por un plazo máximo de 
12 (doce) meses. 


En caso de que el inculpado registrare antecedentes como infractor por violencia 
en espectáculos públicos, el referido plazo tendrá un mínimo de 12 (doce) meses y 
un máximo de 24 (veinticuatro) meses. A esos efectos para el cumplimiento de esta 
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medida, el Juez podrá disponer que el imputado deba comparecer ante la Seccional 
Policial más próxima a su domicilio o cualquier otra dependencia policial, donde 
permanecerá sin régimen de incomunicación desde 2 (dos) horas antes del inicio 
del evento deportivo y hasta 2 (dos) horas después de su culminación. 


Si el imputado no se presentase en el lugar y horario indicados sin mediar motivo 
justificado, en las fechas sucesivas será conducido por la fuerza pública". 


Artículo 3? - Sustitúyese el artículo 361 del Código Penal, en la redacción dada por 
el artículo 216 de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 351.- Será castigado con pena de 7 (siete) a 30 (treinta) días de 
prestación de trabajo comunitario: 


1% (Abuso de alcohol o estupefacientes).- El que en lugar público o accesible al 
público se presentare en estado de grave alteración psíquica o fisica producida 
por alcohol o estupefacientes, y el que por los mismos medios provocare en 
otros dicho estado. 


2% (Instigación a la mendicidad).- El que dedicare niños a mendigar públicamente. 


3 (Solicitud abusiva con acoso o coacción).- El que solicitare dinero o cualquier 
otro bien mediante actitudes coactivas o de acoso u obstaculizando o 
impidiendo de manera intencional el libre tránsito de personas a pie o en 
vehículo, por los espacios públicos. 


4” (Juego de azar).- El que en lugares públicos o accesibles al público, o en 
círculos privados de cualquier especie, en contravención de las leyes, tuviere o 
facilitare juegos de azar". 


Artículo 4” - Sustitúyese el artículo 364 del Código Penal, en la redacción dada por 
el artículo 216 de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 354.- Será castigado con pena de 7 (siete) a 30 (treinta) días de 
prestación de trabajo comunitario: 


1% (Infracción de las disposiciones sanitarias relativas a la conducción y 
enterramiento de cadáveres).- El que infringiere las disposiciones sanitarias, 
relativas a la conducción e innumación de cadáveres. 


2 (Arrojar basura en lugares no habilitados).- El que arrojare o esparciere basura 
en la vía pública o en lugares inapropiados o no destinados a esos efectos 
específicos. 


3” (Vandalismo con los depósitos de basura).- El que provocare deterioro, rotura o 
incendio en los depósitos de basura". 


Artículo 5?.- Agrégase al Código Penal el siguiente artículo: 


"ARTÍCULO 384 bis. (Infracción de la disposición sanitaria destinada a combatir las 
epizootias).- Será castigado con 10 UR (diez unidades reajustables) a 100 UR (cien 
unidades reajustables) de multa o prisión equivalente el que infringiese las 
disposiciones sanitarias relativas a la declaración y combate de las epizootias”. 


Artículo 6? - Sustitúyese el artículo 365 del Código Penal, en la redacción dada por 
el artículo 216 de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987 y con las 
modificaciones introducidas por el artículo 12 de la Ley N* 16.088, de 25 de octubre de 
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1989 y por el artículo 87 de la Ley N* 18.651, de 19 de febrero de 2010, por el 
siguiente: 


"ARTÍCULO 365.- Será castigado con pena de 7 (siete) a 30 (treinta) días de 
prestación de trabajo comunitario: 


1? (Participación en competencias vehiculares no autorizadas).- El que en 
carreteras, calles, vías de tránsito en general y en lugares no autorizados 
expresamente participare de carreras u otro tipo de competencia valiéndose de 
un vehículo con motor, 


2* (Conducción de vehículos motorizados sin la autorización correspondiente).- El 
que condujere en la vía pública vehículos motorizados sin haber obtenido del 
organismo competente los permisos correspondientes o si los mismos le 
hubieren sido suspendidos o cancelados. 


3” (Conducción de vehículos motorizados con grave estado de embriaguez).- El 
que condujere vehículos motorizados en estado grave de embriaguez con 
niveles de alcohol en la sangre supenores a 1,2 gramos por litro. 


4? (Conducción de vehículos motorizados al doble de la velocidad permitida).- El 
que condujere vehículos motorizados al doble o más del doble de la velocidad 
máxima permitida en cualquier vía de tránsito. 


5* (Conducción de vehículos motorizados sin casco protector).- El que viajare en la 
vía pública en vehículos motorizados descriptos en el artículo 7 de la Ley 
N* 19.061, de 6 de enero de 2013, sin el casco reglamentario, en violación del 
artículo 33 de la Ley N* 18.191, de 14 de noviembre de 2007. 


6? (Omisión, por el director de una obra, de las precauciones debidas).- El director 
de la construcción o demolición de una obra que omitiere las medidas 
adecuadas en defensa de las personas y de las propiedades, en tanto el hecho 
no constituya delito. 


7* (Disparo de armas de fuego y de petardos en poblado).- El que dentro de 
poblado o en sitio público, o frecuentado, disparare armas de fuego, petardos u 
otros proyectiles, que causaren peligro o alarma. 


En las situaciones previstas en los numerales 1? y 3* de este artículo, el Juez, a 
pedido del Ministerio Público, podrá imponer como pena accesoria la incautación 
del vehículo por un plazo máximo de 3 (tres) meses. Los gastos del depósito 
correrán por cuenta del propietario del vehículo”. 


* - Sustitúyese el artículo 366 del Código Penal, en la redacción dada por 
el artículo 216 de laLey N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987 y con las 
modificaciones introducidas por el artículo 1% de la Ley N* 16.130, de 22 de agosto de 
1990, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 368. (Obtención fraudulenta de una prestación).- Será castigado con 
pena de 7 (siete) a 30 (treinta) días de prestación de trabajo comunitario, el que a 
sabiendas de que no le era posible pagar, usufructuara servicios de hotel, 
restaurantes, transporte u otro servicio en general”. 
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CAPÍTULO II 


NORMAS RELATIVAS A LA CONSERVACIÓN 
Y CUIDADO DE LOS ESPACIOS PUBLICOS 


Artículo 8? - Están comprendidos en el presente Capítulo los espacios y bienes 
públicos y privados que sean de uso público. 


Artículo 9? - Declárase de interés general la preservación de los espacios públicos 
como lugar de convivencia, civismo y disfrute, donde todas las personas puedan 
desarrollar en libertad sus actividades preservando su libre circulación, ocio, encuentro 
y recreo, con respeto a la dignidad y a los derechos de los individuos, promoviendo a 
su vez, la pluralidad y la libre expresión de los diversos fenómenos y acontecimientos 
culturales, políticos y religiosos. 


Artículo 10. (Ámbito de aplicación).- El presente Capítulo tiene como ámbito de 
aplicación todos los espacios públicos del país, ya sean urbanos, suburbanos o 
rurales. 


Artículo 11.- Derechos y deberes de las personas para el libre uso y goce de los 
espacios públicos: 


1) Libertad de uso y goce de los espacios públicos: Todas las personas tienen 
derecho a expresarse y comportarse libremente en los espacios públicos, 
debiéndose respetar su libertad de acuerdo a lo consagrado por el artículo 7* de la 
Constitución de la República. Este derecho se ejerce sobre la base del respeto a 
la libertad, la dignidad y los derechos reconocidos a las demás personas, 
debiéndose mantener el espacio público en condiciones adecuadas para la 
convivencia, de conformidad con lo dispuesto en los numerales siguientes. 


2) Deber de utilizar adecuadamente los espacios públicos: Todas las personas 
tienen la obligación de utilizar correctamente los espacios públicos así como sus 
servicios e instalaciones de acuerdo con su naturaleza, destino y finalidad, 
respetando en todo momento el derecho del prójimo a su uso y disfrute. 


3) Deber de colaboración: Todas las personas tienen el deber de colaborar con las 
autoridades públicas en la erradicación de las conductas que alteren, perturben o 
lesionen la convivencia ciudadana. 


CAPÍTULO Il 
CREACIÓN EN EL LIBRO Ill, TÍTULO | DEL CÓDIGO PENAL, DEL 
CAPÍTULO VI DENOMINADO "DE LAS FALTAS POR LA AFECTACIÓN Y 
EL DETERIORO DE LOS ESPACIOS PÚBLICOS 


Artículo 12 - Incorpórase al Libro 1!!, Título 1 del Código Penal, un Capítulo VI, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 


"Capítulo VI. De las faltas por la afectación y el deterioro de los espacios públicos”. 


Artículo 13.- Incorpórase en el Libro !ll, Título 1, Capítulo Vi "De las faltas por la 
afectación y el deterioro de los espacios públicos” del Código Penal, el siguiente 
artículo: 


"ARTÍCULO 387.- Será castigado con pena de 7 (siete) a 30 (treinta) días de 
prestación de trabajo comunitario: 


1% (Vandalismo) - El que realizare actos de deterioro o destrozos en espacios 
públicos o sus instalaciones tales como bienes muebles o inmuebles, 
monumentos, señalizaciones de tránsito, semáforos y demás elementos del 
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ornato público. 


2” (Realizar las necesidades en los espacios públicos urbanos y suburbanos).- El 
que defecare u orinare en espacios públicos urbanos o suburbanos fuera de las 
instalaciones destinadas especialmente para tal fin”. 


Artículo 14.- Incorpórase en el Libro lll, Título 1, Capítulo VI "De las faltas por la 
afectación y el deterioro de los espacios públicos” del Código Penal, el siguiente 
artículo: 


"ARTÍCULO 358. (Ocupación indebida de espacios públicos).- El que fuera del 
ejercicio del derecho consagrado en elartículo 57 de la Constitución de la 
República, ocupare espacios públicos acampando o pernoctando en forma 
permanente en ellos, será castigado con pena de 7 (siete) a 30 (treinta) días de 
prestación de trabajo comunitario, si habiendo sido intimado 2 (dos) veces de que 
desista de su actitud, por parte de la autoridad municipal o policial correspondiente, 
persiste en la misma. 


Siempre que se constaten las conductas referidas, la persona será trasladada a 
una dependencia del Ministerio de Desarrollo Social a los efectos de que se recabe 
su identidad, se le ofrezca una alternativa adecuada a su situación y se dé cuenta al 
Juez competente”. 


CAPÍTULO IV 


DE LA PENA DE TRABAJO COMUNITARIO Y DEL TÉRMINO PARA LA 
PRESCRIPCIÓN DE LAS FALTAS 


Artículo 15.- Agrégase al Código Penal, el siguiente artículo: 


"ARTÍCULO 389. (Trabajo comunitario).- El trabajo comunitario es la pena que se 
impone a quien comete una falta, y consiste en la prestación de los servicios que se 
le asignen, los cuales deben ser acordes a las posibilidades físicas y mentales del 
obligado y, en la medida de lo posible, deberá estar relacionado con la falta 
cometida. 


El régimen horario para el cumplimiento del trabajo comunitario será de 2 (dos) 
horas por día. 


Es obligatorio el cumplimiento de las tareas impuestas. Si el condenado no 
cumpliere la pena de prestación de trabajo comunitario, cumplirá 1 (un) día de 
prisión por cada día de trabajo comunitario no cumplido”. 


Artículo 16.- La Oficina de Supervisión de Libertad Asistida, unidad especializada 
del Instituto Nacional de Rehabilitación, estará a cargo de la instrumentación y 
fiscalización de la pena de trabajo comunitario, debiendo elevar un informe al Juez 
competente, 


Para la instrumentación del trabajo comunitario, el Ministerio del Interior podrá 
suscribir convenios con instituciones públicas o privadas que desarrollen su actividad 
en el país. 


Artículo 17 - Sustitúyese el artículo 118 del Código Penal, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 118. (Del término para la prescripción de las faltas).- Las faltas 
prescriben a los 6 (seis) meses". 
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CAPÍTULO V 
DEL PROCESO EN AUDIENCIA POR FALTAS 


.- (Procedencia).- El proceso en audiencia y en instancia única, se rige 
por las normas siguientes. 


Artículo 19 - (De la comparecencia a la audiencia).- Recibida la denuncia o enterado 
el Juez de la presunta comisión de una falta, adoptará las medidas necesarias para la 
instrucción del proceso que se desarrollará en una única audiencia que se fijará para 
la oportunidad más inmediata, dentro de los siguientes 10 (diez) días. 


La audiencia debe celebrarse con la presencia del Juez, del indagado asistido con 
Defensor y de un representante del Ministerio Público. 


La ausencia de cualquiera de dichas personas impedirá la realización de la 
audiencia. El Juez marcará una nueva audiencia en los 5 (cinco) días siguientes de la 
misma. Sin perjuicio de ello, la ausencia sin justificación a la primera audiencia del 
Representante Público, o si el mismo faltare a la segunda convocatoria, provocará la 
clausura definitiva del proceso e implicará el sobreseimiento de la causa y el Juez 
comunicará en tal caso, a la Sede del Ministerio Público competente, la ausencia de su 
representante. Si el indagado no compareciere en forma injustificada a la primera 
audiencia o si el mismo faltare a la segunda convocatoria, el Juez ordenará su 
conducción y fijará audiencia dentro de las 24 (veinticuatro) horas siguientes al ser 
informado que se ha efectivizado la misma. 


Si el indagado compareciere sin la presencia de Defensor de su particular confianza, 
se le designará Defensor Público de inmediato, quien deberá comparecer a la 
audiencia bajo responsabilidad funcional. 


Artículo 20.- (De la audiencia de prueba y debate).- En la audiencia, si hubiera 
oposición sobre los hechos del proceso, el Juez fijará el objeto de la prueba y ordenará 
la que las partes le propongan, si las considerare admisibles y útiles, así como la que 
estimare pertinente. 


Si todos o algunos de los medios de prueba estuvieren disponibles, se producirán e 
incorporarán de inmediato y en la misma audiencia. En caso necesario, esta se 
prorrogará por un plazo no mayor de 10 (diez) días, debiendo en esa nueva 
oportunidad completarse y agregarse la prueba pendiente. 


Todas las resoluciones dictadas en el curso de la audiencia admitirán 
exclusivamente recurso de reposición. 


Diligenciada la prueba, el Ministerio Público deberá formular acusación o requerir el 
sobreseimiento en la audiencia. El Defensor, a su vez, deberá evacuar la acusación en 
el mismo acto. 


Artículo 21 - (De la sentencia).- Terminado el debate, el Juez dictará la sentencia en 
la propia audiencia, pudiendo suspenderla a esos efectos, cuando la complejidad del 
asunto así lo requiera, por un lapso no mayor de 24 (veinticuatro) horas. Reanudada la 
audiencia, el Actuario leerá la decisión -la que se ajustará, en lo posible, a lo previsto 
por el artículo 245 del Código del Proceso Penal- y la agregará a los autos. 


La sentencia solo admitirá los recursos de aclaración y ampliación, que deberán ser 
deducidos y resueltos en la propia audiencia. 


.- (De los incidentes. De la instancia única).- El Juez podrá desestimar de 
plano y verbalmente todo incidente que se promoviere por las partes. Los incidentes 
admitidos se sustanciarán y se decidirán en la audiencia. Las providencias dictadas en 
este proceso solo admitirán recurso de reposición, que se deducirá y resolverá en la 
propia audiencia. 
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Artículo 23.- (De la forma de la audiencia).- La audiencia será presidida y dirigida 
por el Juez y toda la actividad procesal realizada en la misma, que no se encuentre 
prevista en los artículos precedentes, se regirá por lo dispuesto en el Código General 
del Proceso. 


Artículo 24 - (De la competencia).- Los Jueces de Faltas en Montevideo, así como 
los Jueces de Paz Departamentales del interior, entenderán en materia de faltas. 


También tendrán competencia en la materia los Juzgados de Paz en el interior del 
país en los casos en que la Suprema Corte de Justicia, por vía de la reglamentación, 
así lo determine. 


Artículo 25.- (Derogaciones).- Deróganse los artículos 309 a 314 del Decreto-Ley 
N* 15.032, de 7 de julio de 1980 (Código del Proceso Penal) y el artículo 481 de la Ley 
N* 16.736, de 5 de enero de 1996, 
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PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLITICOS 


ARTICULO 14 


1. Todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de justicia. Toda 
persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las debidas garantias por un 
tribunal competente, independiente e imparcial, establecido por la ley, en la 
substanciación de cualquier acusación de carácter penal formulada contra ella o para 
la determinación de sus derechos u obligaciones de carácter civil. La prensa y el 
público podrán ser excluidos de la totalidad o parte de los juicios por consideraciones 
de moral, orden público o seguridad nacional en una sociedad democrática, o cuando 
lo exija el interés de la vida privada de las partes o, en la medida estrictamente 
necesaria en opinión del tribunal, cuando por circunstancias especiales del asunto la 
publicidad pudiera perjudicar a los intereses de la justicia; pero toda sentencia en 
materia penal o contenciosa será pública, excepto en los casos en que el interés de 
menores de edad exija lo contrario, o en las actuaciones referentes a pleitos 
matrimoniales o a la tutela de menores. 


2. Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma su inocencia 
mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley. 


3. Durante el proceso, toda persona acusada de un delito tendrá derecho, en plena 
igualdad, a las siguientes garantías mínimas: 


a) A ser informada sin demora, en un idioma que comprenda y en forma detallada, 
de la naturaleza y causas de la acusación formulada contra ella; 


b) A disponer del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su 
defensa y a comunicarse con un defensor de su elección; 


Cc) A ser juzgada sin dilaciones indebidas; 


d) A hallarse presente en el proceso y a defenderse personalmente o ser asistida por 
un defensor de su elección; a ser informada, si no tuviera defensor, del derecho 
que le asiste a tenerlo, y, siempre que el interés de la justicia lo exija, a que se le 
nombre defensor de oficio, gratuitamente, si careciere de medios suficientes para 
pagarlo; 


e) A interrogar o hacer interrogar a los testigos de cargo y a obtener la 
comparecencia de los testigos de descargo y que éstos sean interrogados en las 
mismas condiciones que los testigos de cargo; 


f) A ser asistida gratuitamente por un interprete, si no comprende o no habla el 
idioma empleado en el tribunal; 


9) A no ser obligada a declarar contra sí misma ni a confesarse culpable. 


4. En el procedimiento aplicable a los menores de edad a efectos penales se tendrá 
en cuenta esta circunstancia y la importancia de estimular su readaptación social. 
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5. Toda persona declarada culpable de un delito tendrá derecho a que el fallo 
condenatorio y la pena que se le haya impuesto sean sometidos a un tribunal superior, 
conforme a lo prescrito por la ley. 


6. Cuando una sentencia condenatoria firme haya sido ulteriormente revocada, o el 
condenado haya sido indultado por haberse producido o descubierto un hecho 
plenamente probatorio de la comisión de un error judicial, la persona que haya sufrido 
una pena como resultado de tal sentencia deberá ser indemnizada, conforme a la ley, 
a menos que se demuestre que le es imputable en todo o en parte el no haberse 
revelado oportunamente el hecho desconocido. 


7. Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un delito por el cual haya sido ya 
condenado o absuelto por una sentencia firme de acuerdo con la ley y el 
procedimiento penal de cada país. 
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CONVENCION AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS 
"PACTO SAN JOSE COSTA RICA" 


(Aprobada por Ley N* 15.737, de 8 de marzo de 1985, 
artículo 15) 


CAPITULO Il 


DERECHOS CIVILES Y POLITICOS 
ARTICULO 8 


Garantias Judiciales 


1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro 
de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e 
imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de 
cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus 
derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro 
carácter. 


2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su 
inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. Durante el 
proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes 
garantías mínimas: 


a. derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o 
intérprete, si no comprende o no habla el idioma del juzgado o tribunal; 


b. comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada; 


c. concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la 
preparación de su defensa; 


d. derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por 
un defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su 
defensor; 


e. derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el 
Estado, remunerado o no según la legislación interna, si el inculpado no se 
defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del plazo establecido 
por la ley: 


—- 


. derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y 
de obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas 
que puedan arrojar luz sobre los hechos; 
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g. derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse 
culpable, y 


h. derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior. 


3. La confesión del inculpado solamente es válida si es hecha sin coacción de 
ninguna naturaleza. 


4. El inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido a 
nuevo juicio por los mismos hechos. 


5. El proceso penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario para 
preservar los intereses de la justicia. 
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COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 


INFORME N? 55/97 (**) 


CASO 11.137 
JUAN CARLOS ABELLA 
ARGENTINA 
18 de noviembre de 1997 
l ANTECEDENTES 
A. CONTEXTO 
1. El presente caso se refiere a los eventos que tuvieron lugar el 23 y el 24 de 


enero de 1989 en el cuartel militar del Regimiento de Infantería Mecanizada No. 3 "Gral. 
Belgrano" (RIM 3) localizado en La Tablada, Provincia de Buenos Aires, y a las 
consecuencias de tales eventos, que afectan a 49 personas en cuyo nombre se presentó 
una denuncia ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante "la 
Comisión”). El 23 de enero de 1989, 42 personas armadas protagonizaron un ataque al 
mencionado cuartel, resultando en un combate de aproximadamente 30 horas entre los 
atacantes y fuerzas de seguridad de Argentina, que resultó en las muertes de 29 de los 
atacantes y varios agentes del Estado.!?! El cuartel del RIM 3 contaba con un arsenal, de 
donde los atacantes se apoderaron de varias armas que utilizaron para defender sus 
posiciones luego de haber ingresado al mismo. 


Le A pesar de que la democracia fue restablecida en Argentina en diciembre de 
1983 luego de casi ocho años de dictadura militar, se había producido desde entonces más 
de un levantamiento de las fuerzas armadas. Específicamente, poco más de un mes antes 
de los hechos de La Tablada, se había producido el 12 de diciembre de 1988 un 
levantamiento militar en la guarnición de Villa Martelli, por parte de un grupo conducido por 
el coronel Mohamed Ali Seineldín. 


3. En su denuncia, los peticionarios alegan que, luego de terminar el combate en 
el cuartel, los agentes del Estado incurrieron en la ejecución sumaria de cuatro de los 
atacantes capturados, la desaparición de seis más, y la tortura de todos los prisioneros, 
tanto dentro del cuartel como en dependencias policiales. Luego del ataque, fueron 
capturados cinco miembros del MTP en las inmediaciones del cuartel, y otros dos más se 
presentaron voluntariamente a las autoridades y fueron detenidos. Conforme a la petición, 
estas siete personas fueron torturadas física y psicológicamente. Las mismas personas, 
miembros del MTP, junto con trece atacantes capturados en el cuartel del RIM 3 en La 
Tablada el 24 de enero de 1989, fueron juzgados y condenados por la Ley No. 23.077, 
denominada de "defensa de la democracia" en la causa No. 231/89 "Abella, Juan Carlos y 
otros s/rebelión" (en adelante "la causa Abella”) y recibieron condenas a prisión que varían 
desde diez años hasta cadena perpetua. De acuerdo a lo previsto en dicha ley, el juicio se 
inició ante un tribunal de segunda instancia, la Cámara Federal de San Martín, cuya 
sentencia condenatoria del 5 de octubre de 1989 fue objeto de un recurso extraordinario 
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presentado por los abogados defensores y rechazado por aquélla. La defensa recurrió en 
queja ante la Corte Suprema de Justicia, que rechazó dicho recurso el 17 de marzo de 1992. 


4. La denuncia alega igualmente que las autoridades actuaron con la voluntad de 
encubrir las violaciones cometidas por los agentes del Estado. En efecto, los peticionarios 
indican que denunciaron tales violaciones ante los órganos jurisdiccionales argentinos 
dentro de la causa Abella, pero que fueron tramitadas por separado en las llamadas "causas 
judiciales paralelas”. Conforme a los peticionarios, dichas causas no fueron conducidas de 
manera seria o exhaustiva, resultando en la falta de información clara y concluyente 
respecto a las violaciones que se habrían cometido durante los acontecimientos del 23 y 24 
de enero de 1989 en La Tablada. 


B. HECHOS ALEGADOS POR LOS PETICIONARIOS 


5. El 14 de septiembre de 1992 Martha Francisca Fernández de Burgos y Eduardo 
Salerno presentaron una petición a la Comisión contra la República Argentina (en adelante 
"el Estado" o "Argentina"), denunciando los crimenes mencionados y otros supuestamente 
cometidos por agentes del Estado en conexión con los hechos de La 
Tablada. Específicamente, la petición alega la violación de los siguientes derechos 
protegidos por la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante "la 
Convención Americana"): derecho a la vida (artículo 4); derecho al respeto a la integridad 
física, psíquica y moral (artículo 5.1); derecho a ser juzgado dentro de un plazo razonable 
(artículo 7.5); derecho a las garantías judiciales (artículo 8); derecho a la igualdad ante la 
ley (artículo 24); y derecho a la protección judicial (artículo 25). 


i. Las víctimas 


6. Los peticionarios se presentan en nombre de 49 víctimas, que se individualizan 
a continuación de acuerdo a la situación jurídica y fáctica caracterizada en la denuncia. 


a. Condenados a prisión (20 personas) 


Perpetua: Claudia Beatriz Acosta, Miguel Angel Aguirre, Luis Alberto Díaz, Roberto 
Felicetti, Isabel Margarita Fernández de Mesutti, Gustavo Alberto Mesutti, José 
Alejandro Moreyra, Carlos Ernesto Motto, Sergio Manuel Paz, Luis Darío Ramos, 
Sebastián Joaquín Ramos, Claudio Néstor Rodríguez, y Claudio Omar Veiga. 


20años: Juan Antonio Puigjané. 

15 años: Dora Esther Molina de Felicetti. 

13 años: Miguel Angel Faldutti y Daniel Alberto Gabioud Almirón. 
11 años: Juan Manuel Burgos y Cintia Alejandra Castro. 

10 años: Juan Carlos Abella. 


b. Desaparecidos (6 personas) 


Carlos Alberto Burgos, José Alejandro Díaz, Juan Manuel Murúa, Iván Ruiz, Carlos 
Samojedny, y Roberto Sánchez. 


Cc. Ejecutados extrajudicialmente (4 personas) 
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Berta Calvo, Francisco Provenzano, Pablo Martín Ramos, y Ricardo Veiga. 
d. Fallecidos (19 personas) 


Eduardo Agúero, Oscar Allende, Ricardo Arjona, Julio Arroyo, Jorge Baños, Pablo 
Belli, Pedro Cabañas, José Luis Caldu, José Chebaia, Claudia Deleis, Félix Díaz, 
Roberto Vital Gaguine, Juan González Rabuggetti, Claudia Lareu, Horacio Luque, 
Miguel Angel Luque, Carlos Maldonado, Sergio Mamani, y Aldira Pereyra Nunes. 


ii, Los sucesos 
a. El ataque y el uso excesivo de fuerza 


Y Los peticionarios alegan que el ataque al RIM 3 habría tenido la intención de 
abortar un golpe de Estado militar. La petición inicia el relato de los hechos de la siguiente 
manera: 


El 23 de enero de 1989 un grupo de militantes del Movimiento Todos por la 
Patria toma la decisión de entrar al cuartel de La Tablada ante la información 
de que allí se estaría gestando un nuevo golpe militar. ..ese grupo de personas 
se movilizó con la certeza de que el golpe era inminente y fundamentaron su 
accionar en el imperativo de la Constitución Nacional Argentina, que en su art. 
21 establece para los ciudadanos la obligación de "armarse en defensa de la 
Constitución" 


8. La irrupción al cuartel del grupo, integrado por unas 40 personas, tuvo lugar 
aproximadamente a las 6:30 de la mañana en varios vehículos y derribando el portón. La 
petición aclara que 


...es importante señalar que los incursores concurrieron en sus vehículos 
particulares, portando su documentación personal y con armamento de uso 
civil adquirido cumpliendo con la reglamentación vigente en la materia para 
su adquisición. 


9. Continúa indicando la petición que un grupo se ocupó de tomar la guardia de 
prevención del cuartel, donde se encontraban soldados arrestados, y que el resto del grupo 
penetró hacia el interior del cuartel Después de poco tiempo, los atacantes fueron 
rodeados por fuerzas policiales que acordonaron el cuartel en número aproximado de 3.500, 
y sometidos a fuego indiscriminado. Tres horas después de iniciarse el ataque, los 
incursores hicieron intentos de rendición mediante banderas blancas. A pesar de ello, 
indican los peticionarios lo siguiente: 


...hacia el mediodía, llegaron tropas comandadas por el General Arrillaga. Con la 
llegada de estos soldados recrudece el fuego, que pasa de los fusiles y pistolas 
automáticas a tanques, tanquetas y cañones. El cuartel, en algunos sectores, se va 
reduciendo a ruinas sin que se acepte la rendición de los incursores ni se intente 
dialogar con ellos. Se utilizan también bombas incendiarias de fósforo. 


10. Los peticionarios alegan que el Estado incurrió en una "cruenta represión" para 
retomar el cuartel del RIM 3 en La Tablada, calificando este hecho como "innecesario, 
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desmedido, desproporcionado, inhumano, éticamente indefendible, inmoral y jurídicamente 
violatorio de toda la legislación vigente en la materia...”. Se destaca lo siguiente en la 
denuncia: 


a) Las instalaciones militares de La Tablada están rodeadas de construcciones 
civiles; 


b) Inmediatamente luego de su entrada al cuartel, los incursores fueron rodeados 
por una fuerza policial que llegó a totalizar 3.500 efectivos, que se 
mantuvieron allí hasta la llegada de las tropas del ejército a media mañana 
del 23 de enero de 1989; 


c) Las tropas del ejército estaban integradas por fuerzas especiales (comandos), 
con apoyo de blindados, tanques, ametralladoras pesadas, piezas de mortero 
y artillería pesada; 


d)  Lastropas contaron con apoyo aéreo de una sección de helicópteros; 
e) Se utilizaron bombas de fósforo blanco, o incendiarias. 


f)  Elgrupo atacante estaba integrado por unas 40 personas, con armas comunes 
de uso civil, que había dado muestras claras de rendición desde las 9:00 de 
la mañana del día del ataque. 


g)  Enelmomento señalado en el ¡tem anterior, todavía era mínimo el número de 
muertos y heridos de ambos bandos. 


11. La petición contiene igualmente varias consideraciones respecto al "marco 
legislativo interno en que debió darse la recuperación del cuartel", así como la "metodología 
represiva". En este último sentido, hacen referencia al intento de rendición que habría 
tenido lugar a las 9:00 de la mañana del 23 de enero de 1989: 


Dicho ofrecimiento no fue receptado, y por el contrario recibió una respuesta 
de fuego que obligó a los incursores a resguardarse en las construcciones del 
RIM 3...Nada de lo que se debió hacer se hizo. Por el contrario, resulta 
fantástica la explicación dada por el jefe de la represión, General Arrillaga, en 
el sentido de que no impartió la orden de rendición "por no contar con un 
megáfono". 


12. En su comunicación del 2 de febrero de 1994, los peticionarios afirman que 
todo el daño material y humano, incluyendo las muertes de los soldados que se encontraban 
dentro del cuartel 


...es consecuencia y responsabilidad de ese innecesario bombardeo, hecho 
más apuntando a la eliminación física de personas, y al aprovechamiento 
político de un hecho, que podría haberse resuelto por medios mucho menos 
cruentos. 


13. Una cinta de video remitida por los peticionarios a la Comisión contiene escenas 
de una parte del cuartel en que unas personas agitan una bandera blanca, seguidas de 
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explosiones de bombas. Los peticionarios afirman en su presentación del 27 de septiembre 
de 1994 que dicho material filmico constituye prueba de que los atacantes habían intentado 
rendirse desde la mañana del 23 de enero de 1989. 


14. La cinta de video suministrada por los peticionarios se inicia mostrando la 
explosión de bombas en el cuartel del RIM 3 (que según ellos se trataría de "napalm", o 
bombas de fósforo). En la escena siguiente aparece un instructor del ejército explicando 
que tales explosivos nunca fueron utilizados en levantamientos militares, y otro describiendo 
al subversivo marxista como alguien sin patria, lo cual le ubicaría en una categoría especial, 
peor que cualquier otro enemigo. Los peticionarios explican que esto forma parte de 
la Doctrina de Seguridad Nacional aplicada en Argentina durante la más reciente dictadura 
militar. 


15. Enotros pasajes del mencionado video, se puede notar a personas dentro de 
un cuartel agitando una bandera blanca. Según los peticionarios, esto demuestra que los 
intentos de rendición se iniciaron el primer día del ataque, y refuta lo alegado por el General 
Arrillaga en el sentido de ello ocurrió recién el segundo día. El mismo oficial afirmó que no 
había tenido gases lacrimógenos a su disposición en ese momento, pero otra parte de la 
cinta muestra a un policía con una gran cantidad de dicho elemento. 


16. Los peticionarios denuncian la violación de varias normas de derecho 
internacional humanitario por parte de agentes del Estado durante la recuperación del 
cuartel del RIM 3. Mencionan en tal sentido la Conferencia Internacional sobre los Derechos 
Humanos de Teherán de mayo de 1968, en que se solicitó a la Asamblea General de las 
Naciones Unidas que velara por el cumplimiento de la normativa humanitaria en todos los 
conflictos armados. Dicha Conferencia también propuso una revisión de las normas 
vigentes para garantizar una mejor protección a los civiles, prisioneros y participantes de 
conflictos armados, y para proscribir el empleo de ciertos métodos y medios de 
guerra. Igualmente se refiere la petición al Congreso de Derecho Humanitario de 1970 en 
San Remo, Italia, que resolvió crear un instituto especial para estudiar la mejor defensa de 
los derechos humanos durante los conflictos armados. 


17. Continúa la denuncia indicando la tarea cumplida por el Comité Internacional 
de la Cruz Roja entre 1971 y 1976 para completar y desarrollar los Convenios de Ginebra 
de 1949, resultando en la aprobación de los protocolos adicionales relacionados a los 
conflictos armados internacionales y sin carácter internacional. En 1980 fue aprobada una 
Convención General sobre el empleo de ciertas armas, junto a tres protocolos que prohiben 
el uso de artefactos que puedan abatir a la población civil, y en particular restringen el 
empleo de armas incendiarias, que, según los peticionarios, habrian sido utilizadas en la 
recuperación del cuartel de La Tablada. Siguiendo el análisis, los peticionarios hacen 
referencia a aportes doctrinarios de los profesores J. Pictet e Igor Blischenko en relación a 
la observancia de los derechos humanos y las libertades individuales durante un conflicto 
armado, así como la restricción y prohibición del uso de ciertas armas. La denuncia 
considera que 


Todos estos esfuerzos, todos estos aportes, todos estos avances en el campo 
del Derecho Humanitario, devienen en normas que el Estado argentino se ha 
comprometido honrar; toda esta normativa existente, exigible y vigente, ha 
sido violentada por el accionar de los agentes del Estado en el caso de La 
Tablada. Como así también, los principios de racionalidad, de la ciencia militar 
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en particular, en cuanto a la definición del objetivo militar y la táctica adecuada, 
dentro del marco relacionante de fines y medios. 


18. Cita la denuncia lo expresado por el General Arrillaga, quien define al oponente 
como ”...el enemigo permanente, en todo tiempo y en todo lugar". Conforme a los 
peticionarios, este concepto coincide con la definición del "subversivo" consagrada en 
la Doctrina de la Seguridad Nacional aplicada por las fuerzas armadas de América Latina 
durante las décadas anteriores. El mismo militar, de acuerdo a la petición, habría afirmado 
en el juicio que usó proyectiles de efectos incendiarios porque "...las alimañas como los 
subversivos abandonan su guarida con el fuego", 


b. Rendición de los atacantes y hechos posteriores 


19. La rendición de los atacantes tuvo lugar el 24 de enero de 1989 a las 9:00 AM. 
Las 13 personas arrestadas dentro del cuartel fueron Miguel Angel Aguirre, Luis Alberto 
Díaz, Roberto Felicetti, Isabel Margarita Fernández, Gustavo Alberto Mesutti, José Moreyra, 
Carlos Ernesto Motto, Sergio Manuel Paz, Luis Darío Ramos, Sebastián Joaquín Ramos, 
Carlos Néstor Rodríguez, Claudio Omar Veiga y Claudia Acosta. 


Torturas, ejecuciones udiciales y desapariciones 


20. Conforme a los testimonios de Sergio Paz, Miguel Aguirre, Claudio Rodríguez 
y Sebastián Ramos, todos ellos procesados en la causa Abella, Francisco Provenzano se 
encontraba con vida en el momento de la rendición. En efecto, el testimonio citado indica 
que Provenzano, Luis Díaz, Carlos Motto y Claudio Veiga salieron por la puerta del fondo 
del edificio. "Cuando les dicen que se rindan y al ver a los compañeros, Carlos Samojedny 
y yo salimos, ambos heridos pero no graves” (testimonio de Roberto Felicetti), Después de 
la rendición todos son llevados a un camino rodeado de árboles, los palpan de armas, les 
quitan los documentos, los desnudan y encapuchan, a algunos se les atan los pies, a otros 
las manos y a otros ambas cosas. Todo entre patadas, trompadas y golpes. A Felicetti le 
quiebran el brazo derecho. Todos son puestos boca abajo en ese lugar. Varios ven a 
Francisco Provenzano cuando es desnudado, golpeado y puesto con el resto, 


21. El grupo de personas que se rindió fue posteriormente llevado a un lugar del 
cuartel donde permanecieron desnudos, boca abajo y encapuchados. Los detenidos alegan 
que tuvo lugar un interrogatorio ideológico, junto con torturas físicas y psicológicas por parte 
de los militares, bajo las órdenes de un oficial que dice: "les comunico que soy Dios y decido 
quién vive y quién muere", Se les leyó una declaración que expresaba que las heridas 
sufridas por ellos habían sido consecuencia del combate. Les enseñaron una lista de trece 
nombres, en la que notaron que faltaban Francisco Provenzano, Berta Calvo y Carlos 
Samojedny. Los cadáveres de Provenzano y Calvo fueron posteriormente identificados por 
sus familiares, pero Samojedny continúa desaparecido. 


22. Carlos Ernesto Motto y Claudio Omar Veiga, ambos procesados y condenados 
en la causa, mencionaron la captura de Provenzano en las declaraciones efectuadas ante 
el juez de instrucción Gerardo Larrambebere. Motto declaró que Provenzano se había 
rendido con vida, y que sin embargo más tarde un soldado le indicó que el mismo se había 
escapado. Por su parte, Veiga declaró que había visto a Provenzano rodeado de soldados, 
y que después oyó un disparo de revólver con silenciador. El cadáver de Provenzano fue 
identificado por sus familiares debido a una operación de la columna; la denuncia afirma 


408-C.S. CÁMARA DE SENADORES 21 de diciembre de 2016 


que el mismo ”...tenía las vísceras afuera y los miembros seccionados como si le hubieran 
hecho explotar una bomba”. 


23. De acuerdo a los peticionarios, en el momento de la rendición seguía con vida 
Berta Calvo, una de las integrantes del MTP que había participado también del ataque, y 
un suboficial habría pedido una camilla para transportarla. La denuncia afirma que 


Varios compañeros escucharon que Berta dio su nombre y Moreyra alcanzó a 
verla con vida en un momento en que se le corrió la capucha. Estaba herida 
y la golpeaban bárbaramente en medio de insultos. Se escuchó que un militar 
decía: "Ésta se está por ir” y otro contestaba: "Ponéle la bolsita". Después no 
se la volvió a escuchar. Su cadáver fue reconocido por sus familiares. 


24. Conforme a los peticionarios, existen testimonios de que Carlos Samojedny fue 
capturado con vida y golpeado luego de identificarse. Los testimonios relatan que una de 
las personas que le torturaron habría expresado que venía siguiendo su "carrera" hace 
tiempo y que le causaba alegría encontrarle. Luego de los duros golpes recibidos, el 
testimonio mencionado por los peticionarios indica que Samojedny se habria 
desmayado. La denuncia manifiesta que está actualmente en condición de desaparecido. 


25. Los peticionarios denuncian que las alegadas ejecuciones extrajudiciales de 
Carlos Alberto Burgos, Roberto Sánchez, Iván Ruiz y José Díaz tuvieron lugar en la guardia 
de prevención dentro del cuartel: 


Por testimonio del soldado conscripto Marcelo Fabián Aibar y del soldado 
Oscar Miranda -que lo reconocen por fotografías- en dicha guardia de 
prevención se encontraba Carlos Alberto Burgos, a quien estos testigos 
describen y dicen que estaba vivo hasta mucho después del 
mediodía. También reconocen a Roberto Sánchez, de quien dicen que 
estaba muy malherido. Igual testimonio prestan los soldados Ricardo 
Medina y René Rojas. Reconocen también estos soldados a Ricardo Veiga, 
Iván Ruiz y José Alejandro Díaz. Cuando a las 16:00 horas el fuego hace que 
se desplome el techo de la guardia relatan que saltaron Ricardo Veiga -quien 
es fusilado ante las cámaras de televisión- José Alejandro Díaz, e Iván 
Ruiz. Dicen que estos últimos son detenidos y quedan en poder del Teniente 
Primero Nacelli. Esta detención se puede verificar por fotos publicadas en las 
revistas "Somos" y "El Porteño", donde se ve claramente cómo se los llevan 
detenidos. 


26. El mencionado teniente Nacelli reconoce en la causa Abella, ante la prueba 
que se le exhibe, ser quien aparecía en las filmaciones y fotos que ilustran el momento de 
la detención de Ruiz y Díaz. Menciona aquél que ambos fueron entregados a un cabo de 
nombre Steigman, quien en su declaración se identificó como la persona que aparecía 
llevando a punta de fusil a Ruiz y Díaz hacia el interior del cuartel. Steigman afirmó haber 
entregado los prisioneros al Mayor Varando, y a su vez éste declaró que los había ubicado 
sin custodia en una ambulancia a cargo de un suboficial de nombre Esquivel. Como este 
último figura en la nómina de los muertos en el enfrentamiento, Varanda presume que Ruiz 
y Díaz se habrían fugado, presunción aceptada por las autoridades judiciales que emitieron 
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un pedido de captura para ambos. Los peticionarios denuncian que Iván Ruiz y José 
Alejandro Díaz se encuentran en condición de desaparecidos. 


27. La denuncia manifiesta que Roberto Sánchez y Carlos Alberto Burgos estarían 
igualmente en condición de desaparecidos. El relato respectivo expresa: 


En el caso de Burgos los testimonios de los soldados mencionados dicen que 
estaba vivo más allá del mediodía hacen imposible la hipótesis manejada por 
la Fiscalía y la Instrucción de que logró escapar, ya que una vez establecido 
el cerco del ejército -a partir de las 11:00 de la mañana- esto era imposible. 
en el caso de Roberto Sánchez la Policía lo dio por abatido. En ambos casos 
no fue posible la identificación por parte de sus familiares... Todos los casos 
descriptos ejemplifican la voluntad de ocultamiento por parte de las fuerzas 
represivas y de la justicia de la suerte corrida por estas personas. 


28. Pablo Martín Ramos también habría sido ejecutado extrajudicialmente de 
acuerdo a los peticionarios. Una foto del mismo con los brazos en alto, custodiado por un 
militar, fue publicada por varios medios de prensa argentinos y extranjeros. La petición 
sostiene que la aparición de su cadáver con ocho disparos en el cuerpo y uno en la cabeza 
conmovió a la opinión pública. Cuando Sebastián Joaquín Ramos denunció en el juicio oral 
que su hermano Pablo había sido detenido con vida y luego asesinado, habría sido 
amenazado con ser expulsado de la sala por el Presidente del Tribunal, teniendo en cuenta 
que tal hecho no era objeto del proceso. 


29. En cuanto a Juan Manuel Murúa, la denuncia indica que el mismo se encontraba 
en un lugar del cuartel denominado "Compañía B”, que fue cañoneado a la tarde del 23 de 
enero de 1989. Roberto Felicetti, quien estaba en el lugar en ese momento, testificó que 
para escapar al derrumbamiento del piso superior, había saltado junto con Claudia Lareu 
(luego muerta en el combate) y Carlos Samojedny (luego desaparecido). Murúa y Juan 
Vital Gaguine no habían logrado hacerlo. Los hechos inmediatamente posteriores, así 
como el resultado, son relatados en el texto de la denuncia: 


Los sobrevivientes los llaman en varias oportunidades durante la noche, no 
obteniendo respuesta. A la mañana suben sobre los escombros y no 
encuentran los cuerpos. Meses más tarde es identificado por sus familiares 
Roberto Vital Gaguine; el cadáver de Juan Manuel Murúa no ha sido 
identificado, por lo que su situación actual es la de desaparecido. 


Trato dado a los sobrevivientes luego de la rendición 


30. Luego de la rendición, los acontecimientos se relatan de la siguiente manera: 


Los trece detenidos son bajados del celular de a uno y por un ascensor suben 
hasta un lugar donde los obligan a desnudarse. En el camino reciben golpes 
de toda clase. Luego son trasladados a pequeñas celdas donde permanecen 
desnudos. Son llevados varias veces a interrogatorios, otra vez 
encapuchados. Allí se los vuelve a golpear, y los interrogatorios son 
fundamentalmente ideológicos, y con ellos participan varias personas, entre 
ellas mujeres. Recién el miércoles en la madrugada los detenidos reciben 
algún tipo de atención médica. 
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31. Los integrantes del grupo de detenidos que se encontraban con heridas más 
graves son trasladados al Hospital Ramos Mejía para ser atendidos. Alegan los 
peticionarios que éstos siguen siendo torturados en la guardia del hospital, donde Joaquín 
Sebastián Ramos es atendido sin quitarle las esposas. El médico le dice a éste que le 
gustaría hacerle hablar ”...introduciéndole un hierro caliente en el ano", y a los policías les 
expresa ”...no sé porqué pierden el tiempo con estos tipos. Los hubieran matado y ahora 
no tendríamos que trabajar nosotros”. 


32. Los detenidos fueron trasladados en distintos grupos y en distintos días a los 
tribunales, normalmente encapuchados y esposados, en medio de golpes y amenazas. La 
denuncia expresa que 


Durante el último traslado a Tribunales Joaquín Sebastián Ramos, Claudio Rodríguez, 
Claudio Veiga, Luis Díaz y Carlos Motto son encapuchados como en los otros 
traslados. Cuando bajan del camión los esperan dos filas de uniformados que los golpean 
antes de entrar a las celdas. Dentro de las celdas entra un grupo formado por 3 o 4 
personas y , boca abajo y esposados, los golpean. A Veiga le provocan una hemorragia 
nasal que casi lo ahoga, a Díaz le fracturan una costilla y los otros quedan todos con 
contusiones, Llevados ante el Juez Larrambebere - en el estado que se describe- en 
presencia de éste los siguen golpeando hasta que por fin el Juez interviene, 


Cómplices 


33. Alas 7:00 PM del 23 de enero de 1989, a unas 20 cuadras del cuartel de La 
Tablada, fueron arrestados Juan Carlos Abella, Juan Manuel Burgos, Dora Molina de 
Felicetti, Miguel Angel Faldutti y Daniel Gabioud Almirón. Todos ellos son conducidos a la 
comisaría de San Alberto, en la Provincia de Buenos Aires. Los detenidos denuncian que 
allí son arrojados al piso, esposados con las manos a la espalda, lo cual produce un 
desgarro en el brazo izquierdo de Abella. En medio de insultos y amenazas, son golpeados 
y pateados en el piso. Luego sienten una inyección que los adormece y pierden noción del 
tiempo, seguido de un interrogatorio ideológico con amenazas y golpes. Denuncian además 
que en la oportunidad Abella es sometido a varios simulacros de fusilamiento. 


34.  Elmartes 24, se anota a los cinco arrestados como "detenidos por averiguación 
de antecedentes”, y se les hace firmar un papel en que se les comunica que quedan a 
disposición del Juez Federal Larrambebere, en carácter de procesados e 
incomunicados. Conforme a la petición, ninguno de ellos tenía antecedentes criminales, y 
se encontraban a gran distancia del cuartel cuando fueron arrestados, de manera que la 
única razón para privarlos de su libertad era su membrecía en el MTP, una organización 
legal. 


35. La denuncia continúa relatando que entre las 7:00 y las 8:00 de la mañana del 
mismo día, los detenidos son trasladados a distintas comisarias de la Provincia de Buenos 
Aires, en medio de nuevos golpes y amenazas. Según la petición, Dora Molina es sometida 
a tortura psicológica, incluyendo insultos por su condición de mujer; todos son privados de 
alimentos durante su permanencia en las comisarías, situación que se prolonga hasta el día 
viernes 27 de enero en los casos de Daniel Gabioud Almirón y Juan Carlos Abella. 
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36. Fray Antonio Puigjané, sacerdote y miembro de la dirigencia del MTP, se 
presentó ante el juez el lunes 30 de enero de 1989, y fue detenido e incomunicado. Se 
trasladó a Puigjané a la delegación de la Policia Federal en el edificio de los tribunales, 
donde la petición indica que sucedió cuanto sigue: 


Allí es sometido a un intenso interrogatorio ideológico por un oficial y dos 
sujetos más. El oficial lo interroga durante una hora, entre insultos, 
acusaciones y amenazas. Cuando se le pregunta sobre los sucesos de La 
Tablada, Puigjané manifiesta no saber nada - aserto que fue confirmado por 
las declaraciones de Roberto Felicetti- y el oficial le responde: "Usted es el 
ideólogo, el verdadero responsable...usted es un zurdo". En un momento, 
cuando el padre Antonio expresa "Yo lamento toda vida que es truncada, toda 
vida es sagrada”, el oficial le responde "Yo no lamento nada; esto nos vino 
bien, nos puso en pie de guerra. Vamos a matarlos a todos ustedes los 
zurdos. Volvimos y los vamos a matar en la democracia". Al terminar fue 
trasladado donde permaneció 30 horas sin agua ni comida hasta que le toma 
declaración el Juez Instructor. Este -ante la denuncia del padre Antonio- 
justifica plenamente el interrogatorio realizado en sede policial. 


37. En dicha fecha compareció voluntariamente al juzgado federal Cintia Alejandra 
Castro, y la denuncia indica que la misma fue sometida a un interrogatorio ideológico del 
mismo tipo que los demás. Declara que ”...estuvo en las inmediaciones del cuartel un 
tiempo corto observando, en la creencia de que se trataba de un golpe militar en marcha" y 
reclama la desaparición de su compañero Carlos Samojedny, sin resultado alguno. Quedó 
detenida en las mismas condiciones que Puigjané. 


Cc. La causa Abella 


38. Los peticionarios argumentan que el Estado no solo faltó a su obligación de 
investigar, sino que actuó para evitar que los hechos que verdaderamente acontecieron 
fueran dilucidados en el juicio. Se alega igualmente que el Estado no cumplió con su 
obligación bajo el artículo 1.1 debido al trato discriminatorio de los presos en base a su 
postura política, o su ideología, como en el caso del Padre Puigjané, exponente de la 
Teología de la Liberación. 


(11 El Comisionado Oscar Luján Fappiano, de nacionalidad argentina, no participó en la discusión y votación del presente caso, 
en cumplimiento del Art, 19.2.3 del Reglamento de la Comisión, 
11 Muchos de los atocantes eran miembros del Movimiento Todos por la Patria (MTP), El MTP es un movimiento político que 
ha operado en la legalidad en la Argentina desde mayo de 1986, incluso participando en actos de elección de autoridades 
nacionales y provinciales, y cuyas actividades no fueron prohibidas antes ni después de enero de 1989. 
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Se ia S.C.J. No. 16 


MINISTRO REDACTOR DR. JORGE OMAR CHEDIAK GONZALEZ 


MINISTROS DISCORDES DR. JORGE TOMAS LARRIEUX RODRIGUEZ Y DR, 
FELIPE HOUNIE 


VISTO: 

Para sentencia definitiva estos autos caratulados: “RODRIGUEZ CHILES, 
GERARDO MATTOS - FALTA - EXCEPCION DE INCONSTITUCIONALIDAD 
ARTS. 3 INC. 4, 15, 16, 18 Y 20 A 22 DE LA LEY NO. 19.120 ”, lUE 292-236/2015. 
CADE 8169. 


RESULTANDOS: 

1) En la audiencia celebrada el 25 de mayo de 2015, el indagado opuso la excepción 
de inconstitucionalidad contra los arts. 3 inc. 4, 15, 16, 18, 20, 21 y 22 de la Ley No. 
19.120. CADE 8169. 


El excepcionante fundó su defensa en los siguientes argumentos: 


a) El nuevo proceso por faltas vulnera palmariamente los derechos a la seguridad 
jurídica y al debido proceso, puesto que se desarrolla en instancia única. Se afecta, 
en definitiva, el derecho de defensa, en virtud de que no se cuenta con el tiempo ni 
con los medios razonables para el adecuado ejercicio de dichas garantías. Las faltas 
son, en esencia, delitos que se diferencian de estos tan solo por su escasa 
gravedad. En consecuencia, resultan aplicables a las faltas todos los principios y las 
normas del Derecho Penal liberal, entre las cuales se encuentra la posibilidad de 
revisión del fallo por parte de un tribunal superior, que constituye la garantía de la 
doble instancia. CA DE 8169. 


b) La posibilidad de imponer la prestación de trabajo forzado colide con los arts. 53 
y 54 de la Constitución Vigente. De acuerdo con lo previsto en la Carta, el trabajo 
debe ser realizado libremente y a cambio de una remuneración. También se vulnera 
el art. 55 de la Constitución Vigente, en la medida en que no se reglamenta la 
distribución imparcial y equitativa del trabajo comunitario a imponerse. CA D E 
8169. 


c) Asimismo, el hecho de que se equipare un día de trabajo con un día de prisión 
transgrede el principio de proporcionalidad de la pena. Como consecuencia de un 
incumplimiento absolutamente menor, la norma establece que se puede disponer la 
privación de libertad de una persona, lo que constituye una situación irracional y 
desproporcionada. Además, la limitación de la libertad ambulatoria por el mero 
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hecho de conducir vehículos alcoholizado violenta el sentido común (fs. 8-9 vto.). C 
ADE 8169. 


II) Por resolución No. 1.555 del 25 de mayo de 2015, el Sr. Juez de Paz 
Departamental de Maldonado de 10. Turno suspendió el procedimiento y elevó las 
actuaciones a conocimiento de la Suprema Corte de Justicia (fs. 10) CADE 8169. 


111) Recibidos los autos en la Corporación el 29 de mayo de 2015 (fs. 12), ésta, por 
auto No. 640 del 4 de junio de 2015, les otorgó traslado a la Sra. Fiscal Letrada 
Departamental de Maldonado de 20. Turno y vista al Sr. Fiscal de Corte (fs. 13). C 
ADE 8169. 


IV) A fs. 21-27, la Sra. Fiscal Letrada Departamental de Maldonado de 20. Turno 
evacuó el traslado de la excepción de inconstitucionalidad, abogando por el amparo 
de la defensa respecto de los arts. 18 y 21 de la Ley No. 19.120. CADE 8169. 


V) El Sr. Fiscal de Corte evacuó la vista conferida, expresando que, en su opinión, 
correspondería declarar inconstitucional, exclusivamente, el art. 21 inc. 2 de la Ley 
No. 19.120 (fs, 31-46 vto.). CADE 8169. 


VI) Por decreto No. 1.098 del 12 de agosto de 2015, se dispuso el pasaje de los 
autos a estudio para sentencia (fs. 54), a cuyo término se acordó el presente 
pronunciamiento en forma legal y oportuna. CA D E 8169. 


CONSIDERANDOS: 

1) La Suprema Corte de Justicia, por el quórum legalmente requerido (art. 56 inc. 1 
de la Ley No. 15.750), hará lugar parcialmente a la defensa opuesta y, en su mérito, 
declarará inconstitucionales los arts. 18 y 21 inc. 2 de la Ley No. 19.120, por los 
fundamentos que expresará a continuación. CA DE 8169. 


11) Con carácter liminar, corresponde analizar la legitimación del excepcionante. C 
ADE 8169. 


Como ha señalado la Corporación en anteriores oportunidades, el indagado en el 
proceso de faltas ostenta legitimación para impugnar las normas que regulan su 
estatuto de parte, en el bien entendido de que puede considerarse lesionado en su 
interés directo, personal y legítimo por la aplicación de aquéllas (arts. 258 inc. 1 de 
la Constitución Vigente y 509 ord. 10. del C.G.P.) CADE 8169. 


En otras palabras, el excepcionante está siendo indagado por la presunta comisión 
de una falta, por lo cual le resultan aplicables las previsiones de la Ley No. 19.120. 
CADE 8169. 


De acuerdo con la regla contenida en el art. 258 de la Carta (reiterada en el art. 509 
del C.G.P.), están legitimados para promover la declaración de inconstitucionalidad 
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de una Ley todos aquellos que se consideren lesionados en su interés directo, 
personal y legítimo. CA D E 8159. 


La titularidad efectiva de dicho interés por el promotor de la declaración de 
inconstitucionalidad y su real afectación por la disposición legal impugnada resulta, 
pues, presupuesto de la obtención de una sentencia eficaz sobre el mérito de lo 
pretendido (cf. Vescovi, Enrique, en Cuadernos de Derecho Procesal, T. 1, 1973, 
pág. 123) CADE 8169. 


En consecuencia, resultan aplicables al presente asunto las normas cuya 
regularidad constitucional cuestionó el excepcionante y, conforme lo indicó este 
Colegiado en varias oportunidades al considerar la regularidad constitucional de la 
Ley No. 18,572 (cf. Sentencia S.C.J. No. 221/010, entre muchas otras), no 
solamente operan razones de economía procesal para concluir afirmativamente 
sobre la legitimación del promotor, sino que también debe ponerse de relieve que 
es indudable que quien opuso la excepción ingresó en el presente procedimiento y, 
por consiguiente, se le aplicarán todas las normas contenidas en la Ley objeto de 
análisis (obviamente, aquellas relacionadas con la falta que se le imputa). Por lo 
que no tiene que esperar la ocurrencia puntual de las situaciones reguladas para 
que su interés se actualice y devenga directo (cf. Sentencia S.C.J. No. 65/014 y 
Sentencia S.C.J. No. 133/015 de este Alto Cuerpo, entre otras). C ADE 8169. 


En cuanto a la legitimación activa y sin perjuicio de compartir las consideraciones 
generales que se acaban de realizar, el Sr. Ministro Dr. Hounie considera que el 
promotor no está legitimado para solicitar la declaración de inconstitucionalidad de 
los arts. 3 y 16 de la Ley No. 19.120. CADE 8169. 


En tal sentido, el mencionado Sr. Ministro pone de relieve que el art. 3 de la Ley No. 
19.120 dispone la nueva redacción del art. 361 del Código Penal, norma que 
contiene cuatro numerales en los que describe cuatro tipos de faltas. La disposición 
que se impugnó es el numeral cuarto, que tipifica la falta “Juego de azar”. Dada la 
naturaleza de los hechos que motivaron la citación del promotor en calidad de 
indagado (el haber protagonizado, alcoholizado, un siniestro de tránsito 
conduciendo un vehículo, cf. fs. 5), el Sr. Ministro Dr. Hounie concluye que el 
promotor carece de legitimación respecto de esta impugnación, dado que refiere a 
un supuesto de hecho que no tiene ninguna relación con el caso de autos. CAD E 
8169. 


Y en cuanto a la ausencia de legitimación con relación al art. 16, dicho Sr. Ministro 
considera que ni se invocó ni surge un interés directo del promotor en su 
impugnación (dicha disposición establece cuál es el órgano competente para 
instrumentar y fiscalizar la pena de trabajo comunitario, así como que el Ministerio 
del Interior podrá suscribir convenios para instrumentar el trabajo comunitario). CA 
DE 8169. 
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Por tales argumentos, el Sr. Ministro Dr. Hounie entiende que no corresponde 
ingresar al mérito de la inconstitucionalidad invocada respecto de tales 
disposiciones. CADE 8169. 


111) Con relación al art. 3 inc. 4 de la Ley No. 19.120, el excepcionante no cumplió 
con los requisitos exigidos en el art. 512 del C.G.P., en la medida en que no 
fundamentó, con precisión y claridad, en qué consistiría la supuesta 
incompatibilidad entre dicha disposición legal y la Constitución de la República, 
defecto que conduce, inexorablemente, al rechazo de la impugnación dirigida en 
este sentido. CA D E 8169. 


IV) En cuanto a la excepción deducida contra los arts. 15 y 16 de la Ley No. 19.120, 
no le asiste razón al promotor, CAD E 8169. 


La Corporación considera que estas normas no resultan contrarias a la Constitución 
de la República. C AD E 8169. 


En particular, no existe vulneración alguna a la seguridad jurídica. C A D E 8169. 


La Ley ha cumplido con establecer la pena que corresponde aplicar a la conducta 
descripta y ésta consiste en la prestación de tareas comunitarias. C A D E 8169. 


Asimismo, corresponde des-tacar que la Suprema Corte de Justicia ya se ha 
pronunciado sobre la regularidad constitucional de dichas normas, por lo que es 
dable reiterar los fundamentos expuestos en tales ocasiones. CA DE 8169. 


Así, este Colegiado ha sostenido: 


"No le asiste razón al excepcionante, desde que la 'prestación de trabajo 
comunitario' previsto en los artículos 15 y 16 de la Ley No. 19.120, bajo ninguna 
forma puede equipararse a la noción de trabajo forzoso' definido en diversos 
instrumentos internacionales recogidos en nuestra legislación. C A D E 8169. 


A fin de la conceptualización de lo que debe entenderse como Trabajo Forzado, 
corresponde tener presentes las reglas que rigen al respecto en nuestro país: 


(A) Convenio Internacional del Trabajo, CONVENIO OIT No. 29, adoptado por la 
Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo en el transcurso 
de su decimocuarta reunión celebrada en Ginebra en junio de 1930, aprobado por 
Ley No. 16.643 (promulgada el 8/X11/1994): 


“Artículo 2 


1. A los efectos del presente Convenio, la expresión trabajo forzoso u obligatorio 
designa todo trabajo o servicio exigido a un individuo bajo la amenaza de una pena 
cualquiera y para el cual dicho individuo no se ofrece voluntariamente. CA D E 
8169. 
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2. Sin embargo, a los efectos del presente Convenio, la expresión trabajo forzoso u 
obligatorio no comprende: 


(=) 


c) cualquier trabajo o servicio que se exija a un individuo en virtud de una condena 
pronunciada por sentencia judicial, a condición de que este trabajo o servicio se 
realice bajo la vigilancia y control de las autoridades públicas y que dicho individuo 
no sea cedido o puesto a disposición de particulares, compañías o personas 
jurídicas de carácter privado...” CADE 8169. 


(B) Ley No. 13.657, por la cual se aprobó el Convenio No. 105 (O.!.T.) 'Relativo a la 
Abolición del Trabajo Forzoso', suscrito el 25 de junio de 1957, durante la 
celebración de la Cuadragésima Reunión realizada en Ginebra, el cual en su 
Artículo 1 dispuso: 


“Todo Miembro de la Organización Internacional del Trabajo que ratifique el presente 
Convenio se obliga a suprimir y a no hacer uso de ninguna forma de trabajo forzoso 
u obligatorio: 

a) como medio de coerción o de educación política o como castigo por tener o 
expresar determinadas opiniones políticas o por manifestar oposición ideológica al 
orden político, social o económico establecido; 


b) como método de movilización y utilización de la mano de obra con fines de 
fomento económico; 


c) como medida de disciplina en el trabajo; 

d) como castigo por haber participado en huelgas; 

e) como medida de discriminación racial, social, nacional o religiosa", CADE 8169, 
(C) Ley No. 13.751, por la cual se incorporan a la legislación patria los Pactos 
Internacionales de Derechos Humanos y el Protocolo Facultativo, aprobados por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas el 16 de diciembre de 1966 y suscritos 
por Uruguay el 21 de febrero de 1967. CADE 8169. 

Del artículo 8 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos surge: 

*...3 a) Nadie será constreñido a ejecutar un trabajo forzoso u obligatorio; 

b) El inciso precedente no podrá ser interpretado en el sentido de que prohíbe, en 
los países en los cuales ciertos delitos pueden ser castigados con la pena de prisión 


acompañada de trabajos forzados, el cumplimiento de una pena de trabajos 
forzados impuesta por un tribunal competente; 
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c) No se considerarán como “trabajo forzoso u obligatorio”, a los efectos de este 
párrafo: 


1) Los trabajos o servicios que, aparte de los mencionados en el inciso b, se exijan 
normalmente de una persona presa en virtud de una decisión judicial legalmente 
dictada, o de una persona que habiendo sido presa en virtud de tal decisión se 
encuentre en libertad condicional...” CA D E 8169. 


(D) Ley No. 15.737, artículo 15 por el cual se aprueba la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, Pacto de San José de Costa Rica, firmada en la ciudad 
de San José, Costa Rica, el 22 de noviembre de 1969. CADE 8169. 


Dicha Convención dispone en su artículo 6: 
“Prohibición de la Esclavitud y Servidumbre 
(...) 


2. Nadie debe ser constreñido a ejecutar un trabajo forzoso u obligatorio. En los 
países donde ciertos delitos tengan señalada pena privativa de la libertad 
acompañada de trabajos forzosos, esta disposición no podrá ser interpretada en el 
sentido de que prohíbe el cumplimiento de dicha pena impuesta por juez o tribunal 
competente. El trabajo forzoso no debe afectar a la dignidad ni a la capacidad física 
e intelectual del recluido. C ADE 8169. 


3. No constituyen trabajo forzoso y obligatorio, para los efectos de este artículo: 


a) los trabajos o servicios que se exijan normalmente de una persona recluida en 
cumplimiento de una sentencia o resolución formal dictada por la autoridad judicial 
competente. Tales trabajos o servicios deberán realizarse bajo la vigilancia y control 
de las autoridades públicas, y los individuos que los efectúen no serán puestos a 
disposición de particulares, compañías o personas jurídicas de carácter privado...”. 
CADE 8169. 


Teniendo presente el material normativo que viene de reseñarse, cabe concluir que 
la imposición mediante sentencia por parte Juez competente, actuando dentro del 
marco legal vigente, bajo ninguna óptica puede equipararse al concepto de trabajos 
forzados entendiendo por tales aquellos prohibidos por los Convenios de la O.!.T., 
CONVENIO OIT No. 29 y CONVENIO OIT No. 105 y las Convenciones y Pactos 
referidos. En tal medida, lo establecido a este respecto en la Ley cuestionada no 
vulnera disposición constitucional alguna. C A D E 8169. 


Además, como bien señala el Sr. Fiscal de Corte: 


*... la realización de trabajo comunitario... en modo alguno implica la privación de 
libertad, sino mínima limitación, como lo es el cumplir una actividad de interés 
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público, por espacio de dos horas, con una duración de 7 a 30 días. Ello no supone, 
la pérdida de la libertad ambulatoria, toda vez que la persona, podrá libremente 
realizar sus actividades regulares, cumplida la limitación señalada. Y es del caso 
señalar, que esa limitación, responde en todas las hipótesis a una conducta descrita 
por la Ley, realizada por el sujeto, cuya sanción es consecuencia de un debido 
proceso, con la intervención de todos los operadores del sistema, respetándose las 
garantías de los ciudadanos. CADE 8169, 


En las previsiones de los arts. 60. y 15 de la Ley No. 19.120, el penado, tiene la 
opción de dar cumplimiento o no al trabajo comunitario que se le imponga, debiendo 
distinguir en este sentido, que el mismo es la imposición de la pena, como ya se ha 
señalado, por la comisión de una acción propia, instruida e investigada, dictada por 
un Juez competente y conforme un proceso legal. Por tanto, no constituye una 
amenaza de sanción penal, el hecho de que si el condenado no cumpliere con la 
pena de prestación de trabajo comunitario deba ir a prisión. Y ello porque su 
privación de libertad obedece al incumplimiento de la pena que se le impusiere por 
su propia acción ilícita, CA D E 8169. 


Por otra parte, el Convenio No. 29, incluye como exención de la aplicación del 
convenio, que este trabajo se exija por sentencia judicial, bajo vigilancia y control de 
las autoridades públicas, que es lo consignado por la Ley No. 19.120. CADE 
8169. 


Asimismo, las previsiones que la accionante impugna como inconstitucionales, no 
se ubican en ninguna de las cinco categorías, que establece el Convenio No. 105 
en su artículo 1o., para la supresión del trabajo forzoso' (fs. 43/45). CAD E 8169. 


Corresponde tener presente que el trabajo comunitario es en el nuevo régimen de 
punición de las faltas la única pena prevista (sólo se sustituiria por prisión 
equivalente, en caso de incumplimiento) cuya clara finalidad resocializadora 
contribuye en otorgar al condenado la posibilidad de desarrollar un trabajo útil para 
la sociedad, sin sufrir una pena privativa de su libertad ambulatoria, en consonancia 
con la prevención ínsita en la aplicación de las normas de derecho penal. CAD E 
8169. 


Además y como argumento coadyuvante, consideran los Sres. Ministros Dres. 
Chalar y Chediak que el “trabajo comunitario' no equivale a “trabajo forzado' por 
cuanto la morma sí requiere el acatamiento del penado para su efectivo 
cumplimiento. Si el sancionado no cumple con el trabajo impuesto, se aplicará a su 
respecto una pena alternativa: la prisión CA DE 8169. 


Por lo anterior, no le asiste razón al excepcionante en cuanto alega que el tipo de 
trabajo impuesto forzosamente y sin remuneración, vulnera lo establecido en los 
artículos 53, 54, 55 y 59 de la Constitución” (Sentencia S.C.J. No. 65/014 y 
Sentencia S.C.J. No. 133/015 de la Suprema Corte de Justicia). C AD E 8169. 
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V) Con respecto a la excepción de inconstitucionalidad opuesta contra los arts. 18 
y 21 inc. 2 de la Ley No. 19.120, le asiste razón al excepcionante, en la medida en 
que ambas normas vulneran el derecho al debido proceso legal reconocido por 
nuestra Constitución. C A D E 8169. 


Sobre esta cuestión, cabe reiterar lo que han sostenido los Sres. Ministros Dres. 
Chediak y Pérez Manrique en anteriores pronunciamientos, posición que también 
comparte la Sra. Ministra Dra. Martínez. CA D E 8169. 


De tal manera, en las Sentencia S.C.J. No. 65/014 y Sentencia S.C.J. No. 133/015 
de la Corporación, dichos Sres. Ministros expresaron, en términos que cabe reiterar, 
que: 


*(...) En primer lugar, corresponde tener presente que la materia de la causa 
subexámine no es otra que la penal, pues conforme lo han sostenido pacíficamente 
la doctrina y la jurisprudencia, las faltas no son otra cosa que delitos respecto de los 
cuales atento a su naturaleza reciben del sistema una sanción menor. El doctor 
lrureta Goyena, en el informe al proyecto de Código, hoy vigente, hace las 
siguientes apreciaciones al respecto:... 'Entre los delitos y las faltas no media 
ninguna separación de esencia, fuera de la gravedad... La falta, en sustancia, es un 
delito poco grave, como el delito es una falta de máxima gravedad" (en Comentarios 
del Código Penal', Emilio Pedemonte, Tomo lIl, 2a. Edición, pág. 827) CAD E 
8169. 


En el mismo sentido '... la doctrina afirma sin fisuras, que dada la naturaleza criminal 
de la bagatela (art. 2 Código Penal) su régimen es, en todo lo demás, idéntico al de 
los delitos, por cuyos lineamientos y principios debe regirse el régimen 
contravencional... CAD E 8169. 


Las faltas por tanto, como delitos que son (art. 2 Código Penal), se rigen por las 
normas de éstos, salvo texto expreso en contrario... y se imputan solo si fueron 
cometidas intencionalmente...” (Langón, Código Penal comentado, pág. 891). CA 
DE 8169. 


En consecuencia tratándose de delitos, rigen las garantías de fondo y procesales 
propias del sistema penal, entre ellas la doble instancia. C A D E 8169. 


Si bien nuestra Constitución no consagra de modo expreso la preceptividad de ¡a 
segunda instancia aún en materia penal, corresponde recordar lo expresado por la 
Corte en Sentencia S.C.J. No. 365/009 cuando sostuvo: 


“La Corporación comparte la línea de pensamiento según la cual las convenciones 
internacionales de derechos humanos se integran a la Carta por la vía del ant. 72, 
por tratarse de derechos inherentes a la dignidad humana que la comunidad 
internacional reconoce en tales pactos. CA DE 8169. 
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En este sentido, Real enseña que, en nuestro Derecho, es clarísima la recepción 
constitucional del jusnaturalismo personalista, recepción que emana de conjugar los 
arts. 72 y 82 de la Carta. Este acogimiento expreso de la esencia humanista del 
jusnaturalismo liberal convierte a sus elevadas finalidades en principios generales 
del Derecho positivo, de trascendencia práctica, de los que no puede prescindir la 
sistematización técnico-jurídica (Real, Alberto Ramón, 'El Estado de Derecho 
(Rechtsstaat), en Estudios jurídicos en memoria de Eduardo J. Couture, 
Montevideo, 1957, p. 604). CADE 8169. 


El citado autor sostiene: 'En el Uruguay, los principios generales de derecho 
“inherentes a la personalidad humana, tienen expreso y genérico reconocimiento 
constitucional y por tanto participan de la suprema jerarquía normativa de la 
Constitución rígida: quedan, pues, al margen del arbitrio legislativo y judicial y se 
benefician con el control de inaplicabilidad de las Leyes inconstitu-cionales, en caso 
de desconocimiento legislativo ordinario' (Los Principios Generales de Derecho en 
la Constitución Uruguaya, 2a. edición, Montevideo, 1965, p. 15). CADE 8169, 


Siendo así, corresponde recordar lo preceptuado por el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos (incorporado por Ley No. 13.751), que en su artículo 14 
numeral 5 dispone: Toda persona declarada culpable de un delito tendrá derecho 
a que el fallo condenatorio y la pena que se le haya impuesto sean sometidos a un 
tribunal superior, conforme a lo prescrito por la Ley”, CA D E 8169. 


Además, el artículo 8 de la Convención Americana de Derechos Humanos, que en 
su punto 2 dispone: 


*Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia 
mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. Durante el proceso, toda 
persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas: 


(...) 
h) derecho de recurrir el fallo ante juez o tribunal superior, CAD E 8169, 


En términos de Daniel Pastor en 'La nueva imagen de la casación penal" refiiéndose 
al estándar del Derecho Internacional de los Derechos Humanos en materia 
recursiva en el proceso penal: *... el recurso requerido por el sistema de derechos 
fundamentales tiene que ser un remedio que asegure de la mejor manera una 
efectiva neutralización de los desvios del derecho penal y del derecho procesal 
penal, problemática que debe ser asegurada ya internamente por el mismo sistema 
de justicia penal, cuyos operadores por lo demás, son los que cuentan, al menos, 
con la especialización necesaria para lograr con éxito ese objetivo en teoría... Por 
ello este sistema exige, ante todo la doble instancia o doble grado de jurisdicción en 
materia penal. En consecuencia, toda afirmación acerca de la posibilidad de un 
juzgamiento penal en instancia única contraviene sin remedio el régimen de los 
derechos fundamentales y también el sistema internacional de protección de los 
Derechos Humanos' (págs. 95 y 96). CAD E 8169. 


21 de diciembre de 2016 CÁMARA DE SENADORES 421-C.S. 


Agrega el Sr. Ministro Dr. Pérez Manrique, comentando la Convención 
Interamericana y su incidencia sobre el régimen procesal de persecución de las 
faltas en el Código del Proceso Penal afirma la Dra. Bernadette Minvielle 'Dada la 
aplicación inmediata de los derechos acordados en Convención, el literal 'h' (del art. 
8) ha venido a significar una derogación de la irrecurribilidad de las sentencias 
dictadas en nuestro proceso de faltas...' (RUDP 1987/2, pág. 152 'La Convención 
Americana sobre Derechos Humanos. Su aplicación en el proceso penal uruguayo'). 
En el mismo sentido se pronuncia Langón en obra citada, pág. 892”. CADE 8169. 


En otros términos, el debido proceso penal, al menos en su consagración vigente, 
con órganos unipersonales en primera instancia, incluye, necesariamente, la 
garantía de la doble instancia como forma de hacer posible el más amplio ejercicio 
del derecho de defensa. CA DE 8169. 


Asimismo, el art. 72 de la Constitución Vigente no solamente sirve para la 
incorporación o el reconocimiento de derechos o garantías no previstos a texto 
expreso en la Carta, sino que también es de utilidad para complementar e interpretar 
los que sí han sido recogidos expresamente por nuestra Constitución. CADE 8169. 


Con relación al debido proceso penal, se le debe adosar a su formulación 
constitucional la doble instancia prevista por las normas internacionales de 
derechos humanos anteriormente mencionadas, las cuales, en el marco de los arts. 
72 y 332 de la Constitución Vigente de la República, integran el denominado “bloque 
de constitucionalidad”, C A D E 8169. 


En el caso “Herrera Ulloa vs. Costa Rica, sentencia del 2 de julio de 2004 
(Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas), la Corte Interamericana 
de Derecho Humanos sostuvo: 


“De acuerdo al objeto y fin de la Convención Americana, cual es la eficaz protección 
de los derechos humanos, se debe entender que el recurso que contempla el art. 
8.2.h. de dicho tratado debe ser un recurso ordinario eficaz mediante el cual un juez 
o tribunal superior procure la corrección de decisiones jurisdiccionales contrarias a 
derecho. Si bien los Estados tienen un margen de apreciación para regular el 
ejercicio de ese recurso, no pueden establecer restricciones o requisitos que 
infrinjan la esencia misma del derecho de recurrir el fallo (...)” (párrafo 161). CAD 
E 8169. 


En este mismo sentido, en el caso "Barreto Leiva vs. Venezuela", sentencia del 17 
de noviembre de 2009 (Fondo, reparaciones y costas), la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos ha expresado que: 


“La jurisprudencia de esta Corte ha sido enfática al señalar que el derecho de 
impugnar el fallo busca proteger el derecho de defensa, en la medida en que otorga 
la posibilidad de interponer un recurso para evitar que quede firme una decisión 
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adoptada en un procedimiento viciado y que contiene errores que ocasionarán un 
perjuicio indebido a los intereses del justiciable. C A D E 8169, 


La doble conformidad judicial, expresada mediante la integra revisión del fallo 
condenatorio, confirma el fundamento y otorga mayor credibilidad al acto 
jurisdiccional del Estado, y al mismo tiempo brinda mayor seguridad y tutela a los 
derechos del condenado. C A D E 8169, 


Si bien los Estados tienen un margen de apreciación para regular el ejercicio de ese 
recurso, no pueden establecer restricciones o requisitos que infrinjan la esencia 
misma del derecho de recurrir el fallo (...)” (párrafos 88 a 90). CADE 8169. 


Asimismo, en el caso “Mohamed vs. Argentina”, sentencia del 23 de noviembre de 
2012 (Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas), la Corte Interamericana 
también expresó que: 


*(...) sin perjuicio de que cada uno de los derechos contenidos en la Convención 
tiene su ámbito, sentido y alcance propios, la falta de garantía del derecho a recurrir 
el fallo impide el ejercicio del derecho de defensa que se protege a través de este 
medio y trae implicita la ausencia de protección de otras garantías mínimas del 
debido proceso que deben asegurarse al recurrente, según correspondan, para que 
el juez o tribunal superior pueda pronunciarse sobre los agravios sustentados (...)” 
(párrafo 119). CADE 8169. 


El "debido proceso legal” abarca las condiciones que deben cumplirse para asegurar 
la adecuada defensa de aquellos cuyos derechos u obligaciones están bajo 
consideración judicial. Un aspecto esencial derivado del debido proceso es el 
derecho a que un tribunal superior examine o reexamine la legalidad de toda 
sentencia jurisdiccional que resulte en un gravamen irreparable a una persona, o 
cuando ese gravamen afecte los derechos o libertades fundamentales, como es la 
libertad personal. El debido proceso legal carecería de eficacia sin el derecho a la 
defensa en juicio y la oportunidad de defenderse contra una sentencia adversa (cf. 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe No. 55/97, caso 11.137, 
Juan Carlos Abella, Argentina, 18 de noviembre de 1997, párrafos 250 y 252). CA 
DE 8169. 


A su vez, el Comité de Derechos Humanos, en relación con la interpretación del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, ha manifestado que: 


"El Comité considera que la expresión 'conforme a lo prescrito por la Ley' que figura 
en el párrafo 5 del artículo 14 del Pacto no tiene por objeto dejar a discreción de los 
Estados partes la existencia misma del derecho a la apelación, porque los derechos 
son los reconocidos en el Pacto y no únicamente los reconocidos en la legislación 
interna. Más bien, lo que ha de determinarse “conforme a lo prescrito la Ley' es el 
procedimiento que se ha de aplicar para la apelación. Cierto es que el texto español 
del párrafo 5 del artículo 14, en el que se dispone la existencia del derecho a la 
apelación, se refiere solamente a 'un delito', en tanto que el texto en inglés se refiere 
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a 'a crime' y el francés a 'une infraction'. No obstante, el Comité opina que la pena 
de cárcel impuesta a la Sra. Consuelo Salgar de Montejo, aunque correspondió a 
algo definido por la legislación interna como 'una contravención', es suficientemente 
grave, dadas las circunstancias, para merecer apelar ante un tribunal superior, como 
se dispone en el párrafo 5 del artículo 14 del Pacto” (Comunicación No. 64/1979, 
párrafo 10.4 -caso presentado por Consuelo Salgar de Montejo contra Colombia-). 
CADE 8169. 


La Sra. Ministra Dra. Martínez añade que, en esta misma línea, la Ley No. 19.293 
(Código del Proceso Penal aprobado y con vigencia suspendida) estableció un 
proceso con doble instancia para la materia faltas (arts. 274 y 275), y dicha norma 
debe ser considerada con carácter de doctrina más recibida. Al efecto de resolver 
el planteo de si la garantía de la doble instancia se integra o no en la del debido 
proceso penal, resulta más adecuado realizar una interpretación proclive al derecho 
humano implicado. CA D E 8169. 


Finalmente, la citada Sra. Ministra destaca que el moderno constitucionalismo 
comparado, de inspiración democrática, se asienta en el principio de que en caso 
de duda u oscuridad sobre el estatuto jurídico de los derechos fundamentales, hay 
que optar por la interpretación que ofrezca mayores garantías para los ciudadanos 
(cf. Blengio, Mariana, Código de Derecho Humanos. La protección jurídica de los 
derechos humanos en Uruguay, Konrad Adenauer Stiftung, impreso en Uruguay, 
2010, págs. 31 y 73, con citas de Gros Espiell y Risso Ferrand). CA DE 8169. 


VI) Con respecto a la supuesta inconstitucionalidad de los arts. 20 y 22 de la Ley 
No. 19,120, no le asiste razón al excepcionante. CA DE 8169. 


Contrariamente a lo que postuló el promotor, las limitaciones a la impugnación de 
las sentencias dictadas “en el curso del proceso” y de los incidentes no implican 
vulneración de ninguna norma constitucional. C AD E 8169. 


De la misma forma en que se destacó en el Considerando anterior, es importante 
poner énfasis en que la garantía de la doble instancia admite un margen de 
regulación discrecional por parte del Estado, tal como se expresa en los 
pronunciamientos de los organismos internacionales transcriptos precedentemente. 
CADE 8169. 


Por los fundamentos expuestos y las normas citadas, la Suprema Corte de Justicia, 
por mayoría, 


FALLA: 

AMPARASE PARCIALMENTE LA EXCEPCION DE INCONSTITUCIONALIDAD 
OPUESTA Y, EN SU MERITO, DECLARANSE INCONSTITUCIONALES E 
INAPLICABLES AL PRESENTE CASO LOS ARTS. 18 Y 21 INC. 2 DE LA LEY NO. 
19.120, SIN ESPECIAL CONDENACION PROCESAL. CA DE 8169, 
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NOTIFIQUESE, COMUNIQUESE AL PODER LEGISLATIVO Y, 
OPORTUNAMENTE, DEVUELVASE AL JUZ-GADO DE PAZ DEPARTAMENTAL 
DE MALDONADO DE 10. TURNO A FIN DE QUE CONTINUE CON EL 
PROCEDIMIENTO. CADE 8169. 


DR. JORGE LARRIEUX DISCORDE: por cuanto corresponde desestimar la 
excepción de declaración de inconstitucionalidad planteada, conforme posición 
anteriormente sustentada porla Corporación que, con otra integración, se pronunció 
respecto de la temática planteada (entre otras, en Sentencias: Sentencia S.C.J. No. 
65/014, Sentencia S.C.J. No. 513/014, Sentencia S.C.J, No. 516/014 y Sentencia 
S.C.J. No. 519/014), a cuyos fundamentos me remito. C A D E 8169. 


DR. FELIPE HOUNIE DISCORDE PARCIALMENTE, porque entiendo que 
corresponde desestimar la excepción de inconstitucionalidad opuesta en relación 
con los artículos 18 y 21 inciso 2 de la Ley No. 19.120, CA DE 8169. 


En cuanto a la pretendida inconstitucionalidad de las disposiciones que vedan la 
segunda instancia en el proceso en audiencia por faltas, me remito a los argumentos 
que expuse en la Sentencia S.C.J. No. 133/015, donde fundamenté por qué, a mi 
juicio, las disposiciones impugnadas no vulneran la Constitución. C A D E 8169. 


FIRMANTES 

DR. FERNANDO RAUL TOVAGLIARE ROMERO — SECRETARIO LETRADO 
DRA. ELENA MARTINEZ ROSSO MINISTRO S.C. DEJ. CADE 8169. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Bordaberry. 


SEÑOR BORDABERRY-.- Señor presidente: este es un 
proyecto de ley de interés jurídico para todos los señores 
senadores, si se da el caso de que estudiemos futuras ini- 
ciativas que puedan contravenir normas constitucionales. 
¿Por qué? Realmente, es un caso curioso el que se ha dado, 
pues se han declarado inconstitucionales dos artículos de 
una ley, pero en la Constitución no está detallada la norma 
a texto expreso, sino que ella surge de los artículos 72, 82 
y 332 de la Constitución. De ahí el interés del proyecto de 
ley como curiosidad jurídica ya que, más allá de la solu- 
ción en sí y de que ha sido votado por la unanimidad de 
miembros de la comisión, llama la atención por la incons- 
titucionalidad que vamos a subsanar. 


Seguramente, todos recordarán que en el período pa- 
sado se aprobó la Ley n.” 19120, que prevé el proceso de 
faltas y, como lo acepta pacíficamente la doctrina, las fal- 
tas son sanciones penales y, por ende, integran el dere- 
cho penal. 


Ahora bien, la situación es la siguiente. El artículo 18 y 
el inciso segundo del artículo 21 de la mencionada norma 
establecen una sola instancia. Quiere decir que cuando se 
recurre a un juzgado de faltas, el juez de faltas sanciona e 
impone una pena, pero no hay posibilidad de revisar esa 
pena ante un tribunal o juez superior. Eso es lo que se dis- 
puso en la Ley de Faltas, Conservación y Cuidado de los 
Espacios Públicos. 


En más de una ocasión esas normas fueron objeto de 
acciones de inconstitucionalidad y la Suprema Corte de 
Justicia —debemos reconocerlo— tuvo dos jurisprudencias 
en el tema. Tengo en mi poder todas las sentencias a favor 
y en contra sobre el particular. En una primera instancia y 
por una mayoría de tres a dos, consideró que era constitu- 
cional, pero al variar la integración de la Suprema Corte 
de Justicia esa mayoría de tres a dos a favor de la consti- 
tucionalidad se transformó en una mayoría de tres a dos a 
favor de la inconstitucionalidad. 


Cabe señalar que la ley también fue objeto de otras ac- 
ciones de inconstitucionalidad, por ejemplo, con relación 
a si el imponer trabajo comunitario viola alguna norma 
sobre el trabajo forzoso. En ese sentido, la Suprema Corte 
de Justicia se ha pronunciado, una y otra vez, diciendo que 
ello no es violatorio de la norma constitucional. 


Para aquellos a quienes interesa el derecho, el punto 
que tiene mayor atractivo es la obligatoriedad de que en 
el derecho penal, en el caso de las faltas, exista siempre la 
doble instancia, la doble revisión. Si los señores senadores 
buscan en la Constitución una norma que establezca que 
es obligatorio que en el derecho penal o en los procesos 
penales haya doble revisión, no la van a encontrar, porque 
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no existe. Pero si se lee el artículo 72 de la Constitución, 
se verá que al final de esa sección se establece que la enu- 
meración de derechos y deberes no es taxativa. Es decir 
que hay derechos y deberes que no están establecidos en 
la Constitución, pero existen. Esos derechos y deberes son 
los derivados de la personalidad humana o de la forma 
republicana de gobierno. 


Esto se repite en los artículos 82 y 332 de la Constitu- 
ción. En especial, el artículo 332 establece: «Los preceptos 
de la presente Constitución que reconocen derechos a los 
individuos, así como los que atribuyen facultades e im- 
ponen deberes a las autoridades públicas, no dejarán de 
aplicarse por falta de la reglamentación respectiva, sino 
que esta será suplida, recurriendo a los fundamentos de le- 
yes análogas, a los principios generales del derecho y a las 
doctrinas generalmente admitidas». Los señores senado- 
res se preguntarán, entonces —como supongo que lo harán 
todos los que estudian el derecho—, dónde están estableci- 
dos esos otros derechos derivados del ¡usnaturalismo y de 
la forma republicana de gobierno. El hecho es que se trata 
de derechos inherentes a la personalidad humana y, como 
tales, son reconocidos por la doctrina. Si nuestra Constitu- 
ción no hubiera establecido el derecho a la vida —más allá 
de que en la carta aparece a texto expreso— igualmente 
estaría consagrado, porque es inherente a la personalidad 
humana. 


(Ocupa la presidencia el señor Guillermo Besozzi). 


—En el caso del doble examen, creo que es muy funda- 
da la sentencia de inconstitucionalidad que se ha aplicado 
durante todo el año 2016 en más de un fallo. ¿Por qué? En 
primer lugar, porque se dice que esto es materia penal; en 
segundo término, porque está establecido que tratándose 
de delitos rigen las garantías de fondo y procesales propias 
del sistema penal, entre ellas, la doble instancia. 


La sentencia cita los trabajos de Alberto Ramón Real. 
Creo que este jurista debe haber sido uno de los constitu- 
cionalistas que más ha analizado doctrinariamente, en su 
libro El Estado de Derecho —en Estudios Jurídicos en Me- 
moria de Eduardo J. Couture—, la trascendencia práctica y 
la esencia del pensamiento humanista del iusnaturalismo 
liberal. 


Alberto Ramón Real dice: «En el Uruguay, los princi- 
pios generales del derecho “inherentes a la personalidad 
humana” tienen expreso y genérico reconocimiento cons- 
titucional y por tanto participan de la suprema jerarquía 
normativa de la Constitución rígida: quedan, pues, al mar- 
gen del arbitrio legislativo y judicial y se benefician con el 
control de inaplicabilidad de las leyes inconstitucionales, 
en caso de desconocimiento legislativo ordinario». 


Por lo general, estos principios inherentes a la persona- 
lidad humana se reconocen en los pactos internacionales. 
Precisamente, el principio del doble examen está reconoci- 
do en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políti- 
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cos —del que Uruguay es parte desde 1969, en virtud de la 
Ley n. 13751-—, que en su artículo 14, numeral 5, dispone: 
«Toda persona declarada culpable de un delito tendrá de- 
recho a que el fallo condenatorio y la pena que se le haya 
impuesto sean sometidos a un tribunal superior, conforme 
a lo prescrito por la ley». 


Lo mismo ocurre con la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos y otra cantidad de instrumentos inter- 
nacionales que así lo reconocen. 


Quiere decir que si bien esto no aparece a texto expre- 
so en el capítulo que establece los derechos y los debe- 
res, sí está recogido a partir del reconocimiento de que es 
un derecho inherente a la personalidad humana y, sobre 
todo, a la forma republicana de gobierno, lo que sí está 
comprendido en el artículo 72 de la Constitución de la re- 
pública. De ahí que no establecer una doble instancia en 
materia penal, como disponía la Ley n.-* 19120, a juicio de 
la hoy mayoría de la Suprema Corte de Justicia —y también 
en mi opinión personal— es inconstitucional. 


¿Por qué es inherente a la personalidad humana? Por- 
que en materia penal el doble examen es esencial. El doble 
examen exige a quien falla la necesidad de fundamentar 
ese fallo; de lo contrario, en el foro empiezan a aparecer 
las sentencias conocidas como imperiales que, como se 
sabe, son aquellas que no van a tener un examen superior 
y no profundizan en el fundamento de por qué sancionan, 
por qué aplican o por qué tipifican sanciones penales. 


Por ese motivo se entiende que la doble instancia, ade- 
más de dar garantías al justiciable es, sobre todo, una ga- 
rantía de fundamentación, que es otro derecho que tiene 
todo ser humano. Concretamente, se trata de que cuando 
el justiciable va a ser objeto de una acción penal y, even- 
tualmente, de una condena, conozca profundamente por 
qué se le está adjudicando dicha conducta. 


Cabe señalar —y de ahí la necesidad de dictar una ley— 
que en nuestro ordenamiento jurídico y constitucional una 
acción de inconstitucionalidad solo alcanza al caso con- 
creto —es algo que algún día vamos a tener que revisar—, lo 
que provoca que cada vez que hay un proceso de faltas se 
puede interponer —con serias probabilidades de éxito dada 
la jurisprudencia mayoritaria que hay hoy en la Suprema 
Corte de Justicia— una acción de inconstitucionalidad y, de 
esa forma, trabar todos los procesos de faltas. 


Esto, a su vez, constituye un motivo práctico para 
aprobar esta iniciativa. Como se ha informado a la Asam- 
blea General, uno de los ministros de la Suprema Corte 
de Justicia ha cesado recientemente en su cargo por haber 
llegado a los setenta años o haber cumplido los diez años 
de ejercicio de la función, y como ese ministro era uno de 
los que entendía que la norma era constitucional, no se 
avizora que en el corto plazo vaya a cambiar la jurispru- 
dencia, ya que no han cesado ninguno de los tres ministros 
que votaron a favor. 


CÁMARA DE SENADORES 


429-C.S. 


El proyecto de ley en sí es sencillo. El artículo 1.* in- 
troduce una sola modificación al artículo 18 de la Ley 
n.” 19210. El artículo 18 original establecía: «El proceso 
en audiencia y en instancia única, se rige por las normas 
siguientes», pero ahora se suprime la referencia a la «ins- 
tancia Única». 


Por el artículo 2.” se modifica el segundo inciso del 
artículo 21 de la Ley n.* 19120, Creo que el texto que apro- 
bó la comisión es acertado, porque modifica el proyecto 
de ley inicial estableciendo no solo que el recurso de ape- 
lación procede, sino que dicho recurso debe ser anunciado 
en la audiencia, fundamentado dentro de las cuarenta y 
ocho horas posteriores y trasladado al ministerio públi- 
co. Y agrega que evacuado el traslado o vencido el plazo, 
se elevará la actuación al juez superior para que, dentro 
de los quince días siguientes, dicte la sentencia definiti- 
va. Creo que esta propuesta, que partió de la bancada del 
Frente Amplio, enriqueció mucho el proyecto y, a su vez, 
agilizó el trámite, algo siempre necesario en estos proce- 
sos de faltas que son, obviamente, de menor envergadura. 


Por todos estos argumentos es que desde la Comisión 
de Constitución y Legislación se recomienda por unanimi- 
dad aprobar este proyecto de ley. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Guillermo Besozzi).- Tiene la 
palabra la señora senadora. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Señor presidente: pienso que el 
informe del señor senador Bordaberry ha sido más que 
elocuente, pero me interesa dejar algunas constancias. 


Como bien lo dijo el señor senador, este proyecto de 
ley fue votado por unanimidad y el texto original —que es 
de su iniciativa— fue modificado en un trabajo conjunto de 
la propia comisión. 


Algunos conceptos que quiero dejar en claro tienen 
que ver con que, en primer lugar, nosotros no damos nues- 
tro apoyo a esta iniciativa pensando que las sentencias que 
oportunamente se puedan dictar sean imperiales, sino que 
nos guiamos por otra lógica de trabajo. En realidad, cuan- 
do aprobamos la Ley n.” 19120 con los artículos que hoy se 
modifican, no lo hicimos con la idea de generar sentencias 
imperiales, sino de que, en el trámite de la consideración 
de las faltas, cupiera la posibilidad de una instancia única. 
Por cierto, este no es el único ámbito en el que actualmen- 
te existe una instancia única, sino que hay otros: así pues, 
no quiero pensar que se está prohijando la idea de que he- 
mos legislado en función de sentencias imperiales. 


Por otro lado, me interesa que quede claro que votamos 
este proyecto de ley, que ingresó a la consideración de la 
comisión hace poco tiempo, no porque sea imperioso, ur- 
gente o determinante, sino porque, como expresaba el se- 
ñor senador Bordaberry, habría que ver en algún momento 
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eso de que la declaración de inconstitucionalidad es para 
el caso que se presenta y no genera la universalidad, a no 
ser que sea muy contundente y haya una cantidad enorme 
de demandas. Tampoco es menor el otro argumento plan- 
teado por el señor senador en cuanto a la integración de la 
Suprema Corte de Justicia, por aquello de que quien se va 
se pronunció de determinada forma, pero el que viene no 
se sabe cómo votará, o si el que queda va a mantener firme 
un criterio, porque el tres a dos funciona. Es así. No es la 
primera vez que ese tres a dos determina que se modifi- 
quen sentencias. ¡Vaya si sabremos que se han dado de- 
claraciones de inconstitucionalidad de algunas leyes que 
luego la Suprema Corte de Justicia, con otra integración, 
no ha reiterado, y viceversa! Quizás en algún momento 
deberemos analizar este tema —y nosotros no nos negamos 
a hacerlo—, no solo desde el punto de vista de lo que ma- 
nifesté anteriormente, vinculado a los casos individuales, 
sino también en lo que tiene que ver con el hecho de que, 
al cambiar la integración de la Suprema Corte de Justicia, 
se modifican algunas sentencias, con lo que se generan es- 
tas situaciones que obligan a los legisladores a trabajar al 
respecto con responsabilidad. 


En síntesis, no votamos este proyecto apurados por 
la situación que se generó a partir de una declaración de 
inconstitucionalidad —teniendo en cuenta de que antes no 
la había habido, sino todo lo contrario—, sino porque no 
nos pareció mala cosa generar una situación garantista por 
medio de la segunda instancia, considerando que, según 
la integración actual de la Suprema Corte de Justicia, de 
alguna forma esos tres votos —contra los otros dos— están 
a favor de la declaración de inconstitucionalidad. 


También es bueno destacar que, tal como lo expresó 
el señor senador Bordaberry, se establecen plazos más 
breves para que esto se determine, pues parece más sen- 
sato que en materia de faltas —actualmente nuestro siste- 
ma penal prevé crímenes, delitos y faltas—, la sentencia 
no requiera tiempos demasiado extensos. Por eso también 
acordamos esta modificación. A esos efectos, y si bien no 
dejamos de señalar que cuando votamos la Ley n.-” 19120 
no lo hicimos con la idea de ser menos garantistas, ahora, 
en función de los hechos y como sistema político, acor- 
damos y asumimos la responsabilidad de introducir esta 
breve modificación. Para ello se trabajó y se llegó a un 
consenso en la comisión, de modo de poder resolver esta 
circunstancia. 


Finalmente, quiero dejar en claro que no se trata de que 
haya llegado un aluvión de solicitudes de declaración de 
inconstitucionalidad; eso no es así. De todos modos, basta 
con ver el panorama para asumir que, desde el punto de 
vista garantista, la segunda instancia no complica y aclara 
eventuales situaciones en las que la inconstitucionalidad 
pueda estar presente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Guillermo Besozzi).- Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar en general el proyecto 
de ley 
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(Se vota). 

20 en 21. Afirmativa. 

En discusión particular. 

Léase el artículo 1.* del proyecto de ley. 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- 
«Artículo 1..- Sustitúyese el texto del artículo 18 de la 
Ley N* 19120, de 20 de agosto de 2013, el que tendrá la 
siguiente redacción: “ARTÍCULO 18. (Procedencia).- El 
proceso en audiencia se rige por las normas siguientes”». 


SEÑOR PRESIDENTE (Guillermo Besozzi).- En con- 
sideración. 


Sí no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 2.” del proyecto de ley. 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- 
«Artículo 2.- Sustitúyese el texto del inciso segundo del 
artículo 21 de la Ley N* 19120, de 20 de agosto de 2013, el 
que tendrá la siguiente redacción: “La sentencia admitirá 
los recursos de aclaración y ampliación, que deberán ser 
deducidos y resueltos en la propia audiencia. Así como el 
recurso de apelación, el que será sustanciado ante el Juez 
Letrado de Primera Instancia con competencia en materia 
penal de turno. El referido recurso deberá anunciarse en 
audiencia y fundamentarse dentro de las cuarenta y ocho 
horas siguientes, bajo pena de tenerlo por no presentado. 
Del mismo se dará traslado al Ministerio Público y Fiscal 
por cuarenta y ocho horas. Evacuado el traslado o vencido 
el plazo, se elevará la actuación en un plazo no mayor a 
cinco días. Recibido, el superior dictará sentencia definiti- 
va dentro de los quince días siguientes”». 


SEÑOR PRESIDENTE (Guillermo Besozzi).- En con- 
sideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 
26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, 
por ser igual al considerado). 
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17) CÓDIGO DEL PROCESO PENAL 


SEÑOR PRESIDENTE (Guillermo Besozzi).- Se pasa 
a considerar el asunto que figura en cuarto término del 


orden del día: «Proyecto de ley por el que por el que se 
incluye a la Policía Aérea nacional en las disposiciones 
del Código del Proceso Penal. (Carp. n.? 729/2016 - rep. 
n.? 392/2016 - rep. n.? 392/2016 anexo 1)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.* 729/2016 - rep. n.* 392/2016 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 


Defrasertendes de la an 
ta er destón de 


ETA 


Artículo único.- Sustitúyense los artículos 45, 49 y 62 y el título de la Sección |! del 
Capítulo 1! del Título II! del Libro | del Código de Proceso Penal aprobado por la Ley 
N* 19,293, de 19 de diciembre de 2014, por los siguientes: 


"ARTÍCULO 45 (Atribuciones).- 
45.1 El Ministerio Público tiene atribuciones para: 

a) dirigir la investigación de crímenes, delitos y faltas así como la actuación de 
la Policía Nacional, de la Prefectura Nacional Naval y de la Policía Aérea 
Nacional en sus respectivos ámbitos de competencia disponiendo por sí o 
solicitando al tribunal, según corresponda, las medidas probatorias que 
considere pertinentes; 

b) disponer la presencia en su despacho de todas aquellas personas que 
puedan aportar elementos útiles para la investigación, incluyendo el 
indagado, el denunciante, testigos y peritos; 

Cc) no iniciar investigación; 


d) proceder al archivo provisional; 


e) aplicar-el principio de oportunidad reglado; 
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f) solicitar medidas cautelares; 
g) solicitar al tribunal la formalización de la investigación; 
h) deducir acusación o solicitar el sobreseimiento; 
¡) atender y proteger a víctimas y testigos. 
45.2 Cuando el Ministerio Público ejerce la acción penal, es parte en el proceso. 


En las diligencias que se practiquen, el Fiscal Letrado actuará directamente o 
representado por el Fiscal Letrado Adjunto o por un funcionario letrado de la 
Fiscalía designado por él. En este último caso, bastará con una designación 
genérica para su efectiva representación". 


"SECCIÓN 11 - 
DE LA POLICÍA NACIONAL, LA PREFECTURA NACIONAL NAVAL 
Y LA POLICÍA AÉREA NACIONAL" 
"Artículo 49. (Función de la Policía Nacional, de la Prefectura Nacional Naval y 
de la Policía Aérea Nacional en el proceso penal).- 


49.1 La Policía Nacional, la Prefectura Nacional Naval y la Policía Aérea 
Nacional, en sus respectivos ámbitos de competencia, serán auxiliares del 
Ministerio Público en las tareas de investigación y deberán llevar a cabo las 
diligencias necesarias para cumplir los fines previstos en este Código, de 
conformidad con las instrucciones que les impartan los fiscales. 


49.2 Asimismo, les corresponderá ejecutar las medidas de coerción que 
decreten los tribunales. 


49.3 Sin perjuicio de lo previsto en los incisos anteriores, el Ministerio Público 
podrá impartir instrucciones a la autoridad encargada de los establecimientos 
penales en la investigación de hechos cometidos en el interior de los mismos, 
actuando de conformidad con las previsiones de este Código". 
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"ARTÍCULO 82. (Protección de identidad).- Los funcionarios policiales, los de la 
Prefectura Nacional Naval y los de la Policía Aérea Nacional no podrán informar a 
los medios de comunicación social acerca de la identidad de detenidos, 
imputados, victimas, testigos, ni de otras personas que se encuentren o puedan 
resultar vinculadas a la investigación de un hecho presuntamente delictivo, salvo 
autorización expresa del fiscal competente”. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Montevideo, a 6 de 


diciembre de 2016. 
G RDO AMARILLA 
Presidente 
IRGINI 


Stdretaria 
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COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, CÓDIGOS, 
LEGISLACIÓN GENERAL Y ADMINISTRACIÓN 


INFORME 


Señores Representantes: 


El proyecto de ley que se informa, refiere a la inclusión como 
auxiliar de la justicia dentro del Código del Proceso Penal que entrará a regir a partir del 
año que viene, de la Policia Aérea Nacional. 

Lo que se pretende es justamente, asimilar en el carácter 
mencionado, a las instituciones tanto de la Policía Nacional y Prefectura Nacional Naval 
como a la Policía Aérea Nacional, la que fuere omitida en el nuevo Código de Proceso 
Penal que entrará a regir el año que viene. 

Las funciones policiales por parte de la Fuerza Aérea están 
consagradas en el artículo 209 del Decreto-Ley N* 14,305, de 29 de noviembre de 1974, 
que establece: "La Policía Aérea Nacional será ejercida por la Fuerza Aérea Militar, la que 
tendrá por cometido, sin perjuicio de las competencias especiales o concurrentes de otros 
organismos públicos, la vigilancia del cumplimiento de todas las normas que rigen la 
actividad aérea". 

Resulta lógico la inclusión de la Policía Aérea Nacional como 
auxiliar de la justicia, sumándola a las instituciones ya incluidas, máxime cuando en 
nuestros días el delito tiene medios suficientes para que en su accionar se incluyan 
aeronaves, así como en la ayuda de la vigilancia de nuestro espacio aéreo, en la 
persecución del delito o en tareas de policía en aquellas zonas que son de su exclusiva 
jurisdicción. 

En sí ambos textos, tanto el del Poder Ejecutivo como el de la 
Comisión son claros en su redacción, en el caso del texto remitido por el Poder Ejecutivo, 
con un texto genérico compresivo de toda hipótesis que surja del Código de Proceso 
Penal, 

El proyecto alternativo que plantea la comisión, sin apartarse del 
espíritu del proyecto del Ejecutivo, enumera los artículos del Código de Proceso Penal en 
donde se establecería la inclusión de la Policía Aérea Nacional, agregando en cada uno de 
ellos a la misma. 

En este proyecto resultan claras las funciones policiales de la 
Policía Aérea Nacional dentro del ámbito de su competencia. 


Por las razones expuestas se aconseja al Cuerpo la aprobación 
del proyecto de ley que se acompaña. 


Sala de la Comisión, 9 de noviembre de 2016 


DARCY DE LOS SANTOS 
MIEMBRO INFORMANTE 
PABLO D. ABDALA 
SUSANA ANDRADE 
CECILIA BOTTINO 
CATALINA CORREA 
RODRIGO GOÑI REYES 
PABLO ITURRALDE VIÑAS 
OPE PASQUET 
DANIEL RADÍO 
JAVIER UMPIÉRREZ 
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PROYECTO DE LEY 


Artículo Único.- Sustitúyense los artículos 45, 49 y 62 y el título de la Sección |l del 
Capítulo ll del Título [l del Libro | del Código de Proceso Penal aprobado por la Ley 
N? 19.293, de 19 de diciembre de 2014, por los siguientes: 


"ARTÍCULO 45 (Atribuciones).- 
45.1. El Ministerio Público tiene atribuciones para: 


a) dirigir la investigación de crímenes, delitos y faltas así como la actuación de la 
Policía Nacional, de la Prefectura Nacional Naval y de la Policia Aérea Nacional en sus 
respectivos ámbitos de competencia disponiendo por sí o solicitando al tribunal, según 
corresponda, las medidas probatorias que considere pertinentes; 


b) disponer la presencia en su despacho de todas aquellas: personas que puedan 
aportar elementos útiles para la investigación, incluyendo el indagado, el denunciante, 
testigos y peritos; 

€) no iniciar investigación; 

d) proceder al archivo provisional; 

e) aplicar el principio de oportunidad reglado; 

f) solicitar medidas cautelares; 

9) solicitar al tribunal la formalización de la investigación; 

h) deducir acusación o solicitar el sobreseimiento; 

¡) atender y proteger a víctimas y testigos. 

45.2 Cuando el Ministerio Público ejerce la acción penal, es parte en el proceso. 


En las diligencias que se practiquen, el Fiscal Letrado actuará directamente o 
representado por el Fiscal Letrado Adjunto o por un funcionario letrado de la Fiscalía 
designado por él. En este último caso, bastará con una designación genérica para su 
efectiva representación”. 


"SECCIÓN ll - DE LA POLICÍA NACIONAL, LA PREFECTURA NACIONAL NAVAL 
Y LA POLICÍA AÉREA NACIONAL” 


"Artículo 49 (Función de la Policía Nacional, de la Prefectura Nacional Naval y de la 
Policía Aérea Nacional en el proceso penal).- 


49.1. La Policía Nacional, la Prefectura Nacional Naval y la Policía Aérea Nacional, en 
sus respectivos ámbitos de competencia, serán auxiliares del Ministerio Público en las 
tareas de investigación y deberán llevar a cabo las diligencias necesarias para cumplir los 
fines previstos en este Código, de conformidad con las instrucciones que les impartan los 
fiscales. 


49.2. Asimismo, les corresponderá ejecutar las medidas de coerción que decreten los 
tribunales. 
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49.3. Sin perjuicio de lo previsto en los incisos anteriores, el Ministerio Público podrá 
impartir instrucciones a la autoridad encargada de los establecimientos penales en la 
investigación de hechos cometidos en el interior de los mismos, actuando de conformidad 
con las previsiones de este Código”. 


“ARTÍCULO 62 (Protección de identidad).- Los funcionarios policiales, los de la 
Prefectura Nacional Naval y los de la Policía Aérea Nacional no podrán informar a los 
medios de comunicación social acerca de la identidad de detenidos, imputados, víctimas, 
testigos, ni de otras personas que se encuentren o puedan resultar vinculadas a la 
investigación de un hecho presuntamente delictivo, salvo autorización expresa del fiscal 
competente”. 


Sala de la Comisión, 9 de noviembre de 2016 


DARCY DE LOS SANTOS 
MIEMERO INFORMANTE 
PABLO D. ABDALA 
SUSANA ANDRADE 
CECILIA BOTTINO 
CATALINA CORREA 
RODRIGO GOÑI REYES 
PABLO ITURRALDE VIÑAS 
OPE PASQUET 
DANIEL RADÍO 
JAVIER UMPIÉRREZ 
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PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO 
MINISTERIO 
MINISTERIO 
MINISTERIO 
MINISTERIO 
MINISTERIO 
MINISTERIO 
MINISTERIO 
MINISTERIO 
MINISTERIO 
MINISTERIO 
MINISTERIO 
AMBIENTE. - 
MINISTERIO 
15021716 


DE DEFENSA NACTONAL. - 


DEL INTERIOR.- 


DE 
DE 
DE 
DE 
DE 
DE 
DE 
DE 
DE 
DE 


DE 


RELACIONES EXTERIORES.- 
ECONOMIA Y FINANZAS.- 
EDUCACION Y CULTURA. - 
TRANSPORTE Y OBRAS PUBLICAS.- 


INDUSTRIA, 


ENERGIA Y MINERIA.- 


TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL. - 
SALUD PUBLICA.- 


GANADERIA, AGRICULTURA Y PESCA.- 


TURISMO. - 
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VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO 


DESARROLLO SOCIAL.- 


Montevideo, 1 6 NOV 2015 


SEÑOR PRESIDENTE DE LA ASAMBLEA GENERAL. - 


LICENCIADO RAUL SENDIC.- 


El Poder Ejecutivo cumple en remitir a consideración de 


ese Cuerpo, 


acorde a lo dispuesto por los numerales 1%) del 


artículo 85 y 7%) del artículo 168 de la Constitución de la 


República, 


el adjunto Proyecto de Ley por el cual se incluye 


en las disposiciones 
aprobado por la Ley 19.293 de 19 de diciembre de 2014, a la 


Policía Aérea Nacional. 


del Código de Procedimiento Penal 


mn 
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En los artículos 45, 49, 50, 53 y 62, se mencionan a 
la Policía Nacional y a la Prefectura Nacional Naval, en 
virtud de sus competencias de policía, como auxiliares de la 
Justicia, en el caso, del Ministerio Público. Asimismo, se 
establecen sus funciones en el proceso penal, ejecutando sus 
tareas bajo la dirección y responsabilidad de los Fiscales y 
de acuerdo con las instrucciones que éstos les impartan, sin 
perjuicio de cumplir órdenes directas de los jueces 
actuantes. Los funcionarios de las mencionadas policías, se 
encuentran inhibidos de proporcionar información alguna a 
los medios de comunicación social, salvo autorización 
expresa del Fiscal competente. -----=-=====================-- 

En el mencionado Código de Procedimiento Penal, el cual 
entrará en vigencia el lro. de febrero de 2017, conforme con 
su artículo 383, no se previeron las competencias legales 
que posee la Policía Aérea Nacional. ---------==============- 

El artículo 209 del Código Aeronáutico aprobado por el 
Decreto-Ley 14.305 de 29 de noviembre de 1974, establece que 
la Policía Aérea Nacional será ejercida por la Fuerza Aérea 
Militar la que tendrá por cometido, sin perjuicio de las 
competencias especiales o concurrentes de otros Organismos 
Públicos, la vigilancia del cumplimiento de todas las normas 
que rigen la actividad. -=====-=«== ==... oo. --- 

Resulta imperioso que la Policía Aérea, con 
competencias legales específicas en materia de represión de 


delitos y conducción de eventuales responsables ante la 
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Justicia, en su ámbito, sea incluido en las disposiciones 
del Código de Procedimiento Penal mencionado, pues al entrar 
en vigencia el mismo no se podría actuar ante la presunta 
existencia de un ilícito aeronáutico y/o cometido en el 
ámbito de su jurisdicción, pues no tendría fiscalía asignada 
Parra aC tórMa 

La inclusión de la Policía Aérea en la norma legal 
multicitada, permitirá continuar cumpliendo con las 
obligaciones internacionales contraídas por la República en 
materia de Seguridad Aeronáutica Aeroportuaria, en defensa 
de la soberanía de nuestro espacio aéreo.--—---=-=-"=======-=-- 

Atento a los fundamentos expuestos, se solicita la 
atención de ese Cuerpo al adjunto Proyecto de Ley, cuya 
aprobación se encarece. --- === 

El Poder Ejecutivo saluda al señor Presidente de la 


Asamblea General 
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PROYECTO DE _ LEY 


ARTICULO 1RO.- Inclúyese a la Policía Aérea Nacional, creada 
por el artículo 209 del Código Aeronáutico aprobado por el 
Decreto-Ley 14.305 de 29 de noviembre de 1974 en las 
disposiciones del Código de Procedimiento Penal aprobado por 
la Ley 19.293 de 19 de diciembre de 2014, estableciéndose 
que cada vez que en dicho texto dice: “Policía Nacional y 
Prefectura Nacional Naval”; debe decir: "Policía Nacional, 
Prefectura Nacional Naval y Policía Aérea Nacional” .---=----- 


ARTICULO 2DO.- Comuníquese, publíquese y archívese. ----=-=-=-=-- 
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Disposiciones citadas 


Ley N* 19.293, 
de 19 de diciembre de 2014 


LIBRO | 
DISPOSICIONES GENERALES 


TÍTULO | 


DE LOS PRINCIPIOS BÁSICOS Y DEL RÉGIMEN DE LA 
NORMA PROCESAL PENAL 


CAPÍTULO Il 
EL MINISTERIO PUBLICO 


SECCIÓN 1 
Disposiciones generales 


Artículo 45. (Atribuciones).- 

45.1 El Ministerio Público tiene atribuciones para: 

a) dirigir la investigación de crímenes, delitos y faltas así como la actuación de la 
Policía Nacional y de la Prefectura Nacional Naval en sus respectivos ámbitos 
de competencia disponiendo por sí o solicitando al tribunal, según corresponda, 
las medidas probatorias que considere pertinentes; 

b) disponer la presencia en su despacho de todas aquellas personas que puedan 
aportar elementos útiles para la investigación, incluyendo el indagado, el 
denunciante, testigos y peritos; 

c) no iniciar investigación; 

d) proceder al archivo provisional; 

e) aplicar el principio de oportunidad reglado; 

f) solicitar medidas cautelares; 

g) solicitar al tribunal la formalización de la investigación; 

h) deducir acusación o solicitar el sobreseimiento; 

il) atender y proteger a víctimas y testigos. 

45.2 Cuando el Ministerio Público ejerce la acción penal, es parte en el proceso, 

En las diligencias que se practiquen, el Fiscal Letrado actuará directamente o 

representado por el Fiscal Letrado Adjunto o por un funcionario letrado de la Fiscalía 


designado por él. En este último caso, bastará con una designación genérica para su 
efectiva representación. 
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SECCIÓN Il 
La Policía Nacional y la Prefectura Nacional Naval 


Artículo 49. (Función de la Policía Nacional y de la Prefectura Nacional Naval en el 
proceso penal).- 


49.1 La Policía Nacional y la Prefectura Nacional Naval, en sus respectivos ámbitos 
de competencia, serán auxiliares del Ministerio Público en las tareas de investigación y 
deberán llevar a cabo las diligencias necesarias para cumplir los fines previstos en 
este Código, de conformidad con las instrucciones que les impartan los fiscales. 


49.2 Asimismo, les corresponderá ejecutar las medidas de coerción que decreten 
los tribunales. 


49.3 Sin perjuicio de lo previsto en los incisos anteriores, el Ministerio Público podrá 
impartir instrucciones a la autoridad encargada de los establecimientos penales en la 
investigación de hechos cometidos en el interior de los mismos, actuando de 
conformidad con las previsiones de este Código 


Artículo 50. (Dirección del Ministerio Público).- 


50.1 Los funcionarios mencionados en el artículo anterior, ejecutarán sus tareas 
bajo la dirección y responsabilidad de los fiscales y de acuerdo con las instrucciones 
que estos les impartan a los efectos de la investigación, sin perjuicio de su 
dependencia natural de las jerarquías respectivas. 


50.2 También deberán cumplir las órdenes que les impartan los jueces para la 
tramitación del procedimiento. 


50.3 No podrán calificar la procedencia, la conveniencia ni la oportunidad de las 
órdenes que reciban de jueces y fiscales, pero cuando la ley exija la autorización 
judicial para la realización de una diligencia, podrán requerir que se les exhiba antes 
de practicarla. 


Artículo 51. (Comunicaciones entre el Ministerio Público y la autoridad 
administrativa).- Las comunicaciones que los fiscales y la autoridad administrativa 
deban dirigirse con relación a las actividades de investigación de un caso particular, se 
realizarán en la forma y por los medios más expeditivos posibles. 


Artículo 52 (Imposibilidad de cumplimiento). El funcionario de la autoridad 
administrativa que por cualquier causa se encuentre impedido de cumplir una orden 
que haya recibido del Ministerio Público o de la autoridad judicial, pondrá 
inmediatamente esta circunstancia en conocimiento de quien la haya emitido y de su 
superior jerárquico en la institución a la que pertenezca. 


El fiscal o el juez que haya emitido la orden, podrá proponer o disponer, según 
corresponda, las modificaciones que estime convenientes para su debido 
cumplimiento, o reiterar la orden, si en su concepto no existe tal imposibilidad. 


Si el funcionario que recibió la orden continuare alegando la imposibilidad de darle 
cumplimiento, quien la haya emitido pondrá los hechos en conocimiento del jerarca de 
dicho funcionario, por las vías pertinentes, a los fines disciplinarios que 
correspondieren y sin perjuicio de otras responsabilidades en que pudiere haber 
incurrido el funcionario incumplidor. 
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Artículo 53. (Actuaciones de la autoridad administrativa sin orden previa).- 
Corresponderá a los funcionarios con funciones de policía realizar las siguientes 
actuaciones, sin necesidad de recibir previamente instrucciones particulares de los 
fiscales: 


a) prestar auxilio a la víctima; 
b) practicar la detención en los casos de flagrancia o fuga, conforme a la ley: 


c) resguardar el lugar donde se cometió el hecho. Para ello, impedirán el acceso a 
toda persona ajena a la investigación y procederán a la clausura si se trata de 
local cerrado, o a su aislamiento si se trata de lugar abierto. Asimismo, evitarán 
que se alteren o borren de cualquier forma los rastros o vestigios del hecho o se 
remuevan los instrumentos usados para llevarlo a cabo, mientras no intervenga 
personal experto de la autoridad con funciones de policía que el Ministerio 
Público designe. 


Deberá también recoger, identificar y conservar bajo sello los objetos, 
documentos o instrumentos de cualquier clase que se presuma hayan servido 
para la comisión del hecho investigado, sus efectos o los que pudieren ser 
utilizados como medios de prueba, para ser remitidos a quien corresponda, 
dejando constancia de la individualización completa de los funcionarios 
intervinientes; 


d) identificar a los testigos y consignar las declaraciones que estos presten 
voluntariamente en el lugar del hecho, tratándose de los casos a que se alude en 
los literales b) y c) precedentes; 


e) recibir las denuncias del público; 
f) efectuar las demás actuaciones que dispusieren otras normas legales. 


Artículo 62. (Protección de identidad).- Los funcionarios policiales y de la 
Prefectura Nacional Naval no podrán informar a los medios de comunicación social 
acerca de la identidad de detenidos, imputados, víctimas, testigos, mi de otras 
personas que se encuentren o puedan resultar vinculadas a la investigación de un 
hecho presuntamente delictivo, salvo autorización expresa del fiscal competente. 


TÍTULO II 
DEROGACIONES, OBSERVANCIA DEL CÓDIGO 
Y DISPOSICIONES TRANSITORIAS 


Artículo 403 (Vigencia).- El presente Código entrará en vigencia el 16 de julio de 
2017. 


Fuento: Sustituye al artículo 383 original. Loy N* 19,436, 
de 23 de setiembre de 2016 articulo 7”. 
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Decreto-Ley N* 14,305, 
de 29 de noviembre de 1974 


TITULO XVIII - DISPOSICIONES VARIAS 


Artículo 209. (Policía aérea nacional).- La policía aérea nacional será 
ejercida por la Fuerza Aérea Militar la que tendrá por cometido, sin perjuicio de 
las competencias especiales o concurrentes de otros organismos públicos, la 
vigilancia del cumplimiento de todas las normas que rigen la actividad aérea. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Guillermo Besozzi).- En dis- 
cusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor sena- 
dor Camy. 


SEÑOR CAMY.- Señor presidente: la Comisión de 
Constitución y Legislación me encomendó la tarea de 
presentar el informe de este proyecto de ley por el que se 
incluye a la Policía Aérea nacional en las disposiciones del 
nuevo Código del Proceso Penal. 


La Ley n.” 19293, que tendrá plena vigencia a partir 
del 16 de julio de 2017 y que fue fruto de muchas horas 
de trabajo de la Comisión de Constitución y Legislación 
—donde contó con el acuerdo de todos los partidos polí- 
ticos—, necesita algunos ajustes a efectos de dar mayores 
garantías al trabajo de los distintos operadores judiciales 
que componen el complejo proceso penal. 


El presente proyecto de ley cuenta con media sanción 
otorgada en la Cámara de Representantes. A su vez, tanto 
en la comisión correspondiente de ese Cuerpo como en la 
de Constitución y Legislación del Senado, existió acuerdo 
para la redacción de un único informe con el fin de ser 
presentado en el plenario. 


El proyecto pretende incluir como auxiliar de la Jus- 
ticia a la Policía Área nacional, tanto como lo son hoy en 
día la Policía nacional y la Prefectura Nacional Naval. Las 
funciones policiales aéreas son cumplidas por la Fuer- 
za Área uruguaya y las disposiciones que las consagran 
se encuentran en el Código Aeronáutico, Decreto Ley 
n.* 14305, de 29 de setiembre de 1974. Su inclusión resulta 
más que necesaria, sumándola a las otras instituciones ya 
mencionadas. 


Todos los aquí presentes sabemos que el avance de los 
distintos delitos asociados al narcotráfico trae consigo vo- 
lúmenes de dinero que facilitan la adquisición de nuevas 
tecnologías y, por supuesto, aeronaves, por lo que la pre- 
sencia de la Fuerza Aérea vigilando nuestro espacio aéreo 
resulta imprescindible para el combate del delito. 


Como es por todos conocido, el nuevo Código del Pro- 
ceso Penal cambia el eje de la investigación, que ya no será 
llevada adelante por el juez como el gran instructor, sino 
que serán los fiscales los que harán esa tarea; de su eficaz 
comunicación con las fuerzas auxiliares dependerá el éxi- 
to de la reforma procesal. Por lo tanto, el principal actor 
del control aéreo se encuentra, con esta modificación, en 
pie de igualdad con las otras fuerzas. 


El proyecto que cuenta, reitero, con media sanción de 
la Cámara de Representantes, difiere levemente del envia- 
do oportunamente por el Poder Ejecutivo, ya que, por ra- 
zones de técnica legislativa, se incluyó en cada uno de los 
artículos donde correspondía, a la Policía Aérea nacional, 
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evitando así remisiones genéricas que puedan crear confu- 
sión en el intérprete. 


Por lo expuesto precedentemente, aconsejamos al 
Cuerpo la aprobación del proyecto de ley que sustituye los 
artículos 45, 49 y 62 del nuevo Código del Proceso Penal. 


La Comisión de Constitución y Legislación aconseja 
pues, en forma unánime, la aprobación del proyecto de ley. 


Es cuanto teníamos para informar. 


SEÑOR PRESIDENTE (Guillermo Besozzi).- Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar en general el proyecto 
de ley. 


(Se vota). 
—21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 


SEÑOR CAMY.- Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SENOR PRESIDENTE (Guillermo Besozzi).- Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR CAMY-- Solicito que se suprima la lectura del 
artículo único. 


SENOR PRESIDENTE (Guillermo Besozzi).- Se va a 
votar la solicitud del senador Camy. 


(Se vota). 
—19 en 21. Afirmativa. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo único. 


(Se vota). 
—21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunica- 
rá al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado, 
por ser igual al considerado). 
18) POSTERGACIÓN DEL NUMERAL QUINTO 
DEL ORDEN DEL DÍA 


SEÑOR DELGADO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Guillermo Besozzi).- Tiene la 
palabra el señor senador. 
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SEÑOR DELGADO.- En la reunión de coordinación 
del día de ayer acordamos que el quinto punto del orden 
del día se incluya en la sesión extraordinaria del Cuerpo 
del día 29 de diciembre. 


Por lo tanto, formulo moción en ese sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE (Guillermo Besozzi).- Se va a 
votar la moción presentada por el señor senador Delgado. 


(Se vota). 


220 en 22. Afirmativa. 


19) LEVANTAMIENTO DE LA SESIÓN 
SEÑOR BORDABERRY-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Guillermo Besozzi).- Tiene la 
palabra el señor senador. 
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SEÑOR BORDABERRY.- Antes de que se levante 
la sesión y siendo esta reunión la última antes del 25 de 
diciembre, quiero aprovechar para desear al señor presi- 
dente, a todos los senadores y a los funcionarios que nos 
acompañan una feliz Navidad y que estos tiempos de Ad- 
viento y de Navidad nos ayuden a hallar caminos de en- 
cuentro. 


SEÑOR PRESIDENTE (Guillermo Besozzi).- Tam- 
bién les deseo una feliz Navidad y que pasen de la mejor 
manera. Agradezco a los funcionarios su trabajo. ¡Felices 
fiestas! 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace, alas 12:11, presidiendo el señor Guillermo 
Besozzi y estando presentes los señores senadores Ayala, 
Bordaberry, Camy, Cardoso, Coutinho, Delgado, 
Garín, Lorier, Martínez Huelmo, Mieres, Mujica, 
Otheguy, Pardiñas, Passada, Paternain, Payssé, 
Pintado, Saravia, Topolansky y Xavier). 
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